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l. INTRODUCCIÓN' 

La ~ooperación analizada en este trabajo es la que tiene como fin la apli­
caoón de normas jurídicas en las cuales la sanción es una pena. El au­
tor deja a un lado la división entre las normas que establecen una pena 
(división en derecho penal, derecho internacional, derecho administra_ 
tivo et coctera) y se apega a una categoría funcionalmente significati­
va.~ Efectivamente, esa división es irrelevante, pero el modo por el 
cual la nonna funciona o sanciona una conducta) ya que nace princi­
palmente de diferencias entre los sujetos a los cuales la norma es apli­
cada. La sanción para el delito de genocidio, de derecho internacional, 
par" el delito de homicidio, del derecho penal, y para el ilícito admi­
nistrativo de no comparecer al trabajo. puede ser siempre una pena. 
aunque su rigor varíe. Las sanciones de otro tipo (ejecución civil) ca· 
racterizan una especie de derecho funcionalmente distinto del derecho 
penal y que, por ende, queda fuera del alcance de este trabajo.' 

'1 La mayor parte de los escritores identifica la cooperación judicial internacional y 
la asistencia judicial internacional (cl.~ e.g.~ Gerhard O.W. Mueller, "International 
Judidal As.sistance in Criminal Matters", Jlillanova Law Rcview, t. VII, p. 196); pero 
ha sido notado que "[aJsistencia judicial ". no es [una denominación] satisfactoria 
a causa de la confusión con la asistencia jurídica a los extranjeros indigentes" 
(Harry Leroy Jones, "International Judicial Assitance: Procedural Chaos and a 
Program for Reform", Yale Law ]ournal, t. LXII, p. 515, nota 1). 

:! Parece ser una característica del pensamiento moderno el no usar el concepto 
aristotélico de identidad, sino el concepto de función como base del conocimiento 
(el., e.g., Ernst Cassirer, Su'.J'stanzbegriff und Funktionsbegriff, Berlín, 1910; Ludwig 
Wittgenstein, y.,-actatus Logico·Phi[osophicus ("Logisch-philosophische Abhandlun". 
AnnaIen der Naturphilosophie, 1921). trad. para la lengua francesa de Pierre Klos­
sowski, París, 19tH, p. 55, proposición 3; Rudolf Carnap. Der logisehe Aulbau der 
Welt~ 1928; y Alfred Korzyzski, ScieTlce and Sanity: an Introduction lo Non·Aristo­
telian Sistems and General Senwntics, 4; ed., LackeviUe, 1958. Si un abordaje fun­
cional puede ser adoptado en el análisis de las otras ciencias sociales (la antropolo­
gía. la economía, la ciencia política y la sociología) (cf. Don Martindale (org.), Jiunc­
tiollalúm in lhe Sociai Scienees, Philadelphia, 1965), ¿por qué no en el análisis del 
derecho? 

3 "[Las 'sanciones' en el sentido especifico de la palabra surgen - cn los órdencs 

117 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas
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Se ha expresado que no existe norma de derecho internacional pú­
blico general sobre la cooperación judicial internaciona1.4 Cualquier 
norma que exista en este campo debe ser buscada en negocios jurídicos 
internacionales 5 o en los derechos internos. Después de investigar ta­
les normas, uno se percata de que en el Brasil, al igual que en otros 
países, y en asuntos penales tanto como civiles,6 las normas creadas por 
negocios jurídicos internacionales sobre cooperación son mucho más fre­
cuentes que las creadas por el derecho interno. Esta situación consti­
tuye la antítesis del patrón nonnaI en otros campos del conocimiento 
jurídico. 

La expresión "cooperación judicial internacional" es utilizada en es­
te trabajo para significar tanto la cooperación en que una auto~idad 
brasileña actúa con el fin de auxiliar la aplicación del derecbo penal 
de un Estado extranjero cuanto la cooperación que consiste únicamen­
te en la tolerancia de la actuación de personas designadas por un Esta­
do extranjero. El primer tipo de cooperación ha sido llamado "coope­
ración activa", el segundo "cooperación pasiva".' 

1I COOPERACIóN ACTIVA 

La expresión "cooperación activa" es usada en este trabajo para sig­

jurídicos nacionales - en dos formas distintas: como pena (en el sentido más estricto 
de la palabra) y como ejecución civil]" (Hans Kelsen. The Pure Theory o/ LaUJ' 
Reine Reehtslehre, 2" ed., Viena, 196Q, trad. de Max Knight, Berkeley. 1970, p. J08). 
Esa distinción forma la base de la teoría de la evolución del derecho de Emile Durk­
heim (De la Dirision du Travail Social, París, 1893). 

" Fausto Pocar, L'A~sistenUl Giudiziaria lnternauonale ir¡ Materia Civile, Padua, 
1967. pp. 41 a 67. 

ti "Se debe a Rittet, Hugo la creación de la expresión 'Rechtggesc:hiift', negocio. 
jurídico, y el Código Civil saxón (pá.rrafo 88) fue el primero a definirlo. La de­
finición, que aludió a la voluntad de crear relación jurídica. no tiene el inconve­
niente de mucba!! que se le han seguido. La manifestación de voluntad es elemento 
esencial del soporte de hecho, que es el negocio; con la entrada de ese en el mundo­
jurídico, se tiene el negocio jurídico" (Pontes De Miranda, Tmüzdo de Direito Pri­
oodo, Río de Janeiro. 1954/1969, nI (1954), p. 4, párrafo 249.1). ¿Si la expresión 
puede ser adoptada en los derechos nacionales. por qué no en el derecho internado­
nal público, donde no hay diferencia esencial entre "acuerdos", "tutados", "actos", 
"convenciones", "declaraciones", "protocolos", etcétera .... ? (ej., cuanto a esa indi­
ferencia terminológica, en lugar de muchos, L. Oppenheim, Internati011al La'/!', 8" 
ed., actualizada por H. Lauterjacht, Londres, New York, Toronto, 1955/ .. ,1 (195:» ... 
p. 898. párrafo 5(8) . 

6 Para cuestiones civiles en Italia, el, Pocar, Ibid., p. 83, nota 4. 
7 Cf., Hans Smit, "IntTOduction" (introducción) a Smit (org.), International Coope­

Tation in Litigation: 'Europe, La Haya, ]965, p. 4; Y PocaT, [bid., pp. 30/31, nota 62. 
y los autores allí referidos. Gontra Angclo :Pietro Sercni The lnternational Judiciar 
Ass!~rtance in GivU Matters wUh Special Relerenee to the Relation.s between ltaly Qnd 
the United States, informe italiano a la Conferencia de Varese sobre Asistencia Judicial 
(26 a 29. d.e agosto de 1961), edición provisional resumida. Milán, 1961, p. 8; Y A1do­
Bernardlm, "Sulla Richiesta di In(ormazione circa il Diritto StranieTO", Rivista di 
Dirito Inlernaziollale, 1961, ambos apud Pocar, ubi supra, quien refuta sus criricas~ 
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nificar tanto la cooperación que no esté encaminada a la represión de 
un caso específico de un delito, cuanto la encaminada a tal represión. 
La primera es aquí llamada "cooperación activa indeterminada", y la 
última "cooperación activa deterrninada".s 

A. Ccx}PERACIóN ACTIVA INDETERMINADA - INFOR.."\fACI6N EN GENERAL 

No existe norma de derecho internacional general que obligue los dis­
tintos Estados a proporcionarse mutuamente información de cualquier 
índole. Es cierto que en la vida diaria de las naciones existe una multi­
tud de casos en que una autoridad de un Estado ruega a una autoridad 
de otro Estado alguna información sobre cualquier materia, desde me­
teorología hasta filatelia, pero también es cierto que, en principio, no 
existe una obligación jurídica de proporcionar la información solicitada. 

1. Infonnación sobre hechos 

De otra parte, el derecho internacional público convencional (es de­
cir, creado JX>r los negocios jurídicos internacionales) da lugar en mu­
chos casos a la obligación de proporcionar información sobre hechos. 
Así, por ejemplo, la Convención para el Fomento ue las Relaciones Cul­
turales Interamericanas, firmada en Buenos Aires el 23 de diciembre de-
1936, dispone que, el }9 de enero de cada año, cada parte envíe a las. 
dem{ls, por vía diplomática, una lista completa de los profesores de sus 
principales universidades, instituciones científicas y escuelas técnicas y 
que estén disponibles para el intercambio de servicios,9 mientras el 
Acuerdo Sanitario Panamericano, firmado en Montevideo el 13 de mar­
zo ele 1948 por Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, establece que 
los Estados contratantes tomen todas las medidas que sean necesarias 
para notificarse inmediata y mutuamente los casos de ciertas enferme­
darles contagiosas que hayan ocurrido. lo 

Algunas veces las partes se obligan a dar la información no a las de­
más partes, sino a una organización o a un funcionario internaciona1. 
La Convención Panamericana para la Orientación Pacífica de la En~e­
fíanza, firmada en Buenos Aires el 23 de diciembre de 1936. por ejem­
p!o, establece que, en cada Estado parte, una Comisión Nacional par~1 
la Cooperación Intelectual envíe anualmente a la UniÓn Panamerica­
na (ahora la Secretaría General de la Organización de los Estados Ame-

er. Jean-André Roux, "L'Entr'Aide des États dans la Lutte contre la Cr:minalité", 
Rt'('¡¡f'il des eOIl/S de la Academia de Derecho Internacional, t. XXXVI, p. lIS; Y 
Maurice Travers, I.e Droit Penal International et sa Mise en Ueuvre en TelllPs de 
/'aix t'l t:n TeJn/I,'>' de Cuan:, París, 1920/1922, IV (1922). pp. 1 Y ss. 

9 Artículo 4, inilium. Convención promulgada por el Decreto no . .31 JI, del 2d de­
septiembre de 19.38. 

10 Articulo 4. Acuerdo promulgado por el Decreto no . .37019, del II de marLO de 
1955. 
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120 LUIZ DILERMANDO DE CASTELLO CRUZ 

fieanos) y al Instituto Internacional para la Cooperación Intelectual 
(un precursor de la Organización de las Naciones Unidas para la Edu. 

cación, la Ciencia y la Cultura) un informe detallado sobre la aplica. 
ción de la Convención.l1 También en la mayoría de las Convenciones 
Internacionales del Trabajo existe un apartado en donde las partes se 
obligan a informar anualmente a la Organización Internacional del 
Trabajo sobre la implementación de la Convención de que se trate. 

Al ser parte en la Convención para el Fomento de las Relaciones Cul­
turales Interamericanas, en el Acuerdo Sanitario Panamericano, en la 
Convención Panamericana para la Orientación Pacífica de la Enseñanza 
y en muchas Convenciones firmadas dentro del marco de la Organiza~ 
ción Internacional del Trabajo, Brasil tiene que proporcionar una lista 
de profesores a los Estados que forman parte del primero de esos neo 
gocios jurídicos internacionales, informar sobre el desarrollo de enfer~ 
medades contagiosas a las partes del segundo, mandar a los secretario. 
generales de la OEA y de la UNESCO un informe anual sobre la im­
plementación del tercero, e informar a la OIT la implementación de 
los últimos. 

En estos casos, los intereses protegidos son, respectivamente, las rela .. 
ciones culturales, la salud, la paz, y el bienestar de las clases trabaja. 
doras. En otros casos; los cuales este trabajo contemplará, cada Estado 
se obliga a proporcionar información útil a la aplicación del derecho 
penal. 

U na obligación de proporcionar a otros Estados información general 
útil a la aplicación del derecho penal existe para Brasil ex vi del Con. 
venio Internacional Sudamericano de Policía, firmado en Buenos Aires 
el 29 de febrero de 1920.12 El Convenio impone a los Estados contra· 
tantes la obligación de enviarse informaciones mutuas sobre actividades 
anarquistas, propaganda anarquista por la prensa, la preparación o eje. 
cución de delitos comunes que interesen a los demás Estados contra· 
tantes, personas peligrosas para la sociedad, personas honestas que de­
seen proporcionar sus propios datos personales y, finalmente, el hallazgo 
de cadáveres no identificados. Establece, además, que los Estados con .. 
tratantes acusen mutuamente recibo de las informaciones y, en cada 
caso, expresan los antecedentes que existan respecto de los hechos o 
personas de ]a referencia en -la oficina recibidora:l.3 y se comuniquen. 
Luanto antes sea posible, la salida o expulsión de los individuos peli. 
grosos referidos en el Convenio." Establece finalmente que los Estados 
contratantes procuren facilitar que toda persona honesta se provea de 

11 Artículo 3, in fine. Convención promulgada por el Decreto no. 3086, del 21 de 
septiembre de 1938. 

12 Literales (a), (b), (d), (f) y (g) del articulo 1. Convenio promulg.trlo por 
el Decreto no. 22388, del 24 de enero de ] ~33. 

13 Artículo 6. 
11 Articulo 7. 
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su cédula o certificación de identidad confonne al sistema dactiloscó­
pico,15 

Brasil también es parte en muchos negocios jurídicos internacionales 
que, aunque trate cada uno de distinta materia, contienen una o más 
reglas respecto a la transmisión de información sobre hechos, útil para 
la aplicación del derecho penal en el asunto de que tratan. 

Así, al cooperar con otros Estados en la aplicación del derecho penal 
en contra del tráfico de mujeres y nitios, Brasil debe comunicar a los 
demás Estados partes en la Convención para la Represión de la Trata 
de Blancas, firmada en París el 4 de mayo de 1910, los boletines de 
condena por infracciones previstas por dicha Convención y cuyos ele­
mentos constitutivos hayan ocurrido en países diferentes,16 proporcionar 
a los demás Estados partes en la Convención Internacional Relativa 
a la Trata de Mujeres Mayores de Edad, firmada en Ginebra el 11 de 
octubre de 1933, las sentencias condenatorias, otras informaciones sobre 
los delincuentes (e.g., su estado civil, su identificación, sus impresiones 
digitales, su fotografía, su prontuario policial et coetera) y noticia de 
las medidas de expulsión cuando a eso se hubiere procedido 11 y, final­
mente, entregar a los demás Estados partes en la Convención para la 
Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitu­
ción Ajena. firmada en Lake Success. Nueva York, el 21 de marzo de 
1950, información detallada respecto a cualquiera de las infracciones 
mencionadas en la Convención, al igual que información detallada acer­
ca de cualquier enjuiciamiento, detención, condena, negativa de admi­
sión o expulsión de personas culpab1es de cualquiera de dichas infrac­
ciones, y de los desplazamientos de tales personas. liS 

Casos de infonnación sobre hechos y que interesan a la cooperación 
en la aplicación de reglas penales sobre el tráfico automotor son en­
contrados en la Convención Internacional sobre la Circulación de Au­
tomóviles, firmada en París el 24 de abril de 1926, en la Convención 
sobre Tránsito Vial, firmada en Viena el 8 de noviembre de 1968, y 
en la Convención sobre la Reglamentación del Tráfico Automotor In­
teramericano, firmada en Washington el 15 de diciembre de 1943, de 
las cuales Brasil es parte. Las dos primeras Convenciones crean la obli­
gación de poner en conocimiento del Estado que haya emitido una li­
cencia internacional de manejar la prohibición de la utilización de di­
cha licenda;19 la últinla especifica que las infracciones que sean motivo 

15 Artículo 10. 
16 Artículo 7. Com-ención promulgada por el Decreto no. 16572, del 27 de agosto 

dc 1924. 
11' Artículo 3. COIl\-cnción promulgada por el Decreto no. 2954, del 10 de agosto 

de 1938. 
18 Artículo 15. Convención promulgada por el Decreto no. 46981, del 8 de octu­

bre de 1959. 
1\1 Artículo 10, in fine, de la Convención de 1926 (promulgada por el Decreto no. 
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de multa deben ser comunicadas por el magistrado a las autoridades 
correspondientes. las que, a su vez, darán cuenta a las autoridades del 
país, o de la subdivisión política correspondiente del mismo, en el cual 
el vehículo y su dueño o conductor se hubieren inscrito originalmen­
te.20 

La Convención Internacional para la Represión de la Falsificación 
de Moneda, firmada en Ginebra el 20 de abril de 1929, contiene ciertas 
reglas de acuerdo COn las cuales cada oficina central (organizada en 
cada Estado para investigar la falsificación de moneda) debe, en lo. 
límites en donde lo considera útil, remitir a las oficinas centrales de 
los otros Estados, una colección de especies anuladas de las monedas 
de su país al igual que notificarles el descubrimiento de moneda falsa. 
las investigaciones, persecuciones, arrestos, condenas, y expulsiones de 
falsificadores, sus desplazamientos y otras informaciones útiles, princi­
palmente su descripción, impresiones digitales y fotografías. 21 

La Convención para la Represión del Contrabando, firmada en Bue­
nos Aires el 19 de junio de 1935, durante la Conferencia Comercial 
Panamericana, establece que los funcionarios aduaneros debidamente 
acreditados por cada parte se informen mutuamente cualquier dato im­
portante para la adopción de medidas rápida. y eficientes en contra 
del contrabando 22 y que las autoridades aduaneras superiores se .infor­
men mutuamente de embarcos que se dirijan a los puertos situados en 
ríos fronterizos.:!s 

La Convención sobre Asilo Territorial, firmada en Caracas el 28 de 
marzo de 1954, establece que cada Estado parte dé aviso al gobierno 
interesado sobre la salida de asilados políticos que, a requerimiento de 
dicho gobierno. hayan estado bajo vigilancia o internados en tal Esta­
do parte.24 

Debe otrOsí mencionarse que muchos negocios jurídicos internacio­
nales que tratan de extradición tienen provisiones sobre la comunica­
ción de cierta. decisiones judiciales. Así, por ejemplo, el Código de De­
recho Internacional Privado, denornjnado Código Bustarnante por re-

19038, del 17 de diciembre de 19'29) y literal (b) del párrafo 1 del artículo 42 de 
la Convención de 1968 (promulgada por el D~creto no. 86714, del 10 de diciembre 
de 1981). 

20 Artículo 17, in fine. Convención promulgada por el Decreto no. 18103, del 19 
de marzo de 1945. 

21 Caput del artículo 14, initium, y párrafos 1, 2 Y 3 de dicho artículo. (',.()n\"en~ 

ción promulgada por el Decreto no. 3074, del 14 de septiembre de 1938. 
22 Artículo 4. Convención promulgada por el D('crelO no. 2(i46, del 5 de mayo 

de 1938. 
23 Articulo 6. 
24 Artículo 10. México fiOlló la Convención con reserva de es,e artículo, pOI" con· 

siderarlo "contrario a las garantías individuales de que gozan todos los habitantes 
de la República de acuerdo con la Constitución Política de los Estados Unidos Me· 
xicanos". 
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solución del 13 de abril de 1928 de la VI Conferencia Internacional 
Americana y puesto en vigor por la Convención de Derecho Interna­
cional Privado firmada en La Habana el 20 de febrero del mismo afio, 
establece que el Estado que obtenga la extradición de un acusado que 
fuere luego absuelto estará obligado a comunicar al Estado que haya 
concedido dicha extradición una copia auténtica del fallo.25 Una regla 
similar se encuentra en el Tratado de Extradición entre Argentina y 
Brasil, firmado en Buenos Aires el 15 de noviembre de 1961.2G 

Algunos tratados de extradición bilaterales, de los cuales es parte Bra­
sil, estab~ecen que la parte que se negare a extraditar alguien por ser 
su nacional deberá procesar el individuo de que se trate si el hecho qu~ 
se le atribuya fuere también delito bajo sus propias leyes, y enviar una 
copia de la sentencia al Estado que haya solicitado la extradición.27 

Como se ha visto, las partes de un tratado están obligadas algunas 
veces a otorgar int'onnación no directamente entre si, sino a una orga­
nización internacional, que podrá o no transmitir dicha información a 
los demás Estados contratantes. 

Así es que, en la cooperación internacional para la aplicación del de­
recho penal en contra del tráfico de drogas, Brasil debe cumplir la Con­
vención para Limitar la FabrÍ< .. "ación y Reglamentar la Distribución de 
los Estupefacientes, firmada en Ginebra el 13 de junio de 1931, que tie­
ne muchas reglas sobre información factual, la cual debe ser recogida 
de los Estados partes por una Junta Central Permanente constituida en 
el capítulo VI de la Convención de Ginebra sobre el Opio, del 19 de 
febrero de 1925. E.fectivamente, la Convención de 1931 impone a 105 

Estados contratantes la obligación de proporcionar a la Junta un cálcu­
lo anual de la cantidad de droga que utilizarán para consumo médico,. 
transformación y reservas,28 al igual que informar a la Junta de cual­
quier autorización concedida para exportación de drogas;:!9 los Estados 

25 Artículo 376. Convención promulgada por el Decreto no. 188il, del 13 de agos­
to de 1929. 

26 Artículo ]8. Tratado promulgado por el Decreto no. 62979, del 11 de julio de" 
1968. 

27 Párrafo l del artÍCulo 1 de los Tratados de Extradición con Chile (firmado ('O 

Río de Janciro el 8 de noviembre d~ 1935 Y promulgado por el Decreto no. ]i-!HR, 
del 18 de agosto de 1937). Ecuador (firmado en Río de Janeiro el 1: de marzo de 
1937 y promulgado por el Decreto no. 2950, del 8 de agosto de 1938). Bolivia (fir­
mado en Río de Jancho el 28 de febr~ro de 1938 r promulgado por el Decreto no. 
922'0, del 8 de julio de 1942), Venezuela (firmado en Río de Janeiro el 7 de di­
ciembre de 1938 y promulgado por el Decreto no. 5362, del 15 de marzo de 1940) 
y Colombia (firmado en Río de lancho el 28 de diciembre de 1938 y promulgado. 
por el Decreto no. 6330, del 2i de septiembre de 1940); segundo párrafo del articulo 
1 del Tratado con Bélgica, firmado en Río de Janeiro el 6 de mayo de 1953 y pro­
mulgado por el Decreto no. 41909. del 26 de julio de 1957; y párrafo 2 del artículo 
1 del Tratado con Argentina. citado en la nota 2 de esta página. 

l!S Artículos 2, 3, 4 Y 5. Convención promulgada por el DeCreto no. 113, del 13 
de octubre de 1934. 

29 ArtÍCulo ]4. 
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contratantes también se comunicarán a la mayor brevedad posible los 
detalles de cada caso de tráfico descubierto. 3o 

Sobre el mismo asunto, hay muchos negocios jurídicos internaciona­
les que contienen reglas respecto a información factual, ya sea que di­
cha información deba ser cursada directamente de un Estado parte a 
otro, ya presentada a una organización internacional. 

AsI es que la Convención para la Represión del Tráfico Ilícito de 
Drogas Nocivas, firmado en Ginebra el 26 de junio de 1936, establece 
que una oficina central instituida por cada parte contratante debe man­
tenerse en contacto estrecho con las instituciones oficiales que se ocu­
pen de los estupefacientes, centralizar todos los datos que faciliten la 
búsqueda de traficantes de drogas nocivas y comunicarse con las ofici­
nas centrales de las demás partes contratantes;31 tal oficina deberá igual­
mente comunicar a la oficina central de cualquier parte contratante 
interesada no sólo informes que permitan proceder a cualquier opera­
ción relativa a las transacciones en drogas nocivas. en curso o en pro­
yecto, sino también indicaciones sobre la identidad y filiación de los 
traficantes y sobre fábricas clandestinas de estupefacientes.S2 Las par­
tes deberán finalmente comunicarse. por intermedio del Secretario Ge­
neral de la Sociedad de la5 Naciones (ahora las Naciones Unidas), un 
informe anual relativo al funcionanliento de la Convención en sus te­
rritorios. ss 

La Convención Única sobre Estupefacientes, firmada en Nueva York 
el 30 de mayo de 1961, tal como modificada por el protocolo de En. 
mienda firmado en Ginebra el 25 de marzo de 1972, dispone que, si lo 
consideran apropiado, las partes cursen a la Junta Internacional de 
Control de Estupefacientes y a la Comisión de Estupefacientes del Con. 
sejo Económico y Social de las Naciones Unidas información relativa 
al tráfico ilícito en el interior de sus fronteras y a la producción de 
estupefacientes.34 

La Convención sobre Substancias Psicotrópicas, firmada en Viena el 
21 de febrero de 1971, establece que las partes envíen al Secretario Ge· 
neral de las Naciones Unidas un informe anual relativo a la ejecución 
de la Convención 35 y otros informes sobre cualquier caso importante de 
tráfico illcito de substancias psicotrópicas o de incautación de drogas 

30 Artículo 23. 
31 Párrafo 2 del articulo 11. Convención promulgada por el Decreto no. 2994, del 

17 de agosto de 1938. 
32 Párrafo 2 del artículo 12. 
33 Artículo 16. 

34 Literal (f) del artículo 35. Convención promulgada por el Decreto no. 54216. 
del 27 de agosto de 1964. Literal agregado por el artículo 13 del Protocolo, promul­
gado por el Decreto no. 76248, del 12 de septiembre de 1975. 

35 Párrafo 1 del artículo 16. Convención promulgada por el Docreto no. 79883. 
del 14 de marzo de 1977. 
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objeto de dicho tráfico,36 y además, por vía diplomática ° por me­
dio de autoridade3 designadas para tal fin, transmitan a las otras par­
tes directamente interesadas una copia de cualquier informe dirigido 
al Secretario General en conexión con el descubrimiento de un caso de 
tráfico ilicito o una incautaciónP 

El Acuerdo Sudamericano sobre Estupefacientes y Psicotrópicos fir­
mado en Buenos Aires el 27 de abril de 1973, durante la Conferencia 
Sudamericana Plenipotenciaria sobre Estupefacientes y Psicotrópicos, 
dispone que los Estados partes se comuniquen mutuamente información 
sobre todo lo que diga respecto a la lucha contra el uso indebido de 
estupefacientes y psicotr6picos.38 

Finalmente, los convenios bilaterales de Asistencia Recíproca para 
la Re¡>Tesión del Tráfico Ilícito de Drogas que Producen Dependencia, 
que Brasil firmó con Perú, Bolivia y Venezuela, disponen que los ser· 
vicios competentes encargados de la represión del tráfico ilícito de dro­
gas y los organismos de salud de los Estados partes en cada cúnvenio 
promuevan el intercambio de informaciones sobre traficantes 39 y que 
dichos Estados se comuniquen recíprocamente las sentencias condena. 
torias pronunciadas por el delito de tráfico ilícito de substancias que. 
al ser administradas al organismo humano, alteran el estado de ánimo, 
la perrepción o el comportamiento y provocan modificaciones fisioló. 
gicas o psíquicasY' Además, Brasil y Bolivia firmaron el 27 de junio 
de 1978 en La Paz un Protocolo Complementario al Convenio de Asis. 
tencia Recíproca; dicho Protocolo establece que la División de Repre­
sión a los Estupefacientes de Brasil y la Dirección Nacional de Control 
y Substancias Peligrosas de Bolivia se informen los desplazamientos de 
posibles traficantes,H la liberación de detenidos o procesados por tráfi­
C0 42 y asimismo las expulsiones de sus nacionales involucrados en el 
uso indebido de drogas.43 

La Convención Internacional para la Reglamentación de la Pesca 
de la Ballena, firmada en Washington el Z de diciembre de 1946, esta-

311 Párrafo 3 del artículo 16. 
:11 Literal (b) del artículo 21. 
:18 Artículo primero. Acuerdo promulgado por el lleneto na. 79<155, del ~o de 

marzo de 1977. 
:;9 Articulo 5 de cada convenio, el Convenio con Perú, fiimado a hordo del hu­

que "llcayali", de la Armada Pcrllana, fondeado en el Rio Amazonas, en la linea 
tle frontera brasileño-peruana, el 5 de noviembre de 1976, ftlC promulgado por el 
Decreto no. 83142, del 6 de febrero de 1979; el Convenio con ,Bolivia, firmado en 
Brasilia el 17 de agosto de 1977, fue promulgado por el Decreto no. 8174l, del 31 
de mayo de 1978; y el Acuerdo con Venezuela, finllado en Brasilia el 17 de noviem­
bre de 1977, fue promulgadQ por el Decreto no. 83058, del 18 de enero de 1978. 

40 Artículo 8. de cada convenio. 
41 Artículo 3. El Protocolo no ha sido promulgado ni puhlicado en el Bra~il. 

Para su texto el. el diario Presellcia, de La Paz, del 3 de julio de 1978. 
42 Artículo 5. 
43 Articulo 7. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



126 LUIZ DILERMANDO DE CASTELW CRUZ 

blece que cada Gobierno Contratante transmita a la Comisión Inter. 
nacional para la Pesca de la Ballena los detalles completos de cada in­
fracción a las reglas de la Convención por personas o buques que se 
encuentren bajo la jurisdicción del Gobierno de que se trate;H 

Existen también reglas sobre información útil a la aplicación del de· 
recho penal en la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la 
Esclavitud, el Tráfico de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Simi­
lares a la Esclavitud, firmada en Ginebra el 7 de septiembre de 1956. 
Tal Convención determina que los Estados partes en ella se transmitan 
información dirjgida a asegurar una cooperación práctica en favor de 
la abolición del tráfico de esclavos.45 

Además de negocios jurídicos internacionales, el derecho interno bra_ 
sileño también dispone sobre la información respecto 'a hech06 y útil a 
la aplicación del derecho penal por un Estado extranjero. El Regla. 
mento del Departamento de Policía Federal del Ministerio de Justicia 
incluye en la Coordinación Central Policial de dicho Departamento un 
.Servicio de Policía Criminal Internacional 46 creado en 1962 y que de. 
be mantener intercambio con las organizaciones policiales extranjeras." 

Es por demás decirlo que, como regla general, la transmisión de in­
formación de tipo factual no está sujeta a una serie de normas forma­
les, y se realiza a través de COntactos directos entre las autoridades de 
.cada pais invol tlcrado, o de cada organización internacional. 

2. Información sobre derecho 

El derecho internacional público convencional, creado por negocios 
jurídicos internacionales (los cuales, como ya hemos visto, pueden dar 
lugar a un deber de transmitir información sobre hechos), en muchos 
.casos establece una obligación de transmitir información sobre derecho. 

Sin embargo. frecuentemente tal obligación no tiene mayor motivo 
que servir de fuente de conocimiento general, entre lo cual se incluye 
el conocimiento del derecho. Tal es el caso de la Convención para el 
Intercambio de Documentos Oficiales y Publicaciones Literarias y Cien. 
tíficas, firmada en Bruselas el 15 de marzo de 1886,48 y de otros trata~ 

44 Párrafo 4 del artículo 9. Convención promulgada por el Decreto no. 28524, del 
18 de agosto de 1950. Fue denunciada por Brasil el 28 de diciembre de 1965, Con 
efecto a partir del 30 de junio de 1966. Brasil volvió a adherir a la Convención el 
4 de enero de 1974 y volvió a promulgarla por el Decreto no. 73497, del 17 de enero 
de 1974. 

45 Párrafo 3 del artículo 3. Convención promulgada por el Decreto No. 58563, del 
19 de junio de 1966. 

46 Artículo 3 del Reglamento aprobado por la Ordenanza ministerial no. 359-B, 
del 29 de julio de 1974 (Diario Oficial del 21 de agosto de 1974, sección I. parte I, 
pp. 9469 a 9472). 

41 Artículo 2 del Decreto no. 1360. del 11 de septiembre de 1962. 
48 Promulgada por el Decreto no. 10188, del 17 de febrero de 1889. 
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dos multilaterales de la misma especie; lo mismo sucede con el Acuerdo 
entre Argentina y Brasil para el Intercambio de Publicaciones, firmado 
en Río de Janeiro ellO de octubre de 1933,4!1 y con otros tratados bi­
laterales, los cuales establecen que las partes se transmitan sus publi­
caciones oficiales, lo que incluye obviamente colecciones de leyes y otros 
textos legales. 

Existen casos en que la obligación general de proporcionar informa­
ción sobre el derecho se dirige a fomentar la cooperación en asuntos 
penales entre dos o más Estados. Estos casos son los que nos interesan 
para este estudio. 

1'\ uevamente hay que aclarar que la transmisión de información pue­
de desarrollarse entre dos o más Estados o dirigirse a una organización 
in ternacionaJ. 

Así es que Brasil, que es parte en la Convención sobre los Derechos 
y Deberes de las Potencias Neutrales en la Guerra Naval, firmada en 
La Haya el 18 de octubre de 1907, tiene la obligación de informar a 
los otvos Estados contratantes, a través del gobierno holandés, de todas 
las leyes, todos los decretos y todas las otras reglas jurídicas que es(a­
blezcan un régimen a que, dentro de sus puertos, deban someterse los 
buques de guerra de Estados beligerantes.5o Al hacer esto, Brasil coope­
ra en la aplicación de las reglas de la Convención que establecen san­
ción penal para los violadores de la neutralidad. 

Como parte en el Convenio Internacional Sudamericano de Policía, 
Brasil se ha obligado a enviar a las demás partes infonnaciones sobre 
las resoluciones ue car;:Ícter legal o administrativo que se refieran a la 
prevención y represión de los movimientos que puedan considerarse 
subversivos o afecten al orden social;51 como parte en la Convención 
>obre Esclavitud, firmada en Ginebra el 25 de septiembre de 1926, tal 
como modificada por el Protocolo firmado en Nueva York el 7 de di­
ciembre ue 1953, se ha obligado a poner en manifiesto las leyes y re­
glamentos que promulgue con el fin de aplicar la ('..onvención;5~ y como 
parte en la Convención Internacional para la Represión de la Falsifi­
(:ación ue l\J.oneda debe, en l'Os límites en donde lo considere útil, no­
tiLicar regularmente a las oficinas centrales extranjeras las nuevas emi. 
siones de moneda que efectúe y el retiro o prescripción de moneda. 53 

En cuanto a las notificaciones que Brasil debe realizar a organizacio­
nes internacionales (independientemente de que éstas den o no tal infor­
mación a los Estados en particular), estas notificaciones son (aparte de 

~i) Promulgado por el Decreto no. 24397, del 13 de junio de 1934 . 
. 50 Artículo 27. Convención promulgada pOl' el Decreto no. 10719, del 4 de febrero 

de 1914. 
"t Literal (e) del artículo 1. Convenio citado en la nota 1 de la pág. 5 . 
. -,:; Articulo 7. Convención promulgada por el Decreto no. 58563, del 19 de junio 

de 1966. 
!'i:J Cafrul del articulo 14, ;,. fine. Convención citada en la nota 2 de la p. 7. 
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la obligación antes mencionada y que proviene del hecho de que Bra­
sil sea parte en la Convención sobre Esclavitud, tal como modificada.~4. 
por ]0 cual la notificación deberá dirigirse al Secretario General de las 
Naciones Unidas, igual que a las partes contratantes de la Conven­
ción): a) la comunicación, al Secretario General de las Naciones Unidas, 
de copia de toda ley y todo reglamento adoptados para dar efecto a la 
Convención Complementaria Relativa a la Abolición de la Esclavitud, 
la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Escla­
vitud;51!í b) la comunicación, al Secretario General de las Naciones Uni. 
das, de las leyes y reglamentos promulgados para hacer efectiva la Con­
vención para Limitar la Fabricación y Reglamentar la Distribución de 
los estupefacientes,'" al igual que las leyes promulgadas para dar efecto 
a la Convención para la Represión del Tráfico Ilícito de Drogas Noci­
vas;57 e) la transmisión, a la Oficina Internacional sobre la Pesca de la 
Ballena, o a otro órgano que designe la Comisión Internacional para 
la Pesca de la Ballena, de información (que puede ser sobre derecho o 
sobre hechos) exigida por la Convención Internacional para la Regla­
mentación de la Pesca de la Ballena" y específicamente copias de leyes 
y reglamentos relacionados con ballenas o la pesca de la ballena, y los 
cambios en tales leyes y reglamentos;59 d) finalmente, la comunicación, 
al Secretario General de las Naciones Unidas, de las leyes y los regla­
mentos que ya hubiesen sido promulgados y, en lo sucesivo, toda ley y 
todo reglamento que promulgase respecto a las materias a que se refiere 
la Convención para la Represión de la Trata de Personas y de la Ex­
plotación de la Prostitución Ajena." 

Es probable que, en los casos previstos por el Convenio Internacio~ 
nal Sudamericano de Policía y la Convención Internacional para la 
Reglamentación de la Pesca de la Ballena, la información sea transmi~ 
tida directamente por la policía y por las autoridades pesqueras (res­
pectivamente), mientras que en los otros casos será enviada por la vía 
diplomática, es decir, será transmitida por los agentes diplomáticos de 
Brasil junto a los gobiernos de otros Estados o junto a las N adanes 
Unidas. De cualquier manera, no está especificada una forma especial 
para tal transmisión. 

No existen negocios jurídicos internacionales bilaterales o reglas ju~ 
rídicas internas que consideren Brasil como parte obligada a transmi­
tir información sobre derecho con el fin de cooperar en la ap:icacibn 
del derecho penal. 

54 Gj. la nota 3, supra. 
55 Párrafos 2 y 3 del artículo 8. Convención citada en la nota 1 de la p. 12. 
56 Artículo 21, initium. Convención citada en la nota 1 de la p. 9. 
61 Articulo 16. Convención citada en la nota 4 de la p. 9. 
58 Artículo 7. Convención citada en la nota 6 de la p. 11. 
59 Artículo 15 del Reglamento anexo a la Convención. 

60 Artículo 21. Convención citada en la nota 3 de la p. 6. 
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B. COOPERACIÓX ACTIVA DETERMINADA 

Hasta ahora nos hemos ocupado en estudiar aquellos actos de coope­
ración que no tienen como meta principal imponer una sanción a una 
acción criminal individual, sino posibilitar la imposición de diversas 
sanciones, a una gama variada de delitos individuales. Así es que, por 
ejemplo, cuando el literal (a) del artículo 1 del Convenio Internacio­
nal Sudamericano de Policía 61 impone a los Estados contratantes ]a 
obligación de enviarse información sobre actividades anarquistas, no 
significa esto que cada Estado deba imponer una sanción al ;narquista, 
sino simp!emente que los Estados podrán tratar adecuadamente al anar­
quista, si éste llega a realizar Sus actividades dentro de la jurisdicción 
de un Estado que haya recibIdo la información. De igual forma, cllan­
do, de acuerdo al artículo 7 de la Convención sobre la Trata de Blan­
cas,62 Brasil pone en conocimiento de los otros Estados contratantes las 
condenas impuestas en virtud de la Convención, esto no implica que 
tales Estados deban tomar alguna medida específica, sino que, corno re­
sultado de la información, tendrán en sus archivos los datos necesarios 
para conocer si una persona tiene antecedentes como traficante de blan­
cas. 

Ahora veremos aquellos casos en que la ejecución del derecho es el 
resultado directo y primordial de la cooperación internacional. 

l. Información especifica 

Por su propia naturaleza, este tipo específico de cooperaClOn (esta­
blecida por lo general en negocios jurídicos internacionales multilate­
rales) es más probable que sea realizado sin la mediación de alguna 
organización internacional, como la Junta Central Permanente consti­
tuida bajo el capítulo IV de ia Convención de Ginebra sobre el Opio, 
de 1925, o la OÍlcina Internacional de Estadísticas sobre la Pesca de la 
Ballena, o de algún funcionaría internacional, como el Secretario Ge­
neral de las Naciones Unidas, todos los cuales trabajan principalmente 
en el proceso de reunir y difundir información en general relativa a la 
cooperación internaciona1. 

a) Información sobre hechos 

Al cooperar con otros Estados en la aplicación del derecho penal en 
materia de publicaciones obscenas, Brasil se compromete, de acuerdo a 
la Convención Internacional para la Represión de la Circulación y del 
Tráfico de Publicaciones Obscenas, firmada en Ginebra el 12 de sep-

61 Cf. la nota 1 de la p. 5. 
6!! ,C!. la Ilota 1 de la p. G. 
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tiembre de 1923, y cuando haya razón para creer que una infracción 
al artículo 1 de la Convención haya sido cometida con objetos fabrica­
dos en el territ<1fio de otra parte, o importados de dicho territorio, a 
señalar inmediatamente los hechos a la autoridad que esta otra parte 
haya designado en ,virtud del Acuerdo para la Supresión de la Circula. 
ción de Publicaciones Obscenas, firmado en París el 4 de mayo de 1910, 
y proporcionar al mismo tiempo informes completos que le permitan 
adoptar las medidas necesarias.o:! 

Ex vi de la Convención Internacional sobre la Circulación de Auto­
móviles, las au toridades brasileñas deben proporcionar información es­
pecífica sobre hechos que interesan a la aplicación del derecho penal 
sobre tráfico automotor, pues dicha Convención establece que los Esta~ 
dos contratantes deben comunicarse la información necesaria para es­
tablecer la identidad de los usuarios de certificados internacionales o 
de licencias internacionales para conducir, cuando sus automóviles ha~ 
yan sufrido un accidente importante o cuando ellos hayan sido dec!ara~ 
dos culpables de violar algún ordenamiento de tráfico. 64 

La Convención para la Represión del Contrabando establece que la 
autoridad designada por cada parte contratante proporciona a SUs con~ 
trapartes información de las infracciones de que se entere y una lista 
de los hechos que se consideren relevantes para la contraparte de que 
se trate, con un reporte detallado de cada caso. ¡¡:; 

El Protocolo Complementario al Convenio de A~istencia Recíproca 
para la Represión del Tráfico Ilícito de Drogas que Producen Depen. 
dencia, firmado por Brasil y Bolivia, establece que el Estado que des­
cubra actividades de tráfico de estupefacientes originado en el otro co· 
munique a éste el lugar de procedencia de la droga y la nómina de los 
implicados, a objeto de que se continúen las investigaciones.66 

Dos convenciones sobre delitos contra la seguridad de la aviación ci­
vil, de las cuales Brasil es parte, contienen reglas relativas a informa­
ción específica sobre hecho. 

Así es que la Convención para la Represión del Apoderamiento Ilí­
cito de Aeronaves, firmada en La Haya el 16 de diciembre de 1970, 
dispone que el Estado que hubiere detenido un acusado de apodera. 
miento ilícito de aeronave notifique tal detención y el resultado de las 
in vestigaciones al Estado de registro de la aeronave, al Estado de la 
nacionalidad de la persona detenida. si fuere del caso al Estado donde 
tenga el centro principal de sus negocios 0, en falta de tal centro, su 
Tesidencia permanente al arrendatario de la aeronave, y, si lo considera 

63 Articulo 6. Convención promulgada por el Decreto. no. 21188, del 22 de marzo 
de'1932. El Acuerdo de 1910 ha sido promulgado por el Dc~reto no. 16571, del 27 de 
.agosto de 1924. 

64 Artículo 10, -initiu~. 'COllvúlción citada en la nota 4 de la p. 6. 
G;; Artículo. 2. Convención citada en la nota 3 de la p. 7. 
úG Artículo 4. Protocolo citada en la nota 3 de la p. 11. 
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a.consejaule, a todo otro Estado interesado;flr agrega que cada Estado 
contratante curse al Consejo de la Organización de Aviación Civil In­
ternacional las informaciones de que disponga sobre las circunstancias 
del crimen, las medidas adoptadas para la preservación o el restableci­
miento del control de la aeronave por sus poseedores legítimos y para 
facilitar la continuación del viaje, y las medidas adoptadas en cuanto 
al acusado, especialmente los resultados de los procesos instauradosY' 

De su parte, la Convención para la Represión de los Actos llícjtos 
<:ontra la Seguridad de la Aviación Civil, firmada en lVlontreal el 23 de 
septiembre de 1971, además de establecer obligaciones paralelas a las 
{lue constan de la Convención de 1970,w detennina que cada Estado 
<:ontratante que tenga razones para creer que alguno de los crímenes 
mencionados en su artículo 1 vaya a ser cometido, envíe toda la infor­
mación relevante de que disponga al Estado en cuyo territorio se crea 
que el crimen vaya a ser cometido, al Estado de registro de la aerona­
ve, al Estado en donde la aeronave deba aterrizar, y, si fuere del caso, 
al Estado donde tenga el centro principal de sus negocios o, en fal­
ta de tal centro, su residencia permanente, el arrendatario de la aero­
nave.'o 

Comúnmente el carácter específico de la información que se propor­
cionará es reconocido fácilmente, por el hecho de que dicha informa. 
ción es solicitada específicamente en cada ocasión. Éste parece ser el 
sistema seguido en las convenciones sobre telecomunicaciones hoy pues. 
tas en el marco de la Unión Internacional de Telecomunicaciones. Así 
es que la Convención Internacional de Telecomunicaciones firmada en 
Madrid el 9 de diciembre de 1932 contiene una regla que establece que. 
a fin de facilitar la represión a las infracciones a la misma Convención 
y a sus Reglamentos, los Estados contratantes se proporcionen informa­
ción sobre dichas infracciones.71 Una cláusula similar se encuentra en 
las Convenciones Internacionales de Telecomunicaciones del 7 de octu­
bre de 1947 (Atlantie City)." del 22 de diciembre de 1952 (Buenos 
Aires)," del 21 de diciembre de 1959 (Ginebra)." del 12 de noviem-

t¡, Párrafo 4 del artículo 6. Cúllvención promulgada por d Decreto liD. 70201, del 
21 de febrero de 1972. 

68 Artículo 11. 
69 Párrafo 4 del articulo 6 y artículo 13. Convención promulgada por el Deueto 

no. 72383, del 20 de junio de 1973. 
70 Artículo J 2. 
71 Artículo 28. Com-ención pronnilgada por el Decreto no. 2412, del 23 de fchrero 

de 1938. 
72 Artículo 34. Sin cmb<lrgo de que Brasil es parte en la COIwcncióll, e~a no ha 

sido promulgada. 
73 Artículo 34. CoII\·CllCiÓn promulgada por el Decreto no. 419·t9, del 2 de mayo 

de 1957. 
74 Articulo 36. Sin embargo de que Brasil es partc en la Convención, esa no ha 

sido promulgada. 
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bre de 1965 (Montreaux)" y del 25 de octubre de 1973 (Málaga y To­
Tremolinos).16 Parece correcto suponer que esa información será pro p 

porcionada mediante una solicitación referente a una instancia parti­
cular. 

La Convención para la Represión del Contrabanuo tiene, además ue 
su artículo sobre información especifica no solicitada, otros artículos 
sobre información específica que sólo se proporcionará a petición del 
Estado interesado. El primero de esos artículos ordena que la autori­
dad designada por un Estado contratante para deScubrir o verificar una 
tentativa de fraude aduanero en contra de aquel Estado y para ente­
rarse de la circulación de los artículos involucrados en el fraude, estará 
autorizada para solicitar a los otros Estados contratantes informaciones 
sobre operaciones realizadas en el territorio de ellos y sobre los docu­
mentos y registros referentes a tales operaciones, y que esas informa­
ciones deben ser entregadas sin demora por el Estado solicitado;77 el 
segundo de los artículos establece que cada Estado contratante está au­
torizado a solicitar que, con el fin de prevenir el contrabando, las 
autoridades aduaneras de otro E!:itado contratante sometan a control 
cualquier cantidad abundante de artículos nacionales o nacionalizados 
almacenados en una zona fronteriza, fuera de lo.s puertos internaciona­
les y de las zonas urbanas; por tanto, el Estado interesado hará saber 
a las autoridades aduaneras del Estado vecino los detalles precisos de 
los artículos referidos.78 

La Convención Única sobre Estupefacientes, de 1961, contempla un 
caso de información sobre hechos que requiere solicitud expresa, den­
tro de la cooperación internacional para la aplicación del derecho pe­
nal, pues dispone que los Estados contratantes proporcionarán al Se­
cretario General de las Naciones Unidas los datos que determine la 
Comisión de Estupefacientes del Consejo Económico y Social de la. 
Nadones Unidas, sobre aquellos tasos de tráfico ilícito que sean rele­
vantes por permitir se descubra la fuente del tráfico de narcóticos, por 
involucrar grandes cantidades. o porque en ellos los narcotraficantes ha­
yan utilizado métodos que es conveniente conocer.HI 

Finalmente, la Convención sobre Tránsito Vial determina que las 
partes contratantes comuniquen a la que lo solicite informaciones que 
permitan establecer la identidad de la persona en cuyo nombre un ve­
hículo automotor o un remolque se encuentre registrado en su territo­
rio, siempre que la solicitación indique que el vehículo haya estado in-

7~ ArtÍCulo 37. Convención promulgada por el Decreto no. 6446[1, del 6 de mayo 
de 1969_ 

76 Articulo 24. Convención promulgada por el Decreto no. 79159, del 24 de enero 
de 1977. 

77 Artículo 3. Convención citada en la nota 3 de la p. 7. 
78 Segundo Párrafo, in fine, del artículo 5. 
70 Literal (c) del articulo 18. Convención citada en la nota 2 tle la p. 10, 
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voluLTado en un accidente en el territorio de la parte contratante que 
la formule. 80 

Es obvio que, si el Servicio de Policía Criminal Internacional de la 
Coordinación Central Policial del Departamento de Policía Federal del 
"Ministerio de Justicia está autorizado para mantener intercambio con 
las organizaciones policiales extranjeras (tal como se vió antes, bajo 
cooperación activa indeterminada), eso incluye la posibilidad de pro­
porcionar información específica factual respecto a un caso particular. 

Al igual que con la información indeterminada, la información es· 
pecífica sobre hechos no parece estar sujeta a ninguna fonna en espe· 
cial. 

Es verdad que algunos de los negocios jurídicos internacionales que 
crean una obli~ación de transmitir información específica factual in­
cluyen una cláumla sobre cartas rogatorias o sobre la utilización ele 
la vía diplomática. 

Así es que la Convención Internacional para la Represión de la Cir­
culación y del Tráfico de Publicaciones Obscenas, por ejemplo, esta­
blece expresamente la utilIzación ele carlas rogatorias para las solicitudes 
que versen sobre las infracciones a 1a Convención,8I mientras la Con­
vención Única sobre Estupefacientes establece que, teniendo en cuenta 
sus sistemas constitucionales, legales y administrativos, los Estados con­
tratantes asegurarán que, cuando 10<; documentos se transmitan interna­
(ionalmente con fines útiles al ejercicio de la acción penal, la transmi­
sión sea realizada de una manera rápida a los órganos designados ¡x>r 
dichos Estados; pero sefiala que esa regla debe cumplirse sin perjuicio 
al derecho, que tiene el Estado a que la transmisión sea solicitada, de 
exigir que los documentos se cursen por la vía diplomática.8 '! 

No es prvbable que las reglas concernientes a cartas rogatorias y que 
hacen parte de la Convención Interna(ional para la Represión de la 
Circulación y del Tráfico de Pub1icaciones Obscenas se apliquen al pro­
porcionamiento de cualquier información sobre un hecho determinado, 
pues al mencionar las "infracciones" a sus normas, la Convención pro­
bablemente haya querido significar que las cartas rogatorias deben ser 
utílizadas en aquellos casos en que exista una aCCIón penal en curso. 

De manera distinta, la excepción establecida por la parte final del 
literal (e) del artículo 35 de la Convención Única sobre Estupefacien­
tes deja al arbitrio de los Estados contratantes imponer que cualquier 
documento (incluso una demanda de información específica sobre he­
chos) se transmita a través de la vía diplomática. 

En lo que se refiere a cartas rogatorias, la política del Poder Ejecu­
tivo de Brasil ha sido que "la utilización ... de órganos administrati­
vos con el fin de obtener información de las autoridades [de dicho Po-

80 Párrafo 6 del artículo 3. Convención citada en la nota 4 de la p. 6. 
>SI Artículo 3. Convención citada en la nota 1 de la p. 16. 
82 Literal (e) del artículo 35. Convención citada en la nota 2 de la p. 10. 
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derr debe reemplazar la utilización de cartas rogatorias, "evitando así 
sobrecargar el Poder Judicial. Tal práctica ... es una que la División 
Jurídica [del Ministerio de Relaciones Exteriores de Brasil] desea fo­
mentar".83 Debido a que, en el sistema jurídico brasileño, el Poder Ju­
dicial es siempre el que practica los actos solicitados en las cartas ro­
gatorias. esta política demuestra claramente que tales cartas no son el 
mejor medio para obtener información específica factual de una auto­
ridad administrativa. 

En cuanto a la necesidad de utilizar la vla diplomática con el fin 
de solicitar alguna información a las autoridades administrativas (po­
licíacas o no). tal parece que sea el medio más seguro para alcanzar 
dicha información, excepto cuando un negocio jurídico internacional 
establezca que el Estado solicitante haga contacto directo con cierto ór­
gano o cierta autoridad en Brasil. Esto se establece, por ejemplo, en 
el artículo 6 de la Convención Internacional para la Represión de la 
Cirrulación y del Tráfico de Publicaciones Obscenas y en los artículos 
2 y 3 de la Convención para la Represión del Contrabando." 

b) Información sobre derecho 

Mucho más importante que la infonnación sobre hechos es la infor­
mación sobre el derecho, referida a un punto en controversia. Probar, 
en un Estado extranjero. cuál es el derecho vigente en Brasil (o en 
cualquier otro Estado) es uno de los problemas que quizás interesen 
más a los abogados litigantes. Por eso, veremos ahora cuál es el grado 
de cooperación que las autoridades brasileñas brindan a quienes se in­
teresen en obtener información útil a la prueba del contenido del de­
recho brasileño. 

A diferencia del derecho interno de ciertos Estados americanos 85 o 
europeos,"86 el derecho interno brasileño no contiene reglas sobre el au-

83 Brasil. Ministério das Rela!';óes Exteriores (Ministerio de Relaciones :Exteriores) . 
Departamento de Assuntos Jurídicos (Departamento de Asuntos Jurídicos). Divisáo 
Juridica (División Jurídica). Relatório das Atividoades da Divisáo juridlca no Ano de 
1970 (Informe sobre las Actividades de la División Jurídica en el Año 1970), p. 6, 
no. 36 (texto policopiado); en el mismo sentido Idem. Re.lat6rio da Ano de 1969 
(Informe del Año 1969), pp. 8/9, nos. 21 a 23 (texto policopiado). 

,H El arlículo 6 de la Convendón Internacional para la Represión de la Circula­
ción y del Tráfico de Publicaciones Obscenas (citada en la nota 1 de la p. 16) dis­
pone que el contacto se haga con la autoridad designada en Yirtud del Acuerdo para 
la Supresión de la Circulación de Publicaciones Obscenas, de 1910 (citado en la misma 
nota), y los artículo~; 2 y 3 de la Convención para la Represión del Contrabando 
(citada en la nota 3 de la p. 7) disponen que el contacto se haga con una autoridad 
especialmente designada. 

s:;; E.g. PerlÍ (artículo 13 del Título Preliminar del Código Civil de 1936, que auto­
riza la Corte Suprema para contestar las consultas que. sobre puntos del derecho pe­
ruallo, se le dirijan por un tribunal extranjero, por la vía diplomática) . 

86 E.g. 'Inglacerra Foreign Law A.Kerlainment Ac(, de 1861, el cual, empero, se 
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xilio a tribunales o litigantes extranjeros cuando éstos necesiten alguna 
información respecto a ese derecho. 

Existen sin embargo reglas convencionales sobre la materia, a las cua­
les Brasil ~t: encuentra sujeto. Éstas se encuentran en el Código Busta­
mante,87 el cual establece que, a falta de pnleba, presentada por una 
parte en un proceso, del derecho de cualquier Estado contratante de 
la Convención de Derecho Internacional Privado, o si por cualquier' 
razón estimaren dicha prueba insuficiente, el juez o tribunal puedan, 
antes de resolver, solicitar de oficio, por la vía diplomática, que el Es­
tado de cuyo derecho se trate proporcione un informe sobre el texto, 
vigente y sentido del derecho aplicable.8'1l El Códig0 dispone adem::is 
que cada Estado contratante ele la Convención suministre a los otros" 
en el más breve plazo posible, el referido informe, el que deberá pro­
ceder de su Tribunal Supremo o de cualquiera de sus Salas o Seccio­
nes, ° del l\;finisterio Fiscal o de la Secretaría ° l\Jinisterio de Justicia.% 
Tal medio de prueba, que encuentra un antecedente doctrinal en una 
re",oluóón del lnHituto de Derecho Internacional,90 ha sido considera· 
do insuficiente, en la pr<.í.ctica.!J1 Un método alternativo, el cual no in­
volucra a las autoridades brasileñas, también es autorizado por el Có­
digo Bustamante -consiste en permitir que la parte que, en uno ue los 
Estados contrJ.tantes de la Convención ue Derecho Internacional Pri­
vado, invoque la aplicación del derecho de cualquiera de los otros E:-i-

aplic.1.ría sólo ('01\ relación a los Estados ligados a Inglatena por un negocio jurídim 
sobre la verificación del derecho extranjero; ahora bien, como ningún negocio jud­
lIíen internacional sohre esa materia existe en Inglatena, la ley de 1861 no funciona), 
República de Alemania (p;írrafo 96 de la Rechlshilfe m-dnung filr Zivilsachcn, del 19 
de octubre de 1956, que establece que las solicitudes de infonnación sobre el derecho 
privado alemá1l provenientes de Est:Hlos extranjeros sean sometidas a los Ministerios 
de Justicia de los Estados federados) y Grecia (Ley no. 1712, de 1939, que creó el Ins­
tituto Helénico de Derecho Internacional y Extranjero y el literal (d) de cuyo artículo 
2 di~pone que UllO de los deberes del Instituto es ofrecer información sobre el derecho 
griego a tribunales, autoridades, abogados y notarios internacionales o extranjeros). 

-87 Es menester ~efialar que el Código nustamante no soluciona directamente la 
cue8tión de la apreciación de la prueba del derecho extranjero proporcionada a tenor 
de sus artículos 409 a 411, sino que, en su artículo 401, e8tablece que la aprecia­
ción de la prueba (lo que, en el sistema del Código, incluye la prueba del derecho 
extranjero) depende de la ley del juzgador, es decir, entiende posible que, en un 
determinado proceso, exista prueba del derecho por certificación de d08 abogados o 
informe presentarlo por el Estado de cuyo derecho se trate y, sin embargo, el jUFI., 

dentro del sistema de las pruebas estructurado por su propia ley, llegue al convenci­
miento de que el contenido de dicho dere{'ho sea distinto del expuesto en tal certifi· 
cación o informe. 

!l8 Artículo 410. La Convención que pU80 en vigor el Código está citada en la nota 
de la p. 8. 
89 Artículo 411. 
90 Literales (b) y (c) del numeral 2 de las conclU8iones adoptadas en Hamburgo 

el 12 de 1891, en Annuaú'e de "lnstitut de Droit International, v. XI, pp. 333/3f14. 
n1 Cf. Haroldo Valladao, Direito Internacional Privado, 5a. ed., Río de ]aneirojSan 

Pablo, 1980¡ ... 1 (1980), p. 471. 
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lados contratantes, justifique el texto, la vigencia y el sentido de tal 
derecho mediante certificación de dos abogados en ejercicio en el Esta. 
do de cuyo derecho se trate, debidamente autenticada-.92 El testimonio 
de abogados o, más ampliamente, de expertos en la materia jurídica en 
discusión,93 es el medio más utilizado por los países de derecho consue· 
tndinaria para que los tribunales extranjeros puedan conocer su de­
recho.9ol 

A pesar del hecho de que, para Brasil, sólo existe obligación de pro­
porcionar infonnación sobre el derecho brasileño a los jueces o tribu­
nales de los Estados contratantes de la Convención de Derecho Inter­
nacional Privado,9f: la verdad es que las autoridades extranjeras en 
general pueden obtener del Ministerio de Relaciones Exteriores de Bra· 
sil una opinión sobre tal derecho. La colección publicada de las opi­
niones de los Asesores Letrados del Ministerio está llena de opiniones 
presentadas a petición de misiones diplomáticas extranjeras.96 Los ase­
sores advierten, sin embargo. que "en la respuesta a consultas de ese 
género, a fin de respetar el principio constitucional de la independen­
cia de los poderes, conviene salvar siempre la competencia exclusiva del 
Poder Judicial para decidir, en definitivo, sobre cada caso concreto. Las 
nspuestas de este Ministerio tientn valor meramente informativo y no 
cercenan la deliberación judicial, oportunamente pronunciada frente a 
todas las circunstancias de cada hipótesis. algunas de las cuales pueden 
a veces escaparse a la apreciación de los órganos administrativos" .97 

92 Articulo 409. 
93 Para una mención al hecho de que no siempre un experto jurídico tiene un 

título válido de abog'<l.do, el. la intervención del Delegado de Argentina, Profesor 
Wcrner Goldschmidt Lange, en la discusión, en la undécima sesión de la Comisión 
1 de la n Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Pri­
vado, reunida en Montevideo del 23 de abril al 8 de mayo de 1979, del proyecto de 
Convención Interamericana sobre Prueba del Derecho Extranjero, en Actas y Docu­
mentos de la Conferencia (documento OEA/Ser.K/XXI.2/CIDIP-II/103, del 22 de 
enero de 1980, de la Organización de los Estados Americanos), v. 11, pp. 257/25B. 

94 Para los Estados Unidos de América, Cfr. smit, lbid., pp. 9/10. 
\15 Además de Brasil, dichos Estados son Bolivia, Costa Rica, Cuba, Chile, la Repú~ 

blica Dominicana, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haid, Col, Honduras, Nicara­
gua, Panamá, Perú y, Venezuela. 

96 E.g. las opiniones del 23 de octubre de 1911 (Pareceres dos Consultores Jurí­
dicos do Ministério das Relar;6es Exteriores 1903-1912, Rio de janeiro, 1956, p. 114), 
del ]2 de mayo de 1929 (Pareceres dos Consultores Juríditos do Ministério das Rela­
r;óes Exteriores 1913-1934, Rio de janciro, 1962, p. 44Z), del 24 de junio de 1937 
(~areceres dos Conmltores Jurídicos do Ministério das Re.lar;óes Exteriores 1935-1945, 
Rio de janeiro, 1.961, p. 104), del 16 de abril de 1947 (Pareceres dos Consultores 
Jurídicos do Ministério das Relar;oes Exteriores 19-16-1951, Rio de janciro, 1967, p_ 
78) Y del 17 de marzo de 1948 ([bid., p. 146) . 

• 7 Levi Carneiro, ,opinión del 10 de abril de 1947, en Pareceres dos Consultores 
Juridicos do Ministério ,das Relacóes Exteriores 1946-1951 cit., p. 72: en el mismo 
;;entido en las opiniones del 14 de enero de 1947 (pág. 33) }' del 20 de julio de 1951 
(p. 512). 
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A,l,rréguese que tanto las autoridades extranjeras cuanto los particula, 
res suelen dirigir cuestiones de orden jurídico a las misiones diplomá. 
ticas y a las reparticiones consulares brasileñas que, a su vez, pueden 
turnarlas a la cancillería, Ese método de información ha sido en todo 
GISO criticado por RABEL, para quien "lo que se consigue a través de 
los consulados frecuentemente no es utilizable" ,!lS 

No se requiere forma especial para una solicitación de información 
sobre derecho dirigida a autoridades brasileí'í.as, 

2. Realización de actos proC/.;salcs integrantes de 1/n proceso penal 
extranjero 

Re~pecto a la coopcranon encaminada a la realización de actos pro­
ccsales intc,l,rrantes de un proceso penal extranjero es menester señalar 
quc, cuando un aela procesal debe ser realizado en un país distinto de 
aquel donde corre el proceso, su rea~ización exige un método especial, 
háhil a solucionar el problema en que se constituye el hecho de ser di­
fícil o imposible la presencia, en el lugar donde el acto debe ser reali­
zado, del individuo que ordinariamente lo realizaría, 

El referido método se estructura 3. partir de la. decisión, adoptada por 
el individuo que ordinariamente realizaría el acto, de cometer ]a rea­
lización de dicho acto a ot.ro individuo, habilitado para actuar en el 
lugar donde el acto debe ~er realizado y a quien, entonces, el primero 
ruega o deternline que proceda a tal realización, 

El instrumento en el cual el primer individuo ruega o determina al 
segundo que proceda a la realización que le es cometida se llama, en 
consecuencia, "comisión rogatoria", 

El derecho comparado muestra que, "[p]ara remediar a las dificulta­
des que se presentan en el caso en que un juez que debe realizar un 
acto de instrucción u otro acto es impedido de [hacerlo] por el hecho 
de que tendría de ir a un país extranjero, tres procedimientos han si­
do observados: 19 la comisión rogatoria propiamente dicha, dada a la 
autoridad extranjera; 2Q la comisión dada a los agentes que, en el te­
rritorio extranjero, tiene el Estado de que depende el juez.; 39 la dele­
gación dada a otras personas",99 

No siempre, sin embargo, el individuo que ordinariamente realizJ.­
ría el acto es un juez, ya que en el proceso actúan, además de éste, los 
secretarios, oficiales judiciales, peritos, depositarios, administradores, in-

9~ Ernst Rabel, The COllflict of l.aws: A ComJJaralive Sludy, Ann Arbor, 1945/ 
1948. IV (1948), p. 491, 

09 René Japiot, voz Con¡mission Rogaloire (Matihe Civile) en A, de l.apradelle 
y J. P. Niboyet (organizadores), Répertoire de Droit [numatioual, Paris, 1929/193l, 
IV (1929), pp. í0i71, no. 27. 
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térpretes, asesores. testigos et CDetera, sin hablar de las partes y sus apo­
derados y del Ministerio público.'oO 

Sobre este punto, es necesario señalar que los países de derecho le­
gislado se distinguen marcadamente de los países de derecho consuetti­
dinarío en sus respectivas concepciones del proceso penal. En verdad~ 
mientras en los países de derecho legislado la iniciativa del proceso pe­
nal pertenece a un miembro del Ministerio Público, aun en el caso de 
la llamada "acción penal privada" (donde la única diferencia es que 
el fiscal inicia la acción a petición de la víctima), tal no ocurre en la 
tradición de la commlon law. La regla inglesa es que "aunque la Rei­
na, Jefe de Estado, es nominalmente la acusadora en cada acción pe­
nal, el derecho a iniciar un proceso penal pertenece a cada ciudadano; 
no está reservado al fiscal" .101 

Esa tendencia atraviesa todo el derecho procesal de los países de de­
recho consuetudinario. De ahí deriva, por ejemplo, la regla tradicio­
nal según la cual "una notificación puede ser diligenciada ... (omissis) 
". por cualquier persona que tenga la edad requerida, que no sea in­
teresada [en la cuestión] y que seria admisible como testigo, o aun mis­
mo por quien es parte en la acción".lO' Sin embargo de que ha sido 
muy debilitada por reglas de derecho legislado que limitan a ciertos 
funcionarios púbJicos la autorización para diligenciar notificaciones,lo3 
la norma sobre la diligencia particular todavía existe, hasta cierto pun­
to, por ejemplo, en los Estados Unidos de América.lO' Por eso, "hablan­
do de una manera general, la notificación de documentos extranjeros 
a cualquier persona en los Estados U nidos puede ser hecha por un fun­
cionario consular extranjero o sencil1amente por un ciudadano extran­
jero" .1US 

N ada puede ser más extraño, sin embargo, a la tradición del derecho 
continental europeo y del latinoamericano; por ende, es menester seña­
lar que "los países (como Suiza por ejemplo) que penan la realización 
de actos judiciales u otros actos oficiales en su territorio por personas 
distintas de sus propios funcionarios probablemente se oIxmdrían a las 
tentativas que un extranjero hiciese a fin de notificar documentos en 
beneficio de un tribunal extranjero."105 BiS 

100 CI. Franccsco Carneluui, Sistema d(~ Derecho Procesal Civil (Sistema di Diritlo 
Processuale eivile, Padua, 1936), trad. de Niceto Alcalá·Zamora y Castillo y Santiago 
Sentís Melelldo, Buenos Aires, 1944, 11 (Composici6n del Proceso), pp. 22a 3!JR, 1I0S. 

123 a 278. 
101 Lord Justice Diplock, "La Pmccdure Pt'-nale Anglaise", Revue de Droit Pinal 

et de eriminologie, t. XLIV, pp. 622/623. 
102 Voz Witnessf!s, no. 23, en Corpus ¡uris Secundum, New York, 1957, XCVII, 

p. 375. 
103 el. la voz Proccess, no. 24, en American }urisprudence, 1942, XLII, p. 25. 
104 CI. ibid., no. 25, pp. 25/26. 
105 Mueller, 1'lid., p. 199. 
105bl8 Ibidem. 
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Frente a esas diferencias fundamentales, las reglas jurídicas sobre el 
funcionamiento de las comisiones rogatorias deben determinar no sólo 
si el mismo individuo que ordinariamente realizaría el acto en el foro 
puede cometerlo directamente a otra persona, que actúe en otro Esta­
do, o sí, al contrario, la comisión sólo puede ser otorgada por el juez, 
sino también a quien debe ser otorgada la comisión. 

Ocurre que las normas aplicables, ex vi del orden jurídico de caela 
Estado, al referido funcionamiento, pueden ser clasificadas en dos gru­
pos. "Las normas del primer grupo proveen a la eventualidad en que 
se tengan de cumplir, en el territorio del Estado, actos referentes al de­
s,arroIlo de la actividad jurisdiccional de un Estado extranjero ... [y las 
del segundo grupo proveen] a la hipótesis en que, para el ejercicio de 
la actividad jurisdiccional del Estado, sea necesario realizar ciertos aC­

tos procesales en el exterior" .10G 

Ahora hien, cada orden jurídico está estructurado en una serie de 
condiciones (substracta o tipos legales) y consecuencias (ciertas COll­

ductas del poder organizado por el orden jurídico de que se trate) que 
le son propias,107 lo que ha llevado al sabio Alf Ross a describir ca­
ela sistema jurídico como una estructura análoga a un conjunto de re­
glas de un juego determinado.l(ls 

La filosofía, en verdad, ya ha fijado, con Ludwig Wittgenstein,109 que 
la descripción que Ross hace del derecho es adecuada a cualquier or­
den lógico, y la dogmática italiana ha descubierto que, por eso, cada 
orden jurídico es exclusivo, es decir, funciona al hacer con que las con­
secuencias que contempla sólo ocurran si se llenan las condiciones que 
él mismo, y no otro orden jurídico, establece.Ho 

Eso supuesto, es evidente la posibilidad de conflitto entre las reglas 
jurídicas de cada par de Estados siempre que, en cierto caso, las de uno 

106 Gaetano Morelli, Diritto Processuale ,Civile Internaúonale, t. IV de la segunda 
sección del Tratlato di Diritto lnt.ernaúollale organizado por G. Balladore Pallieri, 
G. Morelli y R. Quadri, 2a. cd., Padua, ]954, pp. 243-244, no. JO~). 

107 C{. R. Von Ihering, L Evolution du Droit (Der Zweck im Uecht, Leipzig, 18i7-
1883),1 (1877), trad. de O. De Meulcnacrc, Paris. 1901, pp. 233-234, no. 155; l'ran~ois. 
Gény, Methode d'Interpretalion el Sources en Droil Prive Po.\'ilif, 2a. ed., París, 191~, 
1. pág. 254, no. 95; E. :Beling, Die Lehrc vom Verbrechem, Tnbingen, 1906, passill/; 
Kelsen, Ibid., p. 71; Lea Meriggi, "Les Qualifications en Droit lnternational Privé", 
Revue de Droit International Prive, 1933, p. 205, nota 1; "\\-Temer Coldschmidt, l-ti 

Consecuencia. Jurídica de la Norma de Derecho Internacioual Privado, Barcelona, 
1935. passim; Pontes De Miranda, Tratado de Direito Privado, Rio de Janeiro, 1954· 
1969, 1 (1954), pp. 95 a 97, no. 32.1, y passim. 

lOS Sobre el Derecho y ,la Justicia (Om Ret og Ret{aerdighed, Copenhaguc, 1953), 
trad. de Cenara R. Carrió, 2a. ed., Buenos Aires, 1970, pp. 29 a 34, no. VII. 

109 Remarks on the Foundation o{ Mathematics? edición preparada por C. H. Van 
Wright, Ruth Rhecs y G. E. M. Anscombe, de materiales escritos de 1937 a 1944-
(Remerkullgen liba dir Grwullageu df"r Mathematik), Oxford, 1956, passim. 

110 Cf. e.g., Morclli, Lezion¡ di Diritto lnterna1.ionaTe Pn"Vilto, 2a. ed., Padua, 
1946, pp. 13 a 17; y Tommaso Perassi, J_(~z.ioni di Dirillo IIl/(:nUl:::.ional.~, 2a. ed., 
Patlua, 1950-1952, 1 (1950), pp. 28 Y SS., Y 1[ (1952). pp ;J() )' ~s. 
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y las de otro respondan de modo distinto a por lo menos una de las 
cuestiones - ¿Quién debe otorgar la comisión rogatoria? ¿Quién debe 
recibirla? 

Es posible imaginar diversas formas que ese conflicto puede. en te. 
sis, asumir. Para tanto hasta combinar, del lado del Estado donde co­
rre el proceso principal y del lado del Estado extranjero donde el acto 
procesal debe ser realizado, las variables en que pueden plasmarse las 
reglas jurídicas hábiles a responder a aquellas dos cuestiones. 

Efectivamente, puede en tesis ocurrir, en un caso concreto, A) que 
el orden jurídico de uno de los dos Estados acepte la regla integrante 
del orden jurídico del otro cuanto a quién debe otorgar la comisión ro­
gatoria; B) que el orden jurídico de cada Estado tenga, cuanto al pun­
to, reg!a ¡déntien a la que tenga el del otro; C) que el orden jurídico 
de cada Estado tenga, sobre quien debe otorgar la comisión rogatoria, 
regla distinta de la que tenga el orden jurídico de! otro Estado. Tre, 
hipótesis análogas a éstas pueden ser imaginadas cuanto a la determi­
nación de quién Jebe recibir la comisión rogatoria. 

En consecuencia de esa situación, a veces pasa, por ejemplo, que el 
orden jurídico del Estado X, donde corre e! proceso principal, deter­
mine que, a la notificación, o a la obtención de las pruebas, proceda la 
misma parte, y en el caso de estar en el extranjero el destinatario de 
la notificación o el elemento de prueba que se debe o-btener, que tal 
parte cometa la realización de la notificación o de la obtención de la 
prueba directamente a quien haya de realizar tal notificación u obten­
ción, mientras el orden jurídico del Estado Y, donde está el destinata­
rio de la notificación o el elemento de prueba, sólo admita que la 
notificación o la obtención de prueba se realicen en su territorio me­
diante comisión otorgada por un juez. 

Otro ejemplo de conflicto es el que surge si el orden jurídico del Es­
tado X determina que la comisión sólo puede ser otorgada a una au­
toridad extranjera y el orden jurídico del Estado Y no atribuye a nin­
guna de sus autoridades la competencia para recibir la comisión, sino 
que determina que ésta sea otorgada a un particular; o si es el orden ju­
rídico del Estado X que determinLl que la comisión sea otorgada a una 
autoridad consular o a otro agentes de ese mismo Estado, o a un parti­
cular, y el del Estado Y exige que tal comisión sea dada a un juez local. 

En casos aSÍ, es evidente que la comisión rogatoria no puede funcio­
nar de un modo que sea considerado válido desde los puntos de vista 
de ambos órdenes jurídicos. 

Ese resultado frustráneo no es en sí mismo contrario al derecho in­
ternacional. Al contrario, se ajusta a una norma que ya el clásico 
Emerich de Vattel ensetiaba que hacía parte de tal derecho1ll y por 
fuerza de la cual, en el orden jurídico internacional, la regla es la liber-

111 Le Droit des Gens, Leiden, 1758, Préliminaires, párrafos 15 a 17. 
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tad, que tiene cada Estado, para orgamzarse como quiera y para adop­
t~r la legislación que desee, mientra~ las excepciones a eso deben ser 
~lempre expresas. 

El tiempo no ha revocado esa norma, de modo que, en 19'27, la Corte 
Permanente de Justicia Internacional, en un dictum en el caso del na­
vío Lotus, afirmó que "[n]o se pueden presumir las restricciones a la 
independencia de los Estados",112 y en 1949, la Comisión de Derecho 
Internacional de las Naciones Unidas empezó su proyecto de Declara­
ción sobre los Derechos y los Deberes de los Estados con la afinnación 
de que "[cada Estado tiene el derecho de independencia y, pues, de 
ejercer libremente, s.in subordinación a otro Estado, todos sus poderes 
legales, incluso la elección de su propia forma de Gobierno}". 113 

Ahora bien, ya se sabe que no existe norma especifica de derecho 
internaclonal general que, en lo que atañe a las comisiones rogatorias, 
limite esa libertad.u4 

Es cierto, sin embargo, que, &i "una norma generala individual del 
orden jurídico de cierto Estado prcscrib[iere] que un acto. de coerción 
sea realizado en el territorio tIe otro Estado, y que un órgano del pri­
mero cumpla esa norma, ... si tal norma fuere ... cumplida por un 
Estado (sin el consentimiento del otro), la adopción de la norma y su 
cumplimiento, es decir, la realización del acto coercitivo en el territorio 
del otro Estado, será ilegal. El orden jurídico violado por esos actos es 
el derecho inLernacional".l1!i 

En verdad, como recuerda Arrigo Cavaglieri, "[lJa limiLación de la 
esfera de su soberanía individual, determinada por la coexistencia de 
otras esferas análogas a la suya, impide que el Estado persiga por su"> 
propios medios el individuo [que se halla] en el extranjero, extienda [al 
extranjero] la actividad de sus órganos y haga valer [en el extranjero] 
el peso de su poder soberano. Si intenta hacerlo, aunque bajo la m<Í5 

modesta {arma, sln que para eso esté autorizado por una convención 
particular con otro Estado, éste formulará inmediatamente las quejas 
más ásperas, diciéndose lesionado en su integridad territorial, en lo más 
sensible elemento de su soberanía y de su personalidad jurídica".116 

Es lícito, por ende, concluir que si, en un caso de conflicto entre la5 
reglas jurídicas vigentes, respecto a las comisiones rogatorias, en un 
par de Estados, la regla jurídica del Estado donde corre el proceso prin-

112 Publicaciones de la Corte I'CI'lllanenle de Justicia Internacional, serie A (Sen 
tcnt:ias), no. 10, p. 18. 

Il:; Informe preselltado. al cabo de su primera reunión, por la Comisión a la Asam­
hlea General de las Naciones Cnidas, documento A/925, del 24 de junio de 1949, de 
las Naciones Unidas, p. 9; reproducido en Yea'rbook of lhe lnternational Lmv 
CommissiOIl 1949, p. 287. 

114 Gf. la nota 2 de la p. 2. 
lHi Kelsen, Principles of Inlernational Law, New York, 1952, p. 208. 
116 Regles Genérales du Droit de la Paix, en Recueil des Gours de la Academia 

de Derecho Internacional, t. XXVI, pág. 382. 
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cipal prescribe, por ejemplo, que sus autoridades realicen un acto de 
coerción en el territorio de otro Estado, un segundo conflicto se csta~ 
hIece entre el orden jurídico del primer Estado y el orden jurídico in. 
ternacionaI. 

Esa preferencia del derecho. internacional por el orden jurídico del Es­
tado donde el acto debe ser realizado se basa en que "[IJa noción del 
territorio tiene ulla importancia esencial para el derecho internaciona1, 
cuyos principios, y los derechos y deberes que de ellos nacen, sólo pue­
den ser seguidos y aplicados por sus sujetos en la esfera de la soberanía 
territorial de cada uno",117 en que "[u]na gran parte del derecho in· 
ternacional puede ser relacionada con el territorio, tomar como punto 
de partida la plenitud, la exclusividad originaria de la ... soberanía 
territorial [de los Estados] y justificarse por las modificaciones que las 
reglas jurídicas o las cláusulas de los tratados aportan al ejercicio de 
esa soberanía"118 y en que la "existencia [de una relación jurídica di­
recta entre el Estado y su territorio] explica fácilmente el poder del Es­
tado para. _. excluir [de su territorio] .. _ salvo el caso en que él mismo 
lo autoriza, toda aplicación de las leyes de otros Estados".119 

El concepto de coerción que se maneja en ese razonamiento es for­
mal y amplio, es decir, no requiere la materialidad de la coerción física, 
sino que se completa con el simple ejercicio de cualquier autoridad. Así 
es que, para afrentar el orden jurídico del Estado territorial, no es me­
nester que el agente del Estado extranjero haga prender y conducir a 
su presencia un imputado o un testigo, sino que basta con interrogar­
los aunque ellos S~ presten a eso voluntariamente. 

Por eso, en cuanto a la actuación de los cónsules, por ejemplo, la 
ciencia ya ha verificado que "[I]as funciones de los representantes con­
sulares son determinadas por la costumbre y el uso internacionales, por 
los tratados y por las leyes y los reglamentos nacionales - lo que expli­
ca por qué razón difieren tanto en casos particulares":L20 y que "[m]ien­
iras, por ejemplo, las actividades consulares de protección y fomento al 
comercio, supervisión de la navegación, asistencia a los buques de gue­
rra y protección a los nacionales del Estado de envío han sido siempre 
reconocidas en el derecho internacional, otras actividades se fundan en 
convenciones particulares, cuya amplitud ha sido en muchos casos au­
mentada por la aplicación de la cláusula de la nación más favoreci-

111 Cavaglieri, Ibid., p. 383. 
118 Ibid., pp. 383-384. 
119 Ibid.) p. 384. 
120 Comentario del Profesor Jaroslav Zourck al artículo 13 de su proyecto provi­

sional de artículos sobre las relaciones y las inmunidades consulares, presentado a la 
Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas durante la IX sesión de 
aquella Comisión (documento AjCN.4jI08, del 15 de abril de, 1957, de las Nac~ones 
Unidas, reproducido en Yearbook 01 the International Law Commission 1957,. t. II 
<documento A/CN.4/SER.A/1957jADD.l), p. 92), . 
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da",121 lo que sería "especialmente verdadero de ". la notificación de 
documentos judiciales y la recepción de pruebas para los tribunales" .122 

De ese modo, en el proyecto provisional de artículos sobre las rela­
ciones y las inmunidades consulares que presentó a la Comisión de De· 
recho Internacional de las Naciones Unidas durante la IX sesión de 
aquella Comisión, el profesor ]aroslav Zourek incluyó un nwncral ex vi 
del cual los funcionarios consulares podrían "notificar documentos ju­
diciales o recibir prueba para los tribunales en la manera especificaua 
por las convenciones existentes o en cualquiera otra manera compatible 
con las leyes del Estado de residencia".123 

No discrepó de esa orientación la Comisión cuando redactó el literal 
j uel artículo 5 uel proyecto de artículos sobre relaciones e inmunida­
des consulares que: en seguida presentó a la Asamblea General de las 
Naciones Unidas durante el XVI período de sesiones ordinarias de 
aquella Asamblea General, el que decía: 

"Las funciones consulares consisten principalmente en: ........... . 

(j) Notificar documentos judiciales o cumplir comisiones rogato­
rias de acuerdo a las convenciones en vigor o, a su defecto, en 
cualquier modo compatible con las leyes del Estado receptor".124 

Finalmente, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Relaciones 
Consulares, convocada por la Asamblea General para elaborar una COB­

vención sobre el tema, recogió el principio fijado por el profesor Zou­
rek en el literal j del artículo 5 de la Convención de Víena sobre Re­
laciones Consulares, firmada el 24 de abril de 1963.'" 

Debe setialarse que la tendencia hacia la creación de una obli~ción 
para el Estado receptor de tolerar que, sin emplear coerción, los fun­
cionarios consulares extranjeros pudieran proceder a la notificación de 
documentos a los nacionales del Estado al que representasen no fue 
seguida por la Conferencia, que rechazó una enmienda en tal sentido, 
presentada por la Delegación de Hungría.]2¡; 

l:lt [bid. 
]22 Ibid. 
1~3 1'-iumeral 11 de la segunda forma propuesta para el artículO' 13 del proyecto 

(documento (A/CN.4/108 cit., reproducido en Yearbook of lhe Internatiollal Law 
Commisúon 195i cit.. ¡bid.). 

1::'-4 Documento Aj4843, de las Naciones Unidas, reproducido en Yearbooh o/ the 
!n/ewvtiona[ Law COlll1l1i.uion 1961. t. II (documento A/CNAjSER.A/I96JjADD.l). 
p. 9,1), Y dOcumento AjCONF.25/6, reproducitlo ell Official Records de la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Relaciones Consulares, t. II (documento A/CONF.25/ 
16/ADD.l), p. 6. 

1~!'i Qmvención promulgada en el Brasil por el DeCl"·clo no. 61078, del 26 de julio 
(le 1967. 

1~f] Doculllento AjCOl\'l.Z:iiC.ljL.H. {kl !"I de marzo de 1%3. de las NacioJles 
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En ese orden de ideas se inscribe el hecho de que, en la Segunda Con­
ferencia Internacional para la Represión de la Trata de Blancas, rea­
lizada en París y en la cual se firmó, el 4 de mayo de 1910, la Conven­
ción para la Represión de la Trata de Blancas. J oao Carneiro de SOll­

za Bandeira, Delegado del Brasil, haya declarado (como también lo 
hicieron los Delegados de Bélgica, Holanda, Italia y Suiza) que la rea­
lización, en materia penal, de actos de instrucción por autoridades ex~ 
tranjeras sería contraria a la soberanía loca1.121 

Eso, sin embargo, no es todo lo que, desde el punto de vista brasile­
ño, se puede decir en contra de los métodos de realización en el Bra­
sil, y por quien no sea una autoridad nacional, de actos integrantes de 
un proceso judicial extranjero. 

Efectivamente, la regla constitucional que atribuye al Presidente del 
Tribunal Supremo Federal la competencia para otorgar exequatur a las 
cartas rogatorias procedentes de paises extranjeros ya ha sido interpre~ 
tada por el Tribunal como hábil a hacer "evidente que, sin ofender 
la soberanía [brasileña]. la Embajada alemana no podía hacer una ci­
tación en el territorio brasileño, con desobediencia a lo que nuestra 
misma Constitución exige".128 

Eso, sin embargo, no es todo lo que, desde el punto de vista brasile­
ño, se puede decir en contra de los métodos de realización, en el Brasil, 
y por quien no sea una autoridad nacional, de actos integrantes de un 
proceso judicial extranjero. 

Efectivamente, establece el artículo 17 de la Ley de Introducción al 
Código Civil Brasileño: "Las leyes, actos y sentencias de otro país, y 
bien así cualesquitra declaraciones de voluntad, no tendrán eficacia en 
el Brasil cuando ofendan la soberanía nacional, el orden público y las 
buenas costumbres". 

Ahora bien, el concepto de soberanía nacional es un concepto meta­
jurídico ("la calidad del Estado l."OffiO un orden normativo") 129 o bien 
un concepto de derecho internacional (i.e.) "que el Estado ... sólo está 
sujeto al derecho internacional -costumbre jurídica general o derecho 
internacional particular- y no al derecho nacional de otro Estado").130 

Como concepto metajurídico, la soberanía nacional es definida por 
los juristas brasileños como el poder que tiene el Estado de organizar. 

Unidas, reproducido ton Official Records cit., t. cil., p. 55. Para la decisión sobre 
esa enmienda e/. el Infonne de ]a Primera ('..omisión de la Conferencia (documento 
AjCONF.25j L.10, del 5 de abril de 1963, reproducido en V/ficial Necord$ cit" t. cit. .• 
p. 107). 

127 GI. el infonne de Alphand en Retme de Droi( /lltemaliOllal Priv¿ el de Dr()¡[ 
Pit,al /nternational, 1910, p. 594. 

IZ:i Decisión del 20 de oclubre de 1!t58 en el juicio de Homologación de Scntmda 
Extranjera no. J578, en Apemo (apéndice) al Diário da ]u:.tir;a. 

129 Kclsen, [bid., p. 113. 
lSO [bid., p. 156. 
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se y reorganizarse (la lwmpet{mz-k1ompetenz. de ]a doctrina alemana) l;ll 
y, como tal, sería ofendida por cualquier acto realizado según un siste­
ma jurídico extranjero y que ignorara ]a organización del Estado bra. 
silefio, tal como resulta del derecho constitucional del Brasil. 

Es por eso que la regla constitucional que atribuye al Presidente del 
Tribuna! Supremo. Federal la competencia para otorgar exequatur a 
las cartas rogatorias procedentes de paises extranjeros ha sido interpre~ 
tada por el Tribunal como hábil a hacer "evidente que, sin ofender la 
soberanía [brasileüa]. la Embajada alemana no podía hacer una cita­
ción en el territmio brasileño, sin respetar lo que nuestra misma Cons­
titución exige (artículo 102) ".12~ 

Quien considere forzado creer que una citación realizada por un fun­
cionario extranjero ofenda la soberanía brasileña no cuestionará, por 
lo menos, que esa citación ofende el orden público renejado en la or­
ganización constitucional del Estado brasiler10 y en el monopolio de 
la actividad judiciaria que dicho orden público constitucional asigna a 
los órgano,') integrantes del Estado brasileño, y que, por ende, el artículo 
17 de la Ley de Introducción hace que sea ninguna la eficacia de una 
tal citación. 1 

Ese razonamiento está en el origen de la nota circular n9 7797, del 
14 de enero de 1969, por la cual el ,Ministerio de Relaciones Exteriores 
del Brasil pidió la atención de las misiones diplomáticas extranjeras en 
Río de Janeiro para el hecho de que los actos cuya realización fue,líe 
ordenada por justicias extranjeras súlo podían ser realizados en el Bw~ 
sil mediante carta rogatoria dirigida a las justicias del país. 

La opinión más de una vez expresada por los Asesores Letrados del 
Ministerio es la misma IJ3 y, en 1901, el Gobierno bra'iilefío presentó al 
Gobierno francés una protesta contra una notificación hecha a un bra­
sileño por el Cónsul de Francia en San Pablo. l34 

1:Jl Amilcar de Castro, DiH~ito /lltemacional Privado, Ba. ed., Río de janeiro, 
1968, 1, p. 19; Y Puntes de Miranda, ,Comentários ti CotlStitui<;ao de 1946, 4a. ed" 
Rio de ]anciro, 1963, 1, pp. 39 Y ss. . 

ISo! Decisión dd 20 de octubre de 1958 en el juicio de Homologación de Sentencia 
Extranjera \lO. 13iB, en AjJells0 (api'ndice) al DiJ"io da Justic;a del 7 de diciembre 
de 19.19, p . .1925. El artículo mencionado pertenecía a la Constitución del 18 de sep­
tiembre de 1946, y correspondía al que es hoy el literal (d) del párrafo 30. del aro 
tículo 119 de la Constitución del 24 de enero de 1967, con la redacción de la Enmienúa 
Constitucional no. 7, del 13 de abril de 19i7. 

na Clovis llcl'ilaqlla, opinión del 6 de mayo de 1926, en Poreceres dos .Consullore,~ 
Jutidicos do Millistáio das RelaciJes Exteriores 1913·/934 cit., pp. 338-342; Jam~ 
llarc)', opinión del 28 de octubre de 1939, en Pareceres dos COII.\/¡{/ores Jurídicos do 
Minisláio (/tI$ Udar;iJes Extniores 1935-1945 cit., pp. 287·294; Levi Carneiro, opinión 
del 3 de febrero de 1948, en Pareceres do.~ Consultores Jurídicos do Alinisterio das 
Relacoes f.:xleriores 19-14·1951 cit., pp. 541·542; e Hildebrando Aedo!y, opinión del 
5 de mayo de 19:13, en Boletim da Sociedade Urasileira de Direito /nternacicmal, t. 
IX, pp. 142-146. 

l:)~ Relatól'io do Ministério das Helncues Exteriorl'S (1902-1903), p. 55. 
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En la práctica, sin embargo, la violación del derecho internacional 
por la realización, en el Brasil, de actos procesales por autoridades ex~ 
tranjeras o por personas que deriven su competencia sólo del derecho 
procesal extranjero, no se hace relevante sino si, por alguna razón, el 
proceso principal llega a ser presentado a una autoridad brasileña (e.g. 
para la homologación del fallo finalmente dictado o para el procesa· 
miento de acción fundada en dicho fallo o en otros elementos del pro­
ceso extranjero) . 

De ahí el realismo con el que los Asesores Letrados del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, por ejemplo, opinan que "[l]os ciudadanos bra_ 
sileños y los nacionales de otros países, si quieren prestar testimonio 
ante [un] Cónsul [extranjero], no están impedidos de hacerlo","·' pero 
advierten que, "en estos casos", los testimonios no tienen cualquier va­
lor legal en el Brasil",''' pues "[l]a ley brasileña ignora estos actos -
que sólo se pueden practicar para [tener] efectos fuera del Brasil". m 

Ahora bien. los sistemas jurídicos que, como el brasileño, califican el 
proceso penal como proceso de actuación del Estado mediante su po­
der judicial. por ende califican como actos judiciales los que integran 
dicho proceso y, finalmente, califican como ejecución de un mandato 
del tribunal la realización de tales actos. 

Esos sistemas jurídicos establecen ciertas condiciones para la ejecu­
ción de los mandatos de los tribunales extranjeros. Por lo común, la 
principal de eUas .es que el mandato sea previamente homologado por 
una autoridad nacional.138 

Las condiciones a las cuales el derecho brasileño somete la ejecución 
de una decisión de un tribunal extranjero dictada en materia penal es-

135 Bevilaqua, opinión del 29 de mayo de 1925, en Parceres dos Consultores Juri­
dicos do Ministério das Relat;oes Exteriores 1913-1934 cit., p. 308; en el mismo sentido 
Darcy, opinión del 2 de febrero de 1939, en Pareceres dos Consultores Jurídicos do 
Ministério das Relacoes Exteriores 1935-1945 cit., p. 232, Y Carneiro, opinión del 3 
de febrero de 1948 cit., en Pareceres dos Consultores Jurídicos do Ministerio das Re· 
lac6es Exteriores 1946·1951 cit., p. 141, lo mismo que el Asesor Accioly en su Tratado 
de Direito Internacior/al Público, 2a. OO., 1956-1957, 1 (1956, p. 529, no. 830, nota 2). 

1.36 Darcy, opinión del 2 de febrero de 1939 cit., en Pareceres dos Consultores Ju­
rídicos do Ministério das Relagoes Exteriores 1935-1945 cit., ibidem; y bien así en la 
npinión del 28 de octubt'e de 193~ cit., ibidem, p. 293; en el mismo sentido Bevilaqua, 
y del 9 de noviembre de 1933, en Pareceres dos Consultores Juridicos do Ministirio 
das Relagoes 'Exteriores 1913-1934 cit., pp. 341, 379, 402 Y 611; Sebastiii do Rego 
Barros. opinión del 4 de septiembre de 1945, en Pareceres dos Consultores Jurídicos 
do Ministério das Relagoes Exteriores 1935-1945 cit., p. 618; Y Aedo1)', opinión del 
,~ de mayo de 1953 cit., en Boletim da. Sociedade Brasileira de Direito Internati01lld, 
t. IX, p. 144). 

137 Carneiro, npinión del 3 de febrero de 1948, cit., ibidem. 
138 La doctrina !le,g'ün la cual la homologación de una decisión extranJera es 

una conditio iuris para la ejecución de dicha decisión en los lugares que estén bajo 
la soberanía de un Estadn distinto de aquél cuyos jueces hayan dictado la decisión 
es ampliamente aceptada en Italia, donde está vig-ente un sistema jurídico que. en 
esa materia, es semejante al del Brasil (cf. Rolando Quadri. "Sentenza Straniera e 
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t;ín enumcrada~ en los artículos 15 vIi de la Ley de Introducción al 
Código Civil Brasileño (DecretO-ley' n' 4657, del 4 de septiembre de 
1942) y en los artículos 787 y 788 del Código de Procedimiento Penal 
(Decreto,!cy n' 3931, del 11 de diciembre de 1941), pero dichos artícu­

los no inciden en la ejecución, en el Brasil, de todos los mandatos pro­
nunciados por órganos jurisdiccionales extranjeros. 

Eso es así porque el literal (d) del párrafo 39 del artículo 119 de la 
Constituciún Fe(kral del 24 de enero de 1967 (con la redacción de 
la .Enmienda Constitucional nI? 7, del 13 de abril de 1977): 

Anfeulo 11 ~J 

Párrafo 3Q El reglamento [del TI ¡bunal Supremo }"ederal] estable­
ced. : 

d) La competencia de su Presidente para conceder exequatur a 
las cartas rogatorias de los tribunales extranjeros y para homolo­
gar las sentencias extranjeras". 

El literal citado deja en claro que la Constitución distingue la sen­
tencia extranjera de otros mandatos de un tribunal extranjero, la eje­
cución de los cuales puede ser solicitada por carta rogatoria. La legis­
lación ordinaria conoce la misma distinción ,y es así que la Ley de In­
troúucción al Código Civil se refiere a la homologación de sentencias 
extranjeras en su artículo 15 y al cxequatur de las cartas rogatoria5 
en el párrafo 29 de su artículo 12, mientras el Código de Procedimien­
to Penal contempla las sentencias extranjeras en sUs artículos 787 a 790 
y las cartas rogatorias en los artículos 784 y 786. 

Hasta la entrada en vigor de la Enmienda Constitucional nQ 7, del 
13 de abril de 1977, que inter alia modificó el artículo 119 de la Cons­
titución, la homologación de sentencias. extranjeraS' cabía en la com­
petencia de lo Sala Plena del Tribunal Supremo Federal. 

ASÍ, al incluir la referida homologación en la competencia del Pre­
sidente del Tribunal, 1a Enmienda Constitucional n 9 7 borró una de las 
diferencias que, en cuanto al proceso, existían entre la otorga de ex e­
qu.atur a las cartas rogatorias y la homologación de sentencias extran­
jeras. 

Sin embargo, lo~ dos procesos todavía presentan, además de la dife­
rencia en cuanto a la instauración del procedimiento contradictorio 
(que es la regla en el proceso de homologación de sentencia extran­
jera, pero la excepción en el proceso de otorga de exequatur a las car-

Sentenza di Delibazione" (1937), reproducido en sus Sludi Critici di Diritto In ter· 
1U1::.ionale, Milán, 1958, 1, p. 140; y Gaetano Morelli, diritto Processuale Civile In­
ternazionale, 2a. ed .. Padlb, 1954, p. 29C· 
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tas -rogatorias), una diferencia importante en cuanto al derecho pro­
cesal material, ya que la homologación de una sentencia se somete a 
las condiciones enumeradas por el artículo 15 de la Ley de Introduc­
ción al Códi~o Civil y por el artículo 788 del Código de Procedimien­
to Penal, mientras la otorga uel exequatur a una carta rogatoria se 
sujeta a condiciones más sencillas, la más sobresaliente de las cuales est;í 
contemplada en lo parte final del caput del artículo 784 del Código 
de Procedimiento Penal. 

En consecuencia) la cuestión ue saber en qué actos, ordenados por 
una decisión extranjera (comúnmente interlocutoria) inciden el ar­
tículo 15 de la Ley de Introducción y el artículo 788 del Código de 
Procedimiento Penal, y en qué otros actos, también ordenados por una 
decisión extranjera, inciden el párrafo 29 del artículo l~ de dicha Ley 
y el artículo 784 de tal Código, ya no tiene, desde la Enmienda Cons­
titucional nQ 7, efecto sobre la distribución de la competencia, pero to­
davía es relevante. 

Ocurre que la Constitución Federal no brinda a su intérprete el cri­
terio mediante el cual sea posible distinguir los conceptos de sentencia 
extranjera y de mandatos ejecutables por carta rogatoria. razón por la 
cual, para entender el literal (d) del párrafo 39 de su artículo 119, 
se requiere considerar que "[I]a interpretación de un texto constitucional 
reclama la aplicación de los mismos procesos de hermenéutica que las de­
más normas jurídicas. atendido su nivel supremo. su [unción basilar [que 
no son] condicionados por los principios o conceptos de las leyes o re­
glamentos, sino que los condicionan como su fuente potencial y funda­
mento. No obstante, su exégesis también tendrá en cuenta los conceptos 
consagrados por el sistema jurídico común, presentes al pensamiento del 
constituyente, para poder extraer todo el sentido lógico de las fórmulas 
constitucionales, emitidas de modo conciso, nuclear, casi esquemático".13!l 

Ahora bien, tampoco existe en el derecho brasileño ley alguna que 
pueda ser usada para decidir qué actos, ordenados por una decisión ex­
tranjera, hacen de esa decisión una sentencia, y qué otros deben ser 
considerados mandatos ejecutables por carta rogatoria. 

Aunque parezca extraño, el criterio de distinción entre las dos clases 
de mandatos pronunciados por órganos jurisdiccionales extranjeros de~ 
be ser buscado en dos documentos emitidos por el :Ministerio de Jus~ 
ticia: la comunicación enviada el lQ de octubre de 1847 al Ministerio 

139 Luiz Rafael Mayer (Asesor General Letrado de la República Federativa del 
Brasil), Opinión L·072, del 28 de julio de 1975, en Pareceres de C'onsultcria Ge­
neral da República, t. LXXXVI, p. S8; en el mismo sentido la decisión del 23 de 
agosto de 1967, en el necurso Extraordinário (una segunda apelación, limitada a 
cuestiones de derecho) no. 62731, en Revista Trimestral de Jurisprudencia del Tri­
bunal Supremo Federal, t. XLV, pp. 559-580, donde el Tribunal Supremo Federal 
acogió una orientación que había sido la de la minoría en la decisión del 17 dt!' 
marzo de 1966, en el Habeas Corpus no. 43071, en Rellist!l Trime.\tral de Jurispnt­
dén"iJJ, t. XLI!, pp. 296.309. 
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de N egocios Extranjeros y la carta circular dirigida el l4 de noviem. 
bre de 1865 a los Gobernadores de las Provincias del Imperio. 

La comunicaciÓn de 1847 manifestaba que la notificación de la ci· 
tación y el examen de testigos podrían realizarse si se pidieran }Xl'r carta 
rogatoria. La carta circular de 1865 amplió el alcance de la norma 
para incluir también "el examen de las cosas o libros, avalúos, interro· 
gatorios, juramentos, exhibición, copia, verificación o envío de docu­
mentos y cualquier otra diligencia que sea necesaria para la decisión 
de un juicio". 

Al enumerar, en las comunicaciones referidas, los actos cuya realiza­
ción, habiendo sido ordenada por un mandato de un tribunal extran­
jero, podía ser, como resultado de la recepción de una carta rogatoria, 
llevada a cabo por un tribunal brasileño, el Ministerio de Justicia no 
usurpaba la competencia del Poder Legislativo o del Poder Judicial, 
pues la Constitución del Imperio del Brasil, del 25 de marzo de 1824, 
entonces vigente, no contenía reglas sobre cartas rogatorias, ni las con­
tenían las leyes procesales -fuesen las viejas ordenanzas portuguesas 
heredadas de la Colonia, fuese lo que la Asamblea Nacional hubiera 
podido, como derecho procesal, haber adoptado desde la independen. 
cia-. En consecuencia, la reglamentación de la cooper,ación internacio­
nal en ,materia judicial quedaba totalmente dentro del poder que, ex 
vi del numeral 7 del artículo 102 de la Constitución, el Emperador 
tenía sobre las relaciones internacionales. 

Cuanto a los aclos que no eran enumerados en las comunicaciones, 
dependían entonces, para su ejecución, de una orden del Ministro de 
Justicia en cada caso.140 Eso fue así hasta 1878, cuando el Decreto N9 
6982, del 27 de julio (cuya edición había sido autorizada por la Ley 
N9 2615, del 4 de agosto de 1875) fijó las reglas y condiciones a que 
quedaba sujeta la ejecución de las sentencias (civiles y comerciales) ex­
tranjeras y dio a los tribunales del Imperio el poder de verificar si tales 
condiciones habían sido satisfechas en cada caso. 

Entre las condiciones a cuya satisfacción el Decreto N9 6982 sometía 
la ejecución de las sentencias extranjeras estaba la existencia de reci­
procidad, mas en 1888 el Decreto N9 7777 vino a autorizar la ejecución 
de sentencias extranjeras aunque no ocurriera la reciprocidad, pero en 
ese caso mediante el exequal'ur del Ministro de Justicia, tal como ocu· 
nía, antes del Decreto de 1878, con las sentencias extranjeras en gene­
ral, 

Proclamada la República en 1889, el párrafo 49 del artículo 12 de 

140 La comunicación del 14 de noviembre de 1865 enumeraba, de acuerdo a sus 
propias palabras, los actos que "las autoridades del Imperio [podían] practicar in­
dependientemente de un orden de este Ministerio" (el subrayado no es del original). 
Sobre los límites de la necesidad de un orden del Poder Ejecutivo entonces, cr. 
José Antonio Pimenta Bucno, Direito Internacional Prjvado~ Rio de Janeiro, 1863, 
pp. 143·145, nos. 272·2i4. 
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la Ley NQ 221, del 20 de noviembre de 1894, condicionó la ejecución de 
las cartas rogatorias (de los tipos enumerados en las comunicaciones 
de 1847 y 1865) a la concesión previa de exeqtlatur por el Ministro de 
Justicia, mientras los otros mandatos de tribunales extranjeros (las sen­
tencias) quedaron sujetos a la homologación previa por el Tribunal 
Supremo Federal. 

Así, el Ministfú de Justicia, que, hasta 1878, era competente para 
otorgar exequatur a los actos que no estaban enumerados en las comu­
nicaciones de 1847 y 1865 (ya que los allí enumerados no necesitaban 
ninguna autorización especial), volvió a otorgárselo. pero sólo en la 
ausencia de reciprocidad, entre 1888 y 1894, y, a partir de 1894, quedó 
autorizado para otorgar exequatur exactamente a los actos enumerados 
en aquellas comunicaciones (pues los demás pasaron a estar sujetos a 
la homologación por el Tribunal Supremo Federal). En ambas situa­
ciones, el Ministro aplicaba. como criterio de distinción, el adoptado 
en las comunicaciones de 1847 y 1865,'" por él retomado en una co­
municación que. en 1894 (en el momento en que se transformaba la 
distribución de competencia). envió al Ministerio de Relaciones Exte­
riores (el sucesor, en la República, del Ministerio Imperial de Nego­
cios Extranjeros) . 

Las cartas rogatorias pasaron a ser objeto de una regla constitucio­
nal con el artículo 77 de la Constitución del 16 de julio de 1934, que 
transfirió del Ministro de Justicia al Presidente del Tribunal SupremG 
Federal el poder de otorgarles exequatur. 

Las comunicaciones de 1847 y 1865 sólo se referían a cartas rogato­
rias sobre cuestiones civiles, pero el párrafo 4Q del artículo 12 de la 
Ley N9 221. de 1894, ya no hacía esa restricción. Fuese como fuese, la 
distinción entre lo que podía y lo que no podía ser objeto de carta ro­
gatoria. hecha por aquellas comunicaciones, funcionaba tanto en cues­
tiones civiles cuanto en penaJes. 

En los años treinta fue muy debatida la cuestión de saber si la trans­
ferencia de la competencia para otorgar exequatur a las cartas rogato­
rias, del 1\-Iinistro de Justicia al Presiden le del Tribunal Supremo Fe­
deral, habría transformado la concc~ión de exequalur en un acto de na-

141 Así al negar ejecución a una carta rogatoria argentina. librada para que se­
notificara a alguien a que pagara una cierta suma y para que, en caso de que el 
pagamento no se efectuara, fuesen sus bienes embargados hasta un valor suficiente­
para cubrir la deuda y los costos judiciales (la carta rogatoria era evidentemente­
regida por el Tratado de 1880 COn Argentina, cuyo artículo 30. práctilamente re­
producía la enumeración de las comunicaciones de 1847 y 1865. Sin embargo, una 
interpretación más liberal por parte del Ministro hubiera visto el listado como un 
mínimo que podría ser objeto de acréscimos, aunque no de reducciones). er., sobre­
esa cuestión, la opinión del Asesor Letrado del Ministerio de Relaciones Exteriores 
(por entonces Brevilaqua), en Pareceres dos Consultores ]urldicos de Alinistbio da$ 
Relac;óes Exteriores 1913-1934 cit., pp. 557-558. 
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turaleza juJicial.112 Sin embargo uc que históricamente el exequatur 
había sido ohjeto de un acto administrativo,H3 el hecho de que hubiese 
pasado a la competencia del Presidente de la más alta corte de justicia 
del país hizo que, lenta pero seguramente, se lo pasara a considerar un 
acto judicial. Esa tendencia fue finalmente consagrada en el artículo 
102 de la Constitución del 18 de septiembre de 1946, donde se conteni. 
pIaba expresamente la posibilidad de un recurso para la Sala Plena del 
Tribunal Supremo contra las decisiones por las cuales su Presidente 
hubiese otorgado o negado exequatur a una carta rogatoria. 

En la verificación de si cierto acto estaba o no comprendido entre 
los que eran susceptibles de ser objeto de cartas rogatorias, el Tribunal 
Supremo Federal -aún antes de que, en 1934, la competencia para otor­
gar exequatur pasara del Ministro de Justicia a su Presidente- ha se­
guido siempre el criterio que había sido establecido por el Poder Eje­
cutivo. Así, la jurisprudencia se firmó en el sentido de que ningún acto 
de ejecución forzada (embargos, secuestros de personas o bienes, trans­
cripción en registros públicos, etcétera), ordenado por un tribunal ex­
tranjero, podía realizarse sin que el mandato por el cual dicho tribunal 
hubiese ordenado la realización del acto de ejecución forzada llenase 
las condiciones a las que la ley (hoy los artículos 15 y 17 de la Ley de 
Introducción y los artículos 787 y 788 del Código de Procedimiento 
Penal) sometía la posibilidad de ejecución, en el Brasil, de las senten'­
cias extranjeras;144 desde 1934, el Presidente del Tribunal sigue la mis­
ma oricntación.14.' 

1.4.2 La cuestión era saber si eran legales los artículos 224 y 225 del Reglamento 
del Tribunal Supremo Federal, que admitían un recurso para el Presidente del Tri~ 
bunal de incidentes procesales ocurridos cn el juzgado de primcr grado encargado 
de cumplir el exequatur otorgado por aquel Presidente (cf. Osear Tenorio, Dircito 
lnlernacioual P1"ivado, lla. 'cd., Rio de janciro-San Pablo, ,1976, 11 pp. 372-373. no. 
1222) . 

143 Subrayan esa circunstancia Valladáo, "Dos Embargos as Cartas Rogatórias 
Citatórias", Direito. t. VIII, pp. 134 Y ss., reproducido en Estudo5 de Direito Inl('/"" 
nacional Pri1!ado, Rio de janeiro, 1947, pp. 530-531; Y Agustino Fernandes Dias Da 
Sih·a, Direito Processual Internacional, Rio de janeiro, 1971, pp. 62-63, no. 54. 

144 Arthur Briggs, Cartas Rogatorias Internacionales, Rio de janeiro, 1913, pp. 
21-23. Abundante jurisprudencia en ese sentido, principalmente en cuestiones ci .. i-
1e~. existe desde una decisión del Tribunal Supremo Federal en el año 1910 (ell 
Revista de Direito, t. XV, pp. 279 Y ss.) (se trataba de la entrega de un menor, 
ordenada en un proceso sobre cuestiones de derecho de familia). 

H5 Valladáo, Direit Intel"rll.'lcional Pri1!ado cit.~ 1'- ed. Rio de janeiro-San Pablo 1968-
III (1978). p. 176. Como decisiones en ese sentido recientemente di{tadas en 

('ue~tiones penales. dehen ser mencionadas la del 29 de marzo de 1977 por la cual d 
Presidente del Tribunal Supremo Federal otorgó exequatur parcial a la Carta Rogatoria 
no. ~w!m, <loIHle se pedía una investigación para determinar si existía alguna cuenfa' 
bancaria en el Brasil a nombre de ciertas personas y, en caso afirmativo, se remitiera 
extracto del Illodmicnto desde su apertura hasta la fecha (exequatur otorgado) y se re· 
teniera al saldo que aHojasen (exeqllal1lr negado) (no se obtuvo la fecha de publica­
(iÓII), y la del 16 dC' onubrc de 19i7 pOl" la lua! el Presidente del Tribunal negó exe-
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Es curioso señalar que el criterio adoptado en los documentos emi­
tidos por el Ministerio de Justicia en el siglo XIX se basa en una dis. 
tinción análoga a la adoptada por Carnelutti para clasificar los man­
datos de un juez en -órdenes y conminaciones, o sea, que las primeras 
proveen sobre el proceso, mientras las últimas lo hacen sobre el liti. 
gio.H6 

Los negocios jurídicos internacionales en los que el Brasil es parte 
no se alejan de la regla emitida por el Ministerio de Justicia. Así es 
que el Tratado entre el Brasil y el Uruguay para la Ejecución de Car· 
tas Rogatorias, pOi ejemplo, dispone que las cartas rogatorias en cues­
tiones penales deben ser limitadas a la realización de citaciones, jura­
mentos, interrogatorios, deposiciones de testigos. búsquedas, exhibiciones 
[de pruebas tangibles], copias o transcripciones. verificaciones o envíos 
de documentos y cualesquiera otras diligencias que sean necesarias pa· 
ra la decisión del juicio.147 

Normas similares son encontradas en los Tratados con Perú,148 Pa· 
raguay,14!J Bolivia1:>0 y. Argentina.151 

Hay, sin embargo, un caso en que el Presidente del Tribunal Supremo 
Federal otorga exequatur a cartas rogatorias donde se pide la realiza· 
ción de un acto fundado en una "conminación" del tribunal extranjero 
- es el caso de las cartas rogatorias para la notificación de las senten­
cias. 

Efectivamente, la cuestión de si la notificación de las sentencias ex· 

quatur a la Carta Rogatoria no. 2741, donde se pedía la reintegración al Uruguay de 
un vehículo incautado en un procedimiento por presunta infracción aduanera y de] 
tual se habia apoderado una persona que se diera a la fuga para el Brasil. en Didrio 
da Justica del 19 de octubre de 1977, p. 7288. Han habido contadas decisiones en sen­
tido contrario (así, en materia penal, la decisión del 30 de noviembre de 1972 por la 
roal el Presidente otorgó exequatur a la Carta Rogatoria no. 2082. donde se pedía el 
embargo preventivo de los bienes de propiedad de determinadas personas (decisión no 
publicada), y. en materia civil, la decisión del 31 de octubre de 1973 por la cual el 
Presidente otorgó exequatur a la Carta Rogatoria no. 2199, donde se pedía la entrega 
<le una menor (decisión no publicada), y la decisión del 14 de diciembre de 1978 por 
la cual otorgó exequatur a la Carta Rogatoria no. 2959, donde se pedía la clausura 
de cajas de seguridad ubicadas en bancos, en Dia1'io da Justica del 2 de febrero de 
1!n9. p. 586.) 

146 Camelutti, Sistema de Derecho Procesal Civi.l (Sistema di Diritto Processttale 
Civile, Padúa, 1936), trad. ·de Niceto Alcalá·Zamora y Castillo y Santiago Sentís Me­
lendo, Buenos Aires, 1944, III (Actos del Proceso), pp. 13 Y 49·50. nos. 397 y 406. 

147 Artículo 2. Trp.tado firmado en Río de Janeiro el 14 de febrero de 1879 y 
promulgado por el Decreto. no. 7175. del I de marzo del mismo al1o. 

148 Artículo 2. Tratado firmado en Lima el 29 de septiembre de 1879 y promul· 
g~do por el Decreto no. 7582, del 27 de diciembre del mismo aíio. 

149 Artículo 2. Tratado firmado en Asunción el 5 de noviembre de 1879 y pro. 
mulgado por el Decreto no. 7819, del 10 de agosto de 1880. 

150 Artículo 2. Tratado firmado en La Paz el 22 de diciembre de 1879 y pro 
mulgado por el Decreto no. 7857. del 15 de octubre de IS80. 

151 Artículo 2. Tratado- firmado en Buenos Aires el 14 de febrero de 1880 y pro 
Illulgado por el Decreto no. 7871, del ~ de noviembre del mismo año. 
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tranjeras estaba incluida entre los actos que se podían realizar en el 
Brasil si fuesen pedidos por carta rogatoria fue resuelta afirmativamen. 
te, en 1911, por el l\-linisterio de ]usticia,1r,2 cuyo titular era entonces 
competente para otorgar exequatur a las cartas rogatorias provenientes 
del extranjero. Desde 1934 -cuando recibió esta competencia- hasta aho­
ra, '" el Presidente del Tribunal Supremo Federal siempre ha seguido 
esa misma orien tación. 

El párrafo 29 del artículo 12 de la Ley de lntroducción al Código Ci. 
vil establece: 

Concedido el exequatur, y según la forma establecida por la ley 
brasileña, la autoridad judiciaria brasileña cumplirá las diligencias 
deprecadas por la autoridad extranjera competente, observando la 
ley de ésta en cuanto al objeto de las diligencias. 

Ahora bien, aunque el legislador se haya así correctamente abstenido 
de buscar determinar cuál debiese ser la autoridad extranjera compe­
tente para emitir cartas rogatorias susceptibles de ser cumplidas por la 
autoridad judiciaria brasileña, el Presidente del Tribunal Supremo Fe­
deral ya ha negado exeqUlltur a una carta rogatoria al aceptar el ar­
gumento del Fiscal General de la República en el sentido de que no se 
comprendería en el concepto de carta rogatoria una solicitación fOnTIu­
lada por una autoridad distinta de las autoridades judiciales.154 

Esa posición formalista fue abandonada cuando la Fiscalía General 
opinó favorablemente a la concesión de exequatur a una carta rogato~ 
ria expedida por un Fiscal de Distrito sUiZO.155 

De otra parte, el artículo 784 del Código de Procedimiento Penal so· 
mete el cumplimiento de las cartas rogatorias en cuestiones penales a 
la condición de que el delito objeto del proceso que haya dado origen 
(l la carta rogatoria de que se trate sea de los que autorizan la extra~ 
dición. 

Esa condición, empero, ha sido expresamente abandonada por el Tri~ 

1052 Canje de correspondencia entre los Ministerios de Justicia y de Relaciones 
Exteriores, de diciembre de 1911 a marzo de 1912, en Briggs, lbid., pp. 9-11. La 
opinión de Bevilaqua, entonces Asesor Letrado del Ministerio de Relaciones Extcrio­
rc~, csL1 en Plareares dos Consultores jurídicos do J."\fiistério das Relagaos Extaiores 
jQ03-1912 cit., p. 129. 

V;3 CI., en cuestiones penales, la decisión del 25 de agosto de 1980, proferida en 
la Carta Rogatoria no. 3263, en Diário da justit;d del 5 de septiembre de 1980; y la 
decisión del 20 de febrero de 1981, proferida en la Guta Rogatoria no. 336-4, en 
lJiário da jllstic;a del 13 de mano de 1981. 

1,)4 Decisión del 12 de octubre de 1977, proferida en la Carta Rogatoria no. 2747, 
en lJjário da justir;a del H de octubre de 1977, p. 7288. Se trataba de una citación 
ordenada por el Jek de la Repartición Central de Finanzas de PortLlgal en autos de 
un proceso virtualmente contencioso en materia tributaria. 

1"" Carta Rogatoria no. 2811. La decisión por la olal el Presidente del Tribunal 
Supremo Federal otorgó exequalllr a la carta rogatoria lleva la fe('ha 19 de diciem­
bre de 1977; cf. jornal do Brasil del 30 de diciembre de 1977, p. 16. 
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bunal Supremo Federal, el que, aunque constitucionalmente vedada la 
ext,radición de brasileños, ha 'Confirmado una decisión por la cual su 
Presidente había otorgado exequatur a una carta~ rogatoria donde se 
pedía el interrogatorio de un brasileño acusado en un proceso penal,156 
y, en otro caso de carta rogatoria para interrogatorio de un acusado, 
consideró irrelevante, para la decisión sobre el exequatur, el hecho de 
que, en un proceso paralelo donde se pedía la extradición de dicho acu­
sado, estuviesen pendientes de decisión cuestiones sobre la posibilidad 
legal de esa extradición. 157 

Antes de ser presentados a las autoridades brasileñas, los documentos 
emitidos por autoridades extranjeras (incluso, evidentemente, las cartas 
rogatorias) deben ser declarados auténticos por un funcionario consu­
lar brasileño que tenga jurisdicción' en el lugar donde el documento 
haya sido emitido.1ti8 Dicho funcionario consular debe examinar la au­
tenticidad ~egún el orden jurídico al que obedezca quien haya emitido 
el documento. 

Si hubiere sido emitida donde no haya funcionario consular brasile­
ño, la carta rogatoria deberá ser autenticada por la autoridad consular 
de cualquier país amigo, y la autenticación hecha por ese país, a su vez, 
deberá ser autenticada por un funcionario brasileño.:159 

Algunos de los negocios jurídicos internacionales en materia penal 
en los cuales el Brasil es parte contienen un artículo sobre cartas roga­
todas, Ese artículo generalmente termina por una regla ex vi de la cual 
ninguna de sus otras reglas puede ser interpretada como hábil a crear 
una obligación a que los Estados partes dejen de aplicar sus leyes sobre 
la prueba en t:nateria penal.:160 Como, además, esos tratados nada dicen 
sobre la autenticación de cartas rogatorias, puede entenderse que la exi­
gencia de autenticación puesta por el derecho brasileño permanece vi-

156 Decisión del 22 de mayo de 1969, proferida en el Agrava Regimental (Recurso 
Reglamentario) en autos de la Carta Rogatoria no. 1498, cn Didrio da Justir;a del 7 
de noviembre de 1969, p. 5285. La decisión del Presidente del Tribunal, de fc('ha 
II de abril de 1969, fue publicada en el Diário da Justi~a del 30 de abril de 1969, p. 
1724: en sentido contrario, decisión del 28 de abril de 1982, en autos de la Carta 
Rogatoria no. 3476, en Didrio da JustiCa del 6 de mayo de 1982. 

:157 Decisión del 23 de noviembn: de 1977, proferida en el Ag-r,'n1O Regimental en 
autos de la Carta Rogatoria no. 2798, en Revüta Trimestral de Jurisprudéncia üd 
Tribunal Supremo Federal, t. LXXXVII, pp. 402-407. 

158 Cf.7 e.g .. la decisión de la Sala Plena del Tribunal de Apelación dd Distrito 
Federal, del 27 de mayo de 1908, en Revista de Direito, t. VIII, p. 475: y la decisión 
de la Sala Civil del Tribunal de Apelación de Minas Cerais, del 14 de junio de 
1922, en Revista Forense7 t. XXXIX, pp. 276-277. Sobre la autcnticadón consular 
como acto destinado a probar la existencia de un acto oficial extranjero, el. GiUjieppe 
Biscottini, Diritto A mministrativo lnterna:.iolla.le, l'adúa, l flG4-1966, pp. ii -Si, espe­
cialmente 80·82. 

:15!l Valladao, "Legali1.a~áo de Documentos de Procedencia Estrangdra", Hcvisla 
dos Tribunaü, t. CCXXXV, p. 38. 

:160 Artículo 3, in fine, de la Convención Internacional para la Reprc"iún de la 
Circulación y del TrMico de Publicaciones Obscenas, citada en la Ilota 1 de la p. 16; 
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gente dentro del ámbito de ellos. Lo mismo es probt.lblemente venIa­
uero de la Convención sobre la Trata de Blancas, de ]910, que contiene 
un articulo sobre cartas rogatorias/6I pero no dice expresamente que los, 
sistemas probatorios de las partes contratantes permanecen aplicables. 

De Jos cinco negocios jurídicos internacionales bilaterales sobre car­
tas rogatorias vigentes entre el Brasil y algunos de sus vecinos, tres H :.! 

establecen que las cartas rogatorias sean autenticadas por un funciona­
rio consular que desempeñe sus funciones en el lugar de donde las car­
tas provienen. Dos de esos tres 1G~ autorizan a que la autenticación sea 
realizada por un funcionario diplomático (y no sólo por un funciona­
rio consular). Esa autorización es inútil en lo referente a las carta~ 

rogatorias dirigidas al Brasil, ya que los miembros de la~ Misiones Di­
plomáticas brasileñas no tienen competencia para autenticar documcu 
tos extranjeros, salvo si específicamente adscritos a la sección consular de­
Ja :rvfisión, caSO en que no se distinguen de los funcionarios consulares~ 

El requisito de la autenticación también era encontrado en los tex­
tos originales de los Tratados con Uruguay 164 y Argentina,165 pero des­
apareció como resultauo de las enmiendas hechas a esos Tratados por 
sendos Protocolos firmados en Río de Janeiro respectivamente el 12 de 
diciembre de 1906'"" y el 16 de septiembre de 1912.''' De acuerdo a 
dichos Protocolos, la autenticación debe ser dispensada siempre que las 
('artas rogatorias sean transmitidas por la vía diplomática o. en su de­
fecto, por la vía consular. 

El requisito también es dispensado, aunque sólo cuanuo la transmi­
sión es realizada por la vía diplomática, por un Acuerdo con Portugal, 
concluido por canje de notas del 29 y del 31 de agosto de 1895,''' un 
Acuerdo con Estados Unidos ue América, concluido en la misma Capi­
tal por canje de notas del 22 de abril y del 21 de mayo de 1969,'" por 
un Acuerdo con Chile, concluido en Santiago por canje de notas del 10, 

artículo 16, in filie? de la Convención Intemacional para la Represión de la Falsifi· 
cación de Moneda, citada en la nota 2 de la p. 7; párrafo 8 del artículo 13 de 
la Convención para la Represión del Tráfico Ilícito de Drogas Nocivas, citada en la 
nota 4 de la p. 9; artículo 13 de la Convención para la Represión de la Trata de 
Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena, citada en la nota 3 de la p. G. 

161 Artículo 6. Convención citada en la nota 1 de la p. 6. 
Hi:! Los con Perú (artículo 4; tratado citado en la nota 3 de la pá. 45). Paraguay 

(aaículo 4; tratado citado en la nota 4 de la p. 45) Y Bolivia (artículo 8; tratado· 
citado en la nota 5 de la p. 45). 

H!3 Los con Perú y Bolivia. 
H)4 Artículo 4. Tratado citado en la Ilota 2 de la p. 4:1. 
1 G5 Artículo 4. Tratado citado en la nota 6 de la p. 45. 
l{lG Protocolo promulgado por el Decreto no. 9169, del 30 de noviembre de 191 L 
167 Protocolo promulgado por el Decreto no. 40998, del 22 de febrero de J!)t,i. 
168 ef. RelalóriQ do Ministúio cUIS R.elacoes Exteriores (1896). Anexo 1, p. 328,. 

párrafos 121·122. 
160 IBrasil. Ministério das Rela~Oes Exteriores. Departamento dc Assuntos Jurídi­

cos. Divisao Jurídica. Relatório do Ano de 1969 cit., p. 8, no. 19 (texto policopiado) .. 
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de febrero de 1970,170 por un Acuerdo con Suiza, concluido en Río de 
Janeiro por canje de notas del 17 de septiembre y del 14 de octubre 
de 1970,111. y por un Acuerdo con México, concluido en México por 
canje de notas del 26 de noviembre de 1970.'" Los Acuerdos ron Por. 
tugal y Chile sólo se aplican a las cartas rogatorias, pero los demás se 
aplican a todos los documentos cursados en la cooperación judicial. 

En lo que atañe a las cartas rogatorias, esas dispensas convencionales 
sólo son necesaria!' para los instrumentos expedidos por el Brasil y que 
deben cumplirse en el extranjero, ya que, en la práctica, hoy día todas 
las cartas rogatorias recibidas en el Brasil por vía diplomática go. 
zan de una presunción juris et de jure de autenticidad.l'r3 

El párrafo l' del artículo 784 del Código de Procedimiento Penal 
declara que las cartas rogatorias deben ser acompañadas de una traduc. 
ción al portugués hecha por un traductor oficial o judicial, y los aro 
tlculos 18 y 19 del Reglamento para el Oficio de Traductor Público e 
Intérprete Judicial, aprobado por el Decreto no. 13609, del 21 de oc· 
tubre de 1943, determina que ningún libro, documento o papel de cual. 
quier naturaleza, escrito en una lengua extranjera, debe tener cualquier 
efecto en los órganos de la Unión, de los Estados y de lo. Municipios o 
en cualquier tribunal judicial o administrativo o en los entes mante. 
nidos, controlados u orientados por el Gobierno, sin que sean acompa­
ñados de traducción realizada de acuerdo a dicho Reglamento, pero 
no parece que ese acto del Poder Ejecutivo Federal pueda tener vali. 
dad constitucional más allá de los límites del Poder que lo dictó, es 
decir en el ámbito de los órganos de los Estados y de los Municipios 
y bien así en el de ,los tribunales judiciales. 

En cuanto a ese problema del idioma de las cartas rogatorias, los 
negocios jurídicos internacionales multilaterales en materia penal en 
los cuales Brasil es parte siguen una de dos orientaciones: o estable~ 
cen que, salvo acuerdo, las cartas rogatorias deben ser escritas en el 
idi-o,ma de la parte requerida o en un idioma especialmente elegido por 
los Estados interesados,11

74 o bien que ellas deben ser escritas en el idio-

1 iO No fue publicado, pero está vigente. 
171 Didrio Oficial del 10 de diciembre de 1970, sección 1, parte 1, p. 11)519. 
17::! Didrio Oficial del 31 de agosto de 1972, sección l, parte 1, p. 7771. 
173 Ese punto ha sido seíi.alado más de una vez por la Fiscalía General de la 

República al recordar que la exigencia de autenticación persiste para las cartas ro~ 

gatorias presentadas directamente por las partes al Presidente del Tribunal Supremo 
Federal (así e.g., al expedirse en autos de la Carta Rogatoria no. 2432, en dictamen 
del 18 de septiembre de 1975, no publicado). 

1'14 Artículo 6 de la Convención sobre la Trata de Blancas, citada en la nota 1 
de la p. 6; articulo 3 de la Convención Internacional para la Represión de la Circu­
lación y del Tráfico de Publicaciones Obscenas, citada en la nota 1 de la p. 16; y 
párrafo 4 del artículo 13 de la Convención para la Represión del Tráfico Ilícito 
de Drogas Nocivas, citada en la nota 4 de la p. 9. 
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ma de la autoridad requeriente, reservado al Estado requerido el dere­
cho de pedir una traducción a su idiomay5 

El Código Bustamantc determina que las cartas rogatorias sean escri­
tas en el idioma del Estado requeriente y acompañadas por una tra­
ducción al idioma del Estado requeridoY6 

El Tratado de Extradición entre Brasil y México, firmado en Río de 
Janeiro el 28 de diciembre de 1933, contiene una nonna por fuerza 
de la cual siempre que, en un proceso penal iniciado en los tribunales de 
uno de los Estados contratantes, se haga necesario realizar cualquier 
acto en el territorio del otro Estado, la autoridad judiciaria debe, por 
la vía diplomática, remitir a las autoridades de ese otro Estado una car­
ta rogatoria que, siempre que sea posible, debe ser acompaiiacla de tra­
ducción al portugués o al espaíiol, según el caso. 17 ' 

Finalmente, el Tratado de Extradición entre Brasil y Suiza, firmado 
en Río de Janeiro el 23 de julio de 1932. establece que, cuando en un 
proceso penal en curso, por un delito que autorice la extradición, ante 
los tribunales de una Parte Contratante, sea necesaria la realización de 
actos de instrucción en el territorio de la otra Parte Contratante, dicha 
realización será deprecada ¡x>r carta rogatoria que, de no ser redigida 
en el idioma francés, será acompariada de una tradución a ese idiomaY¡~ 

Ya hemos visto que el párrafo 19 del artículo 784 del Código de Pro· 
cedimiento Penal establece que las cartas rogatorias sean acompariadas 
de una traducción al portugués, hecha por un traductor oficial o judi­
cial. Una regla similar, encontrada en el antiguo Código de Procedi­
miento Civil (Decreto.ley no. 1608, del 18 de septiembre de 1939) y 
aplicable a las sentencias civiles extranjeras, fue interpretada en el sen­
tido de que dicho traductor debía serlo según el derecho brasileño, y 
no según el orden jurídico del Estado del cual proviniese la sentencia.ml 

Además de los Traductores Públicos e Intérpretes Comerciales a los 
que se refiere el Reglamento aprobado por el Decreto no. 13609, del 
21 de octubre de 1943, son considerados traductores oficiales según el 
orden jurídico brasileño los funcionarios consulares nacionales, cuya 
competencia se basa en el numeral XXXV del artículo 13 del Reg:a­
mento Consular aprhado por el Decreto no. 24113, del 12 de abril de 

1,~ Artículo 16 ds la Convención Internacional para la Represión de la Falsifi­
cación de Moneda, citada en la nota 2 de la p_ 7: y artículo 13 de la Convención 
para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución 
Ajena, citada en la llota 3 de la p. 6. 

1,¡; Artículo 392_ La Convención de Derccho Internacional Privallo, que puso en 
vigor el Código, está citada en la nota 1 de la p_ 8_ 

177 Alliculo 14. Tratado promulgado por el Decreto no. 2:13:;, del 22 de mano 
de 1938. 

108 Artículo 17. Tratado promulgado por el Decreto no 2.'\997, del 15 de marzo 
de 1934. 

179 Decisión unánime del Tribunal Supremo Federal, proferida el 21 de julio de 
19:,0 cn el juicio de Homologación de Sentencia Extranjera no. 1181, en Apenso <11 
Ditírio da ju.stir;a del 24 de abril de 1952, p. 2067. 
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1934,. comhinado con el numeral 59 de la Tah' a de Derechos Consu. 
lares aprohada por el Decreto.ley n9 1330, del 7 de junio de 1939. 

En lo que atañe a las cartas rogatorias en cuestiones penales, algunos 
negocios jurídicos internacionales en los que Brasil es parte crean ex­
cepciones a la regla del traductor brasileño. 

Es verdad que tanto la Convención sobre la Trata de Blancas, de 
1910,180 cuanto la Convención Internacional para la Represión de la 
Circulación y del Tráfico de Publicaciones Obscenas. de 1923,181 admi­
ten que la traducción sea "autenticada" por un traductor oficial del 
Estado requerido, en una regla que, aunque distinta de la del Código 
de Procedimiento Penal, deja subsistir alguna participación ue los fun­
cionarios brasilet1o~ en el procedimiento de traducción. 

Hay, empero, excepciones más claras a la regla general. 
Así es que, como alternativa a ese método, las dos Convenciones au~ 

torizan la autenticación por un agente diplomático o por un 'funciona· 
rio consu'ar del Estado de origen1S:! mientras la Convención Interna­
cional para la Represión de la Falsificación de Moneda, de 1929,1'tl.:.l y 
la Convención para la Represión de la Trata de personas y de la Ex­
plotación de la Prostitución Ajena, de 1950,'" dicen que, siempre que 
sea necesario, la traducción debe ser autenticada por la autoridad re­
queriente. Lo mismo parece ser válido para el sistema del Código Bus­
tamante, para el Tratado de Extradición con México y para el de la 
Convención para la Represión del Tráfico Ilícito de Drogas Nocivas, 
de 1936. El primero, aunque dispop"a que la carta rogatoria debe ser 
escrita en el idioma del Estado de origen y acompañada de una traduc­
dbn en el idioma del Estado de destino, autenticada por un intérprete 
oficial, no aclara si ese intérprete debe pertenecer al Estado requeriente 
o al Estauo requcrido;185 los otros dOS 1 1'>6 nada dicen sobre quien puede 
legalmente traducir cartas rogatorias. 

Ahora bien, al crear, para el Estado de origen, la ohligación de cur­
sar al Estado de Gestino una traducción de la carta rogatoria, todos los 
tres acuerdos (que no contienen cualquier norma al efecto de que la 
traducción sea realizada por un funcionario del Estado requerido) pro­
bablemente autorizan que la traducción sea realizada por funcionarios 
del propio Estado requeriente. 

Debe finalmente ser mencionado que el numeral 6 del artículo 129 
de la Ley n' 6015, del 31 de diciembre de 1973, que regula la ejecu. 

]"'0 Artículo 6, Convención citada en la nota 1 de la p. 6, 
181 Artículo 6. Convención citada en la nota 1 de la p, 16. 
182 Artículo 6 de la primera Convención, y artículo 3 de la segunda. 
183 Articulo 16. Convención citada en la nota 2 de la p. 7. 
184 Articulo 13. Convención citada en la nota 3 de la p. 6. 
185 Artículo 392. La Convención de Derecho Internacional Privado, que pU80 en 

vigor el Código, está citada en la nota 1 de la p. 8. 
186 Citados respectivamente en la nota :3 de la p. 52 Y en la nota 4 de la p. 9. 
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Clon de los serVIClOS de los registros públicos creados por el Código Ci. 
vil y otras leyes, e~tablece que todo documento proveniente de un Es· 
tado extranjero, debidamente acompañado de su traducción, debe ser 
registrado en el Registro de Títulos y Documentos cuando deba pro­
ducir efecto en órganos de la Unión, de los Estados, del Distrito Fe­
deral. de los Municipios, o en cualquier tribunal. Sin embargo, en la 
pnktica, las carta~, rogatorias no son registradas, probablemente por­
que los procesos para la otorga del exequatur y la realización de la di. 
ligencia deprecada son de su naturaleza públicos (i.e., sus trámites son 
publicados en las gacetas judiciales oficiales y de todos modos ellos mis­
mos son registrados en las secretarías de los tribunales que de ellos co· 
nocen) y, por ende, las cartas rogatorias no necesitan la publicidad adi­
cional que les daría su registro como documento.~81 

El caput del artículo 784 del Código de Procedimiento Penal dispone 
que las cartas rogatorias recibidas de autoridades extranjeras serán aten­
didas si fueren tramitadas por la vía diplomática, lo que es interpre­
tado como significante de que la carta rogatoria debe ser enviada por 
la .Misión Diplomática de su Estado de origen al Ministerio de Rela­
ciones Exteriores del Brasil,uf'" que entonces la transmitirá al Presidente 
del Tribunal Supremo Federal. 

El uso de la vía diplomática es contemplado en la mayor parte de 
los negocios jurídicos internacionales en los cuales Brasil es parte y que 
:se ocupan del asunto. Dichos negocios pueden establecer el empleo 
obligatorio de tal vÍa1S9 o admitir, alternativamente, otros métodos de 
lransmisión,1l1U pero, en ese último caso, siempre autorizan cada Estado 

lb7 E~ orientación, de origen doctrinal (el. Pontes de Miranda, Comentários ao 
Código de Processo Cmil, 2a. eJ., Rio de Janeiro, 1960. X, p. 57) está hoy consa· 
grada por la Tesis Jurisprudencial no. 259 del Tribunal Supremo Federal. 

l~::; Briggs, [bid., p. 25. En lo que ataíic a la,; cartas rogatorias en cuestiones ci· 
viles, no hay, en el derecho brasileíio, prohibición de que la parte las presente di· 
rectamente al Presidente del Tribunal Supremo Federal (-CI. Briggs, [bid., p. 32; 
)' Valladiio, Direito Internacional Privado cit., t. cit., p. 177), pero no parece eo· 
rrCl Lo aceptar la illterpretación eOtltrfl {t>gc711 que, para llegar al mismo resultado 
el! lo que atañe a las carlas rogatoria~ en cuestiones penales. Eduardo Espínola 
Filho (Código de Proceso Penal BrasiJeiro Anotado, 6a. ed., Río de Janeiro, 1980, 
t. VII, p. 32, no. 1590) adopta para el capttt del artículo 784 del Código de Proce· 
dimiento Penal. 

18[1 Artículo 14 del Tratado de Extradi,-ión con México, titado en b Ilola 3 dc 
la p. 53. 

lOO Artículo 6 de la Convención sobre la Trata de Blancas, de 1910, citada en 
la nota 1 de la p. 6; artículo 3 de la Convención Internacional para la Represión 
de la Circulaciólt y del Tráfico de Publicacioncs Obscenas. de 1923, cilada en la 
nota 1 de la p. 16; artículo 388 del Código Bustamante, puesto en vigor por 
la Convención citada en la nota 1 de la p. 8; artÍCulo 16 de la Convención Interna­
dOllal para la Represión de la Falsificación de Moneda, de 1929, citada en la nola 
2 de la p. 7; numeral l.e del artículo 13 de la Convención para la Represión del 
Tráfico Ilícito de Drogas Nocivas, de 1936, citada cn la nota 4 de la p. 9; artículo 
]3 de la Com'ención para la Represión de la Trata de Personas y de b r·:.plotacibn 
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160 LUIZ DlLERMANDQ DE CASTELLO CRUZ 

receptor a elegir una de las alternativas, y así queda resguardado el 
vigor pleno de la opción positiva brasileña por la vía diplomática. 

Hay dos excepciones a la regla. 
La primera se encuentra en 105 Tratados sobre Cartas Rogatorias con 

Uruguay y Argentina, tal como modificados por los Protocolos firma· 
dos en Río de Janeiro respectivamente en 1906 y en 1912 los que ex. 
presan que, de faltar la vía diplomática, las cartas rogatorias pueden 
ser tramitadas por la vía consular. Ese tipo de trámite evidentemente 
cesará de ser empleado tan pronto están funcionando las Misiones Di­
plomáticas 191• Queda claro, así, que esa regla ofrece una solución para 
el caso en que las relaciones diplomáticas sean interrumpidas. 

De lo que precede es posible concluir que, en materia penal, sólo son 
cumplidas en el Brasil las cartas rogatorias recibidas de Estados que 
mantienen Misiones Diplomáticas en el país, salvo las oriundas de Ar­
gentina y de Uruguay, las que pueden ser cumplidas aun cuando, sus' 
pendidas las relaciones diplomáticas. subsistan las relaciones consulares: 

La segunda excepción a la regla del trámite diplomático se encuen­
tra en el Acuerdo para la Ampliación del Tratado sobre Cartas Roga­
torias entre Brasil y Perú. 

Ese Acuerdo, firmado en Río de Janeiro el 8 de junio de 1891, dis­
pone que las cartas rogatorias para citación o notificación y que deban 
ser cumplidas en el Estado de Pará o en el Estado de Amazonas, en el 
Brasil, a petición de un tribunal del Departamento de Loreto, en el Pe. 
rú, deben ser transmitidas a los tribunales brasileños por medio del 
Prefecto de aquel Departamento y del Gobernador del Estado brasile. 
ño de que se trate.192 

La· ejecución de ese Acuerdo 'Presenta un problema, resultante de cam­
bios legales ocurridos en Brasil desde 1891. 

En aquel entonces, como hemos visto, no se requería exequatur para 
el cumplimiento de las cartas rogatorias extranjeras, las que debían ser 
directamente presentadas al juez competente para realizar las diligen­
cias deprecadas. Se entendía, así, que, para ahorrar a las autoridades 
del Departamento de 'r.areto (vecino a los Estados brasileños de Pará 
y Amazonas) la molestia de enviar sus cartas rogatorias a las autorida­
des de Río de Janeiro (el Ministerio de Relaciones Exteriores), que, 
en seguida, las transmitirían a los jueces de Pará o de Amazonas, se 
siguiese un camino más corto.193 

de la Prostitución Ajena, de 1950, citada en la nota 3 de la p. 6; y literal (e) del 
artículo 35 de la Convención única !Jobre Estupefacientes, citada en la nota 2 de 
la p. 10. 

Hit Hriggs, IlJid., p. 31. 
192 Acuerdo promulgado por el DeC1'l'to no. 1359, del lB de mayo de 1893. 
193 Resumen de la propuesta de negociación del Acuerdo, presentada el 2 de 

febrero de 1891 por Guillermo A. Seoane, Ministro del Perú en Río de ]anciro, a 
Tristáo de Alencar Araripe, Ministro de Relaciones Exteriores, ad itlterim, del Bra­
sil, en Briggs, ¡bid., p. 332. 
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fn ..,¡1 calidad de ¡ex specialis, el Acuerdo podía permanecer vigente 
para dispensar el exequatur ministerial,194 al cual, como lex genera.[is, 
la ley no. 221, del 20 de noviembre de 1894 vino a someter el cumpli­
miento ue las carlas rogatorias extranjeras,195 pero ya no podría sub­
sistir frente a la elevación de la exigencia de exequatur al rango cons­
titucional por el artículo 77 de la Constitución del 16 de julio de 1934, 
que atribuyó al Presidente del Tribunal Supremo Federal la compe­
tencia para otorgarlo. 

Frente a eso, ¿CÓmo aplicar el Acuerdo de 1891, que no ha sido de­
llunciado? 

Los Gobernadores de los Estados de Pará y Amazonas no pueden, sin 
\'io:ar la Constitución del Brasil,1!l6 otorgar exequatur a cartas rogatorias 
o transmitir a los jueces cartas rogatorias sin exequatur, pero parece que, 
correctamente interpretado (a la luz de su objeto y de su propósito) /97 
el Acuerdo de 1891 dejará ver que su fin es evitar la demora a que da­
ría causa el envio de las cartas rogatorias a la Capital de Brasil y su 
transmisiún, de allí, a l'Os lejanos Pará y Amazonas, sin embargo tan 
cerca ele la frontera peruana. 

Ese sería un ejemplo típico del caso en que la obediencia a una re­
gla constitucional, internamente inevitable,198 constituye una violación 
«Id derecho internacional convenciona1.199 La solución correcta sería 
que el Brasil denunciase el Acuerdo. 

191. El resumen del comienzo de la negociación del Acuerdo (el. la nota anterior) 
registra que "el Representante pemano expuso que ... el Gobierno ... pued[e] de­
legar su derecho [de dar curso a las cartas rogatorias extranjeras] a los represen· 
lanks locales de la soberanía nacional [scilieet: los Gobernadores de Estados]'". 

1~,:, Es tradicional en la doctrina brasileña (e!. e,g., Bevilaqua, Theoria Geral 
do Direilo Civil, 3a. ca., revista por Achilles Bevilaqua, Rio de janeiro, 1946, pp. 
61-62) Y ha sido consagrada por el derecho positivo (artículo 40. de la Introducción 
original al Código Ctvil, del Ira. de enero de 1915. y párrafo 20. del artículo 20. 
de la vigente Lt'y de Introducción al Código Civil, el Decreto-ley no. 4657, del 4 de 
septiembre de 1942) la teoría según la cual una ley nueva que establece reglas ge­
nerales no revoca ni modifica las reglas especiales establecidas por leyes anteriores. 
En lo que atafíe a los negocios jurídicos internacionales, debe señalarse que tanto 
juristas europeos (e.g., Antaine PiIlet, Traite Pratique de Droit lnternational Privé, 
Grenoble, 1923, 1, no. 60 y (con J. P. Niboyet) Manual de Droit International 
PrjiJ(:, 2a. ed., París, 1928, nos. 31 y sigs.) como juristas brasileilos (e.g., Osear Te­
norio, Direilo lntemaeional Privado, lOa. ed., Rio de Jancho, 1970, I, pp. 96 Y 99) 
los consideran leges speciales por antonomasia y, como tales, hábiles a constituirse 
en excepciones a las reglas de la ley, mientras la ley no revocaría ni modificaría los 
negocios jurídiCos internacionales anterior::,<;, aunque editara l'cglas distintas de las 
contenidas en ellos. 

196 Literal (d) del párrafo 30. del artículo 119 de la Constitución Fderal del 
24 de enero de 1967, con la redacción de la Enmienda Constitucional no. 7, del ]3 
de abril de 1977 (cf. su texto en la p. 38, retro). 

197 Párrafo l del artículo 31 de ]a Convención de Viena sobre el Derecho de los 
! ratado~. 

198 Cf. Tenorio, lbid., PP. 96-97. 
199 "Un Estado no puede invocar su propia Constitución para eludir las obliga-
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El párrafo 39 del articulo 784 del Código de Procedimiento Penal dice: 
"[Si la carta rogatoria] versase sobre un crimen que, según la ley brasile­
ña, sea perseguible a denuncia de parte, su andamiento, después del cxe­
quatur, dependerá del interesado, a quien tocará el pago de los gastos". 

Aunque la interpretación de ese párrafo debiese ser que no se tramita­
se la carta rogatoria del Presidente del Tribunal Supremo Federal al juez 
encargado de cumplir sin que mediase petición de la parte interesada,200 
parece que, en la práctica, el Tribunal Supremo Federal dispensa csa 
condición, y así autom<Íticamente envía al juez competente las C!lrtas 
rogatorias en cuestiones penales sobre crímenes perseguibles a denuncia 
de parte, sin distinguir, en ese punto, dichas cartas rogatorias de las 
demás, penales o civiles. 

Es curioso, por otra parte, señalar que el Presidente del Tribunal 
Supremo Federal ya ha empleado el párrafo 39 del artículo 784 del Có­
digo de Procedimiento Penal como argumento a contrario para decidir 
que la ejecución de las diligencias deprecadas en una carta rogatoria que 
versaba sobre un crimen perseguible ex of/icio no dependía del pago 
previo de las costas judiciales.201 

Efectivamente, fn el Brasil, el cumplimiento de las cartas rogatorias 
no es gratuito. Por ende, los interesados en la ejecución de las diligen~ 
cias deben pagar los costos de ellas. Esa regla general, que evidente­
mente también se aplica a las cartas rogatorias en cuestiones civiles, ya 
fue más de una vez señalada por el Ministerio de Relaciones Exteriores 
a las Misiones Diplomáticas extranjeras,202 pero variados grados de exen­
ción son otorgados a ciertas cartas rogatorias por negocios jurídicos in­
ternacionales en los cuales Brasil es parte. 

Así es que, ex vi de los Tratados sobre Cartas Rogatorias con U ru­
guay,203 Perú,204 Paraguay,205 Bolivia,20G Argentina,207 el Brasil puede co­
brar todos los gastos relativos a la ejecución de cartas rogatorias que 

ciones del derecho internacional y de los tratados" (Opinión de la Corte Perma­
nente de Justicia Internacional en su dictamen sobre los Súbditos Polacos en Dant­
zig (1932), en Publications de la Cour Permanente de Justice lntemalionale, serie 
AIB, no. 44, p. 24; en el mismo sentido las sentencias arbitrales en los casos MontijQ 
(1875), en John Bassct Moore, History and Digest of the lnternational Arbitrations 
io which the United Sbates have been a Parly, Washington, 1898, p. 1440, Y George 
Pinson (1928), en Naciones Unidas, Recueil des Sentellces Arbitrales> t. V. (1952, 
p. 393. 

200 Cf. Espínola Filho, lbid., t. VIII, p. 34, no. 1590. 
201 Decisión del 2 de febrero de 1981, proferida en la Carta Rogatoria no. 3345, 

en Diárjo da Justi~ del 11 de marzo de 1981. 
202 Nota Circular no. 8, del 23 de mayo de 1903, del Ministerio de Relaciones 

Exteriores a las Misiones Diplomáticas extranjeras, apud Briggs, lbid., pp. 70·71; 
y nota verbal no. 163/022.(88), del 12 de mayo de 19M, a la Embajada de Portugal. 

203 Artículo 6. Tratado citado en la nota .2 de la p. 4!í. 
204 Artículo 7. Tratado citado en la nota 3 de la p. 4.1'). 
:205 Artículo 7. Tratado citado en la nota 4 de la p. 45. 
206 Artículo 7. Tratado citado en la nota 5 de la p. 45. 
:!07 Artículo 7. Tratado citado en la nota ti de la p. 45. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



BRASIL 163 

versen sobre objeto eliminal, excepto cuando se trate de examen o de­
claración de testigos. 

Los Tratados de Extradición con Suiza 208 y 1\..1éxico209 y las Conven­
(:iones multilaterales para la Represión de la Falsificación de Moneda, 
de 19'29,210 para la Represión del Tráfico Ilícito de Drogas Nocivas, de 
1936,211 y para ~a Represión de la Trata de Personas y de la Explota­
ción de la Prostitución Ajena, de 1950,212 establecen la exención de pa­
go de los gastos, salvo cuando se trate de pericias. 

Finalmente, la Convención para la Represión de la Trata de Blan­
cas, de 1910,:113 y la Convención Internacional para la Represión de 
la Circulación y del Tráfico de Publicaciones Obscenas, de 1923,214 
otorgan una exención total del pago de gastos a las cartas rogatorias 
relativas a las infracciones previstas por ellas. 

Por su parte, al establecer que los interesados en la ejecución de car­
tas rogatorias de naturaleza privada deben pagar los gastos que las dili­
gencias ocasionen, el Código Bustamante215 parece exentar del pago las 
cartas rogatorias dt- naturaleza pública, como las relativas a cuestiones 
penales. 

En el Derecho brasileño no hay reglas escritas sohre el contenido ne­
cesario de las cartas rogatorias extranjeras, pero "[sJi las formalidades 
de la rogatoria se: someten al principio locus regit aclum~ un mínimo 
debe ser atendido, a fin de que la justicia brasileña pueda cumplir la 
diligencia. ..' Es necesario '.. que la carta rogatoria contenga [la J 
indicación precisa de las diligencias a ser realizadas, con la determina­
ción de sus vínculos con la demanda". 21'6 

Las cartas rogatorias deben ser formalmente dirigidas por el tribunal 
extranjero a "los tribunales brasileños"', aunque, como hemos visto, su 
tránsito. se efectúe desde el tribunal extranjero (por medio de los ca­
nales fijados por el orden jurídico al que pertenezca ese tribunal) a la 
Misión Diplomática extranjera en el Brasil)' de ahí al Ministerio de 
Relaciones Exteriores brasileño, que entonces la enviará al Presidente 
del Tribunal Supremo Federal para su exequatur:.'.17 

Otorgado el exequatw-~ el Tribunal Supremo Federal remitirá la car­
ta rogatoria al juzgado competente para realizar la diligencia depre­
cada. 

208 ArtÍCulo 17. Tratado citado en la nota 4 de la p. 52, 
'209 Artículo 15. Tratado citado en la nota 3 de la p. 52. 
210 Artículo 16. Convención citada en la nota 2 de la p. 7. 
211 Párrafo 7 del artículo 13. Convención citada en la nota 2 de la p. 7. 
212 Aiticulo 13. Convención citada en la nota 3 de la p. 6. 
2Ul Artículo 6, Convención citada en la nota 1 dc la p. 6. 
214 Artículo 3. Convención citada en la nota 1 de la p. 16. 
215 Artículo 393. La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso en 

\'igor el Código, está citada en la nota 1 de la p. 8. 
::1", 'lcnorio, [bid., lla. C(l., Rio de Janciro, 1976, 11, p. 381, no. 1218, 
~1. ef. llüggs, l/)id., Pi). 3;)-37. 
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El párrafo 2Q del artículo 784 del Código de Procedimiento Penal 
establece que esa remisión debe ser hecha al Presidente del Tribunal 
Superior del Estado, del Distrito Federal o del Territorio Federal don­
de la carta rogatoria debe ser diligenciada; pero el numeral X del ar­
tículo 119 de la Constitución del 24 de enero de 1967 (numeral X del 
artículo 125 de la Constitución con la redacción de la Enmienda Cons­
titucional no. 1, del 17 de octubre de 1969) determinó que los Juzga­
dos Federales, que ella instituía, tuviesen jurisdicción para ejecutar caY· 
tas rogatorias. Así es que el proceso de cumplimiento de cartas rogato­
rias está hoy totalmente contenido en el sistema judiciario federal. 218 

Las rogatorias son transmitidas directamente por el Tribunal Supre­
mo Federal al Juez Director del tribunal feeleral de primera instancia 
a uno de cuyos juzgados quepa realizar las diligencias deprecadas. 

Así examinadas las reglas que disciplinan la r.::alización, en el Bra­
sil, de no importa qué acto procesal integrante de un proceso penal ex­
tranjero, es menester estudiar en seguida ciertas reglas que no inciden 
sino en la realización de determinados tipos de diligencias. 

a) Notificación 

La palabra "notificación" es utilizada en este trabajo con la signifi­
cación amplia que le otorga Carnelutti al escribir que "[1) a notificación 
es actividad [procesal] dirigida a !levar un objeto al conocimiento de 
persona diversa del actuante" .2li 

Ahora bien, dentro de la hermenéutica jurisprudencial que reconoce 
que constitucionalmente el Presidente del Tribunal Supremo Federal es 
la única autoridad competente para, al decidir sobre las cartas rogato­
rias extranjeras, autorizar sea realizado en el Brasil cualquier acto in­
tegrante de un procedimiento jurisdiccional extranjero,220 el literal (d) 
del párrafo 1 del artículo 42 de la Convención sobre Tránsito Viap21 
causa un problema relativo a la notificación. 

Efectivamente, dicho literal dispone que la autoridad que, en una 
Parte Contratante, haya expedido el documento de habilitación de un 
conductor de vehículos, debe, siempre que se lo pida la autoridad com­
petente de otra Parte Contratante, notificar a tal conductor la decisión 
que haya sido adoptada con relación a ciertas infracciones por él co­
metidas en el territorio ue esa segunda Parte Contratante. 

Si interpretamos el literal como hábil a crear, para la autoridad po­
licíaca brasileña que haya expedido el documento de habilitación, la 

218 Tenorio, lbidem. 
21i Instituciones del Proceso Civil (lstituzioni del Processo Ci"l'i/e ltaliatlO, .ía. 

ed., Roma, 1956), trad. de Santiago Sentís Me1endo, 2a. ed., Buenos Aires, ]973, 1, 
p. 451, no. 310. 

220 e/. la parte 2.2.2. de este trabajo, wpra. 
221 Convención citada en la nota 4 de la p. 6. 
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obligación de notificar la decisión extranjera al titular del documento 
sin que previamente el ,Presidente del Tribunal Supremo Federal auto­
rice tal notificaóón mediante la otorga de exeqwllur al documento en 
que se la pida, tendremos que concluir por la inconstitucionalidad de 
la regla. 

Y, sin embargo, aplicaremos la regla exegética que establece que, siem­
pre que sea posible, debe interpretarse la ley por un modo que haga 
constitucional la medida que ella instituye,222 podremos concluir que el 
literal en examen crea, para la autoridad policíaca, la obligación de re­
querir al Presidente del Tribunal Supremo Federal el excquatur que 
ordene la realización de la notificación pedida por la autoridad ex­
tranjera. 

Esa hermenéutica es tanto más defensable cuanto el párrafo 2 del men­
cionado artículo 42 de la convenciún establece que las Partes Contra­
tantes dispondrán lo necesario para que se notifiquen a Jos interesados 
bs decisiones de que trata el literal (d) del párrafo 1, lo que parece 
dejar a dichas Partes una cierta libertad en la elección de los medios 
que hayan de utilizar para, de acuerdo al sistema jurídico vigente en 
cada país, realizar tal notificación. 

Ya hemos visto que el derecho brasilefio considera que los jueces bra­
sileños tienen e! monopolio de la realización, en el Brasil, de los actos 
integrantes de procesos jurisdiccionales extranjeros.!m De ahí deriva que 
la notificación hecha por correo a partir de un Estado extranjero sea 
considerada nula. 

Sobre este punto, cabe señalar que, si es verdad que, tal como lo obser­
vado con respecto a Suiza, "no hay un método efectivo para evitar ... 
la notificaciún por correo enviada uesde un país extranjero",224 el dere­
cho internacional público parece reconocer que, en casos como ese, el 
país de destino tiene el derecho de aprehender el documento.225 

Sea como fuere, es probable que, siempre que llegue a saber que una 
tal violación ocurrió, el Gobierno informe el país extranjero del hecho 
de que no acepta ese procedimiento. Esa fue la actitud del Gobierno, 
por ejemplo, cuando, en 1970, un tribunal americano envió por correo 

2:.l:! Cf. \\1'. \V. Willoughby, On the Constitution, 1910,1, p. 15, apud. Carlos Maxi­
miliano, Hermencutica e ApliClu;iio do Direito, 9a. cd., Rio de }aneiro, 1980, pp. 308· 
309. no. 367. Es la "interpretación confonne a la Constitución", de la que hablan 
ahora los tribunales y la doctrina alemanes (el. Karl Engisch, lntroducáo ao Pensa­
mento jw"ídico (Einlührung in das juristisehe Denken, 3a. OO., Stuttgart, 1964), trad. 
de J. Baptista Machado, 5a. ed., Lisboa, 1979, pp. 120 Y 134-135, nota 39. 

2:!.3 el. la parte 2.2.2. de este trabajo, retro. 
22. Max Guldener y Arthur R. Miller, "International Co-Operation in Litigation: 

Switzerland", en SMIIT (org.), lnternational eo-Opertaion in Litigation: Europe cit., 
p. 364. 

22::; el. e.g., el artículo 41 del Reglamento de Ejecución de la Convención de la 
Unión Postal dfl Américas y España, firmado en México el 16 de julio de 1966 y 
en el cual el Brasil es parte. 
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una notificación a un órgano público (la Superintendencia Nacional 
de la Marina Mercante) , demandado en una acción iniciada ante dicho 
tribunal.226 

b) Interrogatorio 

El artículo 19 del Código de Procedimiento Penal adopta la regla uni­
versalmente aceptada y por fuerza de la cual el proceso se rige por la 
[ex fori,221 y, por ende, la ejecución de un acto solicitado mediante carta 
rogatoria debe ser disciplinada por el derecho del Estado requerido.'" 

Ahora bien, el artículo 218 del Código establece que si, regularmen­
te emplazado. un testigo deja de comparecer, sin motivo justificado. a 
la audiencia fijada para su interrogatorio, el juez podrá solicitar a la 
autoridad policiaca la presentación de dicho testigo, o determinar que 
éste sea conducido por el alguacil, quien podrá solicitar ayuda a la fuer­
za pública. 

Por tanto, ese artículo es aplicable en el cumplimiento de las cartas 
rogatorias.229 

c) Aprehensi6n y entrega de documentos 

La palabra "documento" es utilizada en este trabajo con la significa. 
ción técnica de "cualquier cosa que represente la experiencia de un 
hecho" 230 y que, por ende, puede servir de prueba en un proceso penal. 

Así es que, aunque ningún acto de ejecución forzada ordenado por 
un tribunal extranjero pueda realizarse sin que el mandato por el cual 
dicho tribunal haya ordenado la realización del acto llene las condi­
ciones a las que la ley somete la posibilidad de ejecución, en el Bra­
sil, de las sentencias extranjeras,231 parece no ser ilegal que, al diligen­
ciar una catta rogatoria extranjera, un juez brasileño se incaute de cosas 

226 Brasil. Ministério das Rela!;oes Exteriores. Departamento de Assuntos Jurídi­
cos, Divisáo Jurídica. Relatório das Atividades da DivisiiO ]Ul'ídiea 110 Ano de 19iO 
cit., p. 7, no. 41 (texto policopiado). 

221 Para una exposición de la medida en que ese principio es dominante, el· 
István Szászy, lnt.ernational Civil Procedure, Leyden, 1967, pp. 204-231. 

22.8 La aplicación de esa regla a la ejecución de las cartas rogatorias ya era afjr­
mada por Bouhier ("Observations sur la Coutume du Duché de Bourgogne", en Oell­
vres de Jurisprudence de M. Bouhier Recueilles et Mises en Ordre par M. Joly de 
Bevy. Dijon 1787, l, pp. 77 Y ss.) Y Boullenois (Traité de la Personnalité, et de la 
Réalité des Loix, Coutumes, ou Sbtltus, par Forme d'Obsuvations, Paris, l, 1766, P 
546) , como lo hace notar Pocar (Ibid., p. 170, nota 52). 

229 Lo ap1icó, e.g., el Juez del 20. Juzgado Federal de la Sección Judiciaria del Es­
tado de Pernambuco, por auto del 17 de agosto de 1980 en el proceso de cumpli­
miento de la Carta Rogatoria no. 3238. 

230 Carnelutti, lbid.~ 1, p. 260, no. 166. 
231 C{. la parte 2 .. 2.2 de este trabajo, retro, especialmente el texto correspondiente 

a la nota 2 de la p. 43. 
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que puedan servil de prueba en un proceso penal y las haga entJ;egar 
al juez rogante. 

Efectivamente, el mandato por el cual el juez extranjero detennina 
la exhibición y, si esa no es voluntaria, la búsqueda y la aprehensión 
de alguna cosa hábil a servir de prueba, es una "orden" y no una "con­
minación", es deciI, provee sobre el proceso (sobre la prueba) y no so­
bre el litigio.232 

Además, el párrafo 19 del artículo 240 del Código de Procedimiento 
Penal faculta al juez para buscar documentos e incautarse de ellos, y 
ese artículo incide en el proceso de cumplimiento de carta rogatoria 
extranjera, según la regla del artículo 19 del Código.:!:>:> 

La entrega de documentos es asimismo prevista, aunque en términos 
generales, en los Tratados Bilaterales sobre Cartas Rogatorias conclui­
dos por el Bra'si1.234 

Más clara es la norma, encontrada en casi todos los Tratados de Ex­
tradición vigentes en el país, en el sentido de que, siempre que la extra­
dición sea concedida, todos los documentos que se relacionen con el 
acto delictuoso SC¡:ln aprehendidos y entregados, juntamente con el in­
culpado, al representante del Estado rcqueriente. 23!:i Algunos de esos Tra­
tados~:¡ti determinan que la entrega sea efectuada aun cuando la extra­
dición, ya concedida, no se haya podido realizar por moti va de fuga o 
muerte del inculpado. 

Tatnbién el Código Bustamante determina que la entrega de la per­
sona reclamada d~be hacerse- con todos los objetos que se encontraren 
en su poder y puedan servir para la prueba del delito que le sea impu­
tado Z37 y aclara que tal entrega podrá hacerse, si la -pidiere el Estado 

:!:J2 el. la parte 2 .. 2.2 de este trabajo, retr07 especialmente el texto correspondiellte 
a la nota 1 de la p. 45. 

:":33 GI. la parte 2 .. 2.2 de este trabajo, retro, especialmente el texto correspondiente 
a las notas 1 y 2 de la p. 65. 

:n14 Artículo 2 de los Tratados con Uruguay (citado en la nota 2 de la p. 45), 
Perú (citado en la nota 3 de la p. 45), Paraguay (citado en la nota 4 de la p. 45). 
Bolivia (citado en la nota 5 de la p. 45) Y Argentina (citado en la nota 6 de la 
p. 45). 

2:J!:i Artículo 13 del Tratado con Suiza, citado en la nota 4 de la p. 52; artÍCulo 7 
del Tratado con México, citado en la nota 3 de la p. 52; articulo 10 del Tratado 
LOn Chile, artÍCulo 12 del Tratado con Ecuador, artículo 12 del Tratado con Bolivia, 
artículo 12 del Tratado con Venezuela, artículo 12 del Tratado con Colombia y ar­
tÍCulo 12 del Tratado con Bélgica, todos citados en la nota 3 de la p. S; numeral 1 del 
artículo 20 del Tratado con Estados llnidos de América, firmado en Río de Janeiro 
el 13 de enero de 1961 y promulgado por el Decreto no. 55750, del 11 de febrero 
de 1965; y articulo 12 del Tratado con Argentina, citado en la nota l de la p. 8. 

:'::16 Artículo 10 del Tratado con Chile, artículo 12 del Tratado con Ecuador, ar­
tículo 12 del Tratado con Bolivia, artÍc:ulo 12 del Tratado con Venezuela y artículo 
12 del Tratado con Colombia, todos citados en la nota 3 de la p. S; Y artículo 12 del 
Tratado con Argentina, citado en la nota 2 de la p. S. 

231 Artículo 370. La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso en 
vigor el Código, est¡Í citada en la nota 1 de la p. 8. 
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solicitante de la extradición, aunque el detenido muera o se evada an­
tes de que ella sea efectuada.211S 

El caput del artículo 92 de la Ley no, 6815, del 19 de agosto de 1980, 
que, con la redacción que le dio la Ley no, 6964, del 9 de diciembre de 
1981, disciplina la extradición en general, no se refiere expresamente 
a documentos, pero establece que la entrega del inculpado se hará con 
los objetos e instrumentos del crimen encontrados en su poder, y el pá­
rrafo único de ese artículo agrega que dichos objetos e instrumentos 
podrán ser entregados independientemente de la entrega del inculpado, 

Algunos de los Tratados de Extradición vigentes en el Brasil contie­
nen reglas en que. aunque la palabra "documentos" no aparezca, deben 
ser interpretados como incluyentes de los documentos en la palabra "ob­
jetos", Así es que el Tratado con Bélgica (un acto que nunca emplea 
la palabra "documentos") ordena que los objetos que se relacionaren 
con el delito sean entregados al Estado requeriente;239 los Tratados con 
Suiza y México mencionan que los "objetos" que se relacionaren con el 
acto delictuoso y se hallen en poder de terceros serán también apre­
hendidos y entregados al Estado requeriente, si el Estado requerido 
pudiere disponer de ellos conforme a su legislación interna;::·tO los Tra­
tados con Chile, Ecuador, Bolivia, Venezuela, Colombia, Bélgica, Esta· 
dos Unidos de América y Argentina especifican que tales objetos serán 
recogidos, pero sólo serán entregados después de resueltas las excepcio­
nes formuladas por los interesados;241 los con Suiza y México dejan da· 
ro que la entrega de los "objetos" se efectuará aun en el caso en que 
la exU'adición, ya concedida, no haya podido llevarse a cabo.212 

El Código de Derecho Internacional Privado, que tampoco emplea la 
palabra "documentos", resume las reglas más frecuentemente encontra­
das cuando establece que, en cuanto fuere practicable con arreglo a las 
leyes del Estado que efeclúa la entrega de la persona reclamada, y res­
petados los derechos de terceros, dicha entrega debe hacerse con todos 
los objetos que Se encontraren en poder de tal persona y que puedan 
servir para prueba del delito,243 y agrega que esa entrega podrá hacerse, 

zas Artículo 371. 
'2'39 Artículo 12. 'Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
'240 Artículo 13 del Tratado con Suiza, citado en la nota 4 de la p. 52; )' artículo 

7 del Tratado con México, citado en la nota 3 de la p. 52. 
241. Artículo 10 del Tratado con Chile, artículo 12 del Tratado con Ecuador, ar­

ticulo 12 del Tratado con Bolivia, artículo 12 del l'ratado con Venezuela, artículo 12 
del Tratado con Colomb~a y articulo 12 del Tratado con 'Bélgica, todos citados en 
la nota 3 de la p. 8: numeral 2 del artículo 20 del Tratado Con Estados Unidos 
de América, citado en la nota 2 de la p. 67; y párrafo 1 del artículo 12 del Tratado 
con Argentina, citado en la nofa 2 de la p. 8. 

242 Artículo 13 del Tratado con Suiza, citado en la nota 4 de la p. 52; y articulo 
7 del Tratado con México. citado en la nota 3 de la p. 52. 

243 Artículo 370. La convención de Derecho Internacional Privado. que puso en 
vigor el Código, está citada ~n la nota 1 de la p. 8. 
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SI la pidiere el Estado solicitante de la extradición, aunque el detenido 
muera o se evada antes de que ella sea efectuada.244 

d) Aprehensión y entrega de objetos 

Así examinada h aprehensión y la entrega de documentos, como ta­
les considerados los objetos desde el punto de vista probatorio, es ne­
cesario estudiar los casos de aprehensión y entrega de objetos para fines 
distintos de la prueba. 

Sobre esta cuestión cumple mencionar en primer lugar el artículo 6 
del Protocolo de Acuerdo entre Brasil y Uruguay sobre el Valor y la In­
terpretación del Tratado de 7 de marzo de 1856 entre Brasil y Argentina, 
firmado en Río de Janeiro el 3 de septiembre de 1857. Efectivamente, 
ese protocolo especifica que, en caso de rebelión contra uno de los dos 
Gobiernos en el territorio de frontera, el otro Gobierno debe desarmar 
todos los revolucionarios que entren en su territorio y entregar sus ar­
mas, caballos y otlOS objetos propios para la guerra al Gobierno contra 
el cual se haya levantado la rebelión. 245 

Debe referirse en seguida que el artículo l? de la Convención sobre 
Deberes y Derechos de los Estados en caso de Luchas Civiles determi. 
na que los Estados contratantes puedan aprehender las armas encon­
tradas en poder de rebeldes involucrados en luchas civiles en otros Es­
tados contratantes y devolverlas una vez terminada la contienda al Esta· 
do en lucha civi1.246 

Finalmente, es necesario seña1ar que el artículo 11 de la Conven­
ción para la Represión de la Falsificación de Moneda determina que 
las monedas falsas y los objetos destinados por su naturaleza a la fa· 
bricación de moneda falsa o a la alteración de la moneda deben ser 
confiscados y, si 10 pidiere el Gobierno o el banco de emisión a cuya 
moneda se refiera, remitidos a dicho Gobierno o banco.:w 

Recuérdese, además, cuanto se ha dicho sobre la incautación y la 
entrega de objetos reglamentadas por los Tratados de Extradición en 
los que Brasil es parte, por el O'nligo Bustamante y por la Ley no. 
6815, de 1980, y agréguese que algunos de los Tratados de Extradición 
contienen una norma que establece que, en ciertos casos, cualquiera 
de las Partes Contratantes podrá, antes de fonnular una solicitación de 
extradición, pedir a la otra la apreht:nsión de los objetos relacionados 
con el delito imputado al inculpado. Los Tratados con Suiza, México 

244 Artículo 371. 
245 el. Relatório do Ministério de Negócios Estmngeiros (1858), Anexo E, no. 

!, p. 1. 
246 Convención firmada en La Habana el 20 de febrero de 1928 y promulgada 

por el Decreto na. 18956, del 22 de OCtubre de 1929. 
247 Convención citada en la nota 2 de la p. 7. 
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y Bélgica 248 restringen la medida a los casos de urgencia; los Tratados 
con Chile, Ecuador, Bolivia, Venezuela, Colombia y Argentina 24U di­
cen que tal pedido puede ser formulado siempre que lo juzgue conve­
niente la Parte Contratante que lo formule. El Tratado con los Es­
tados Unidos de América no somete el pedido a cualquier condición 1iiq 

y puede así ser clasificado en el segundo grupo. 
El párrafo 2 del artículo 9 de la Convención para la Represión del 

Apoderamiento Ilícito de Aeronaves, de 1970, establece que, cuando 
hubiere ocurrido o estuviere por ocurrir un apoderamiento ilícito de 
aeronave, todo Estado Contratante en el cual la aeronave estuviere 
presente devolverá sin demora dicha aeronave a sus poseedores legíti­
mos.'" Por su parte, el párrafo 2 del artículo !O de la Convención 
para la Represión de los Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Avia­
ción Civil, de 1971, establece que cuando, en virtud de la ocurrencia 
de un acto ilícito cOntra la seguridad de la aviación civil, un vuelo 
fuere retrasado o interrumpido, todo Estado Contratante en cuyo te· 
rritorio la aeronave y los pasajeros estén devolverá sin demora la ae­
ronave y su carga a sus poseedores legitimos.252 

Finalmente, el párrafo 3 del artículo 22 de la Convención sobre Sus­
tancias Psicotrópicas, de 1971, determina que cualesquiera sustancias 
o aparatos destinados a la práctica de cualquiera de los delitos men­
cionados en los párrafos 1 y 2 de dicho artículo estarán sujetos a incau­
tación y confisco.258 

Es posible discutir si la aprehensión o la entrega de objetos contem­
plados por las reglas citadas ofenderían el derecho de propiedad ga­
rantizado por la Constitución brasileña,254 o el debido proceso legal.255 

248 Artículo B, initium, del Tratado con Suiza, citado en la nota 4 de la p. 52; 
artículo 5, initium, del Tratado con México, citado en la nota 3 de la p. 52; y ar­
tículo 6, initium, del Tratado con Bélgica, citado en la nota 3 de la p. 8. 

249 Artículo 6, initium, de los Tratados con Chile, Ecuador, Bolivia, Venezuela y 
Colombia, todos citados en la nota 3 de la p. 8; Y artículo 6, initium, del Tratado 
con Argentina, citado en la nota 2 de la p. 8. 

250 Artículo 8, initium, del Tratado citado en la nota 2 de la p. 67. 
251 Convención citada en la nota 2 de la p. 17. 
252 Convención citada en la nota 4 de la p. 17. 
253 Convención citada en la nota 3 de la p. 10. 
254 El párrafo 22 del artículo 153 de la Constitución Federal del 24 de enero 

de 1967, con la redacción de la Enmienda Constitucional no. 1, del 17 de octubre de 
1969, asegura el derecho de propiedad, salvo el caso de expropiación por necesidad 
o utilidad pública o por interé~ social, mediante previa y justa indemnización en 
dinero. 

2til'i "Es nulo el proceso adminhtrativo sin oportunidad de defensa o con defema 
cercenada, como lo han decidido reiteradamente nuestros tribunales judiciales, con­
firmando la aplicabilidad del principio constitucional del debido proceso legal, o, 
más específicamente, de la garantía de la defensa (Hely Lopes Meirelles. "O 
Processo Administrativo (Teoría Geral - Processo Disciplinar e Processo Fiscal) " 
Revista Forense, t. CCLVI, pp. 26-27, no. n, quien liga esa garantía al párrafo L') 
del artículo 153 de la Constitución de 1967, con la redacción de la Enmienda Cons~ 
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Cuanto al derecho de propiedad, la opinión general es que, sin em· 
bargo de la garantía constitucional, el Estado puede confiscar bienes. 
como resultado de una condena pena1.256 pero si en el caso de la Con­
vención para la Represión de la Falsificación de Moneda y en el de 
la Convención sobre Substancias Psicotrópicas el inculpado debe ha­
ber sido condenado en el Brasil como condición para el confisco, en 
los casos de extradición escapa al control del Brasil el destino de los. 
objetos entregados al Estado requirente en un momento en que es po­
sible que aún no haya condena (hipótesis de extradición de indivi­
duos apenas procesados). Ya los revolucionarios probablemente no sean 
condenados jamás, pues no serán sometidos a proceso ni en el extran­
jero:.!J7 ni en el BrasiU;¡l:i 

Cuestión importante es si 10 que los Tratados de Extradición 25\l nom­
bran "objetos que se relacionaren con el acto delictuoso", el artículo 370' 
del Código de Derecho Internacional Privado nombra "objetos [que] 
sean producto del delito",''' y el caput del artículo 92 de la Ley no. 
6815, con la redacción de la Ley no. 6964, nombra "objetos del delito", 
incluye las cosas (y principalmente el dinero y otros valores documen­
tales) que hayan resultado sólo mediatamente de un hecho definido 
como delito, tales, e.g., el dinero obtenido con la venta de la res furtiva 
o la cosa comprada con dinero hurtado.261 

Hablanuo rigurosamente, sólo los casos disciplinados por el artículo 
370 del Código Bustamante deberían incluir las cosas y los valores sub· 
rogados al objeto del delito, pues sólo dicho artículo emplea la expre­
sión "producto del delito", generalmente interpretada como inc~uyente 
de tales cosas o valores.262 

titudonal no. 1, de 1969, que asegura defensa amplia a los acusados; en la p. 2-¡. 
nota 8, el autor refit'fe muchos precedentes judiciales en apoyo de la proposición 
que formula; en el mismo sentido Pontes de Miranda, Comentdrios a Constituil;ii'o 
de 1967 mm a ElIlenda 110. 1 de 1969, 2a. ed., San Pablo 1970·1971, V (1971)" pp. 
235·236. 

256 Ct. Pautes de Miranda, [bid., pp. 427-428. 
257 La Constitución y todos los Tratauos de Extradición vigentes en el Brasil 

determinan que la extradición no sea concedida, por delitos polílicos (cf. Gilda 
Macic1 Correa Meyer Russomano, A Extradic;á'O 110 Direito Internacional e no Dj­
reito Brasileiro, 2a. oo. de Aspectos da Extradir;;iío no Direito Intemaciorw.l Público, 
Rio de janeiro, 1973, p. 106). 

258 No es punible en el Brasil la rebelión de extranjeros, t"n el exterior, contra 
un Estado extranjero. 

259 Cf. las notas 3, 4 Y 5 de la p. 70. 
~60 La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso en vigor el Có­

digo, está citada en la nota 1 de la p. 8. 
2t11 Esa cuestión ha sido objeto de amplia controversia en Alemania, con respecto 

a la caracterización del receptador ACf. ENGISCH, lbid., pp. 104-·110). 
262 el. Roberto Lyra, en Nelson Hungria et dli¡ Comentdrios do Código Penal,. 

II, Rio de janeiro, 1942, pp. 462-463, no. 91; y Nelson Hungria, lbid., VII, 4a. OO., 
Rio de janeiro, 1980, p. 305, no. 105, aquí cuanto a la caracterización del recep­
tadot. 
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Sin embargo. parece que la tendencia jurisprudencial sería para in­
terpretar con el mismo efecto las demás reglas sobre el punto. Así es 
que, en un caso disciplinado por el Tratado de Extradición con Es­
tados Unidos de América, el Tribunal Supremo Federal ha implícita­
mente considerado legítimo el embargo del depósito que una persona 
reclamada por el delito de apropiación indebida poseía en un ban­
CO.263 

Sea como fuere, si para el embargo cautelar de las referidas cosas o 
de los referidos valores bastan los indicios vehementes de que su prove­
nenda sea ilícita. 2G4 Parece que, para la entrega, debe ser necesario que 
se haya probado esa ilicitud. 

En lo que atañe a la garantía de la defensa en los procesos adminis­
trativos destinados a reintegrar en la posesión de una aeronave o de su 
carga los poseedores legítimos, parece que no se deben interpretar el 
párrafo 2 del artículo 9 de la Convención para la Represión del Apo­
deramiento Ilícito tle Aeronaves y el párrafo 2 del artículo 10 de la 
Convención para la Represión de los Actos Ilícitos contra la Seguridad 
de la Aviación Civil como hábiles a suprimirla. En consecuencia, será 
necesario facultar siempre al presunto secuestrador de la aeronave la 
oportunidad procesal de probar que no lo es, sino que su posesión es 
legítima. Es evidente que, ex vi de la garantía inscrita en el párrafo 
49 ele! artículo 15" de la Constitución Federal de 1967, con la redac­
ción de la Enmienda Constitucional no. 7, del 13 de abril de 1977, y 
según la cual la ley no podrá excluir de la apreciación por el Poder. Ju­
dicial cualquier lesión a derecho individual, el interesado podrá SIcrn-

. . 1 'ó 26[; pre recurrir a los tnbunales para ser mantenlC o en su posesl n. 
A pesar de todo, no fue posible encontrar cualquier decisión judicial 

u obra doctrinal que, a la luz de las garantías enumeradas en todas la~ 
Constituciones del Brasil, desde la primera (1824), cuestionara la cons­
titucionalidad de cualquiera de las normas legales o convencionales aquí 
consideradas. 

En los casos regidos por el Protocolo de 1857 con Uruguay, por la 
l..ollvención sobre Derechos y Deberes de los Estados en caso de Luchas 
Civiles, o por las Convenciones para la Represión de la Falsificación de 

263 Decisión proferida el 22 de mayo de 1974 por la Sala Plena del Tribunal Su· 
premo Federal en el pedido de, Habeas Corpus no. 52251 (en Revista Trimestral de 
Jurisprudencia del Tribunal Supremo Federal, t. LXXI, pp. 349-353). 

264 Dictum del Ministro Xavier de Albuquerque, en su voto sobre el pedido de 
Haboos Corpus no. 52251, citado en la nota anterior. en Revista Trimestral de Juris­
prudencia cit., t. cit., p. 353. 

265 La Sala Plena del Tribunal Supremo Federal ya ha decidido. a la unani· 
midad, que el Presidente de la República no podía, para atender a una solicitación 
de un Estado extranjero, ordenar el embargo de una barcaza de propiedad privada. 
respecto a la posesión de la cual existia un litigio (decisión del lo. de júnio de 
1977 en el Mandado de Seguran~ (juicio de amparo) no. 20113, en Revt.\ta Tri· 
mestral de Jurisprudencia del Tribunal Supremo Federal, t. LXXXV, pp. 50·69. 
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lVloneda, del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves, de 1m. Actos Ilícitos 
contla la Seguridad de la Aviación Civil o del abuso de Substancias Psi­
nHrópicas no existe solicitación de un Estado extranjero. La obligación 
de aprehender las armas, los caballos, los objetos propios para la gue­
na o para la f2bricación de moneda falsa, las aeronaves y su carga y 
las substandas y aparatos destinados a la práctica de los delitos men­
cionados en los párrafos 1 y 2 del artículo 22 de la Convención sobre 
Substan<:ias Psicotrópicas, y, en todos los casos excepto el último, en­
tregarlos a un Estado extranjero o a particulares, funciona ex vi legis y 
!lO depende de cualquier acción del Estado extranjero interesado. 

Otro tanto ocurre con los casos regidos por los Tratados de Extradi­
ción, por el Código de Derecho Internacional Privado o por la Ley no. 
6815, siempre que la extradici6n sea realizada. 

No es así, sin embargo, en los casos regidos por el Código Bustamante 
o por la Ley no. 6815 y en los cuales, aunque concedida la extradición, 
la entrega del inculpado no se efectúa. Tampoco la aprehensión ele los 
objetos es efectuada ex offido en los casos, regidos por los Tratados de 
Extradición, en los cuales dicha aprehensión depende de la concesión 
y del mismo pedido de la extradición. 

Los Tratados de Extradición varían en la regulación del procedimien­
to de transmisión del pedido de aprehensión de los objetos previa a la 
decisión sobre ]a concesión de la extradición. Así es que los Tratados 
con Suiza y México declaran expresamente que el pedido puede ser 
hecho por vía postal o telegráfica;2f,6 los Tratados con Chile, Ecuador, 
Bolivia, Venezuela, Colombia, Bélgica y Argentina admiten la transmi­
sión "de Gobierno a Gobierno" (además de la transmisión por medio 
de los agentes diplomáticos) ,2G7 es decir, en último análisis aquí tam­
bién por vía postal o telegráfica. Todos 105 Tratados admiten la trans­
misión fXlr vía diplomática, y los con l\'féxico y los Estados Unidos de 
América también la transmisión por la vía consular.268 El Tratado con 
Colombia admite la transmisión por "agentes consulares ue carrera".2r,II 

e) Restricciones a la libertad individual de movimiento 

La libertad de movimiento es ciertamente la libertad que está en 
la base de todas las demás. Por eso, el párrafo 12 del artículo 153 de la 
Constitución Federal del 24 de enero de 1967, con la redacción de la En-

26!l Articulo 8 del Tratado con Suiza. citado en la nota 4 de la p. 52; y artÍCulo 
S del Tratado con México, citado en la Ilota 3 de la p. 52. 

267 Articulo 6 de los Tratados con Chile, Ecuador, Bolivia, Venezuela, Colombia 
y Bélgica, todos citado~ en la nota 3 de la p. 8; y artículo 6 del Tratado con Argen­
tina, citado en la nota 2 de la p. 8. 

~IIS Artículo 5 del Tratado con México, oitado en la nota 3 de la p. 52; y artículo 
8 del Tratado con lo:;. Estados Unidos de América, citado en la nota 2 de la p. 67. 

2119 Articulo 6. Tratado citado en la nota .3 de la p. 8. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



174 LUlZ DILERMANDO DE CASTELLO CRUZ 

mienda Constitucional no. 1, del 17 de octubre de 1969, garantiza 
que la prisión o la detención de cualquier persona será inmediatamente 
comunicada al juez competente, quien la revocará si no fuere legal. Pa~ 
rece que esa regla alcanza todo tipo de restricción a la libertad indivi­
dual de movimiento270 y, por ende, los casos que vamos a estudiar en 
seguida. En todos esos casos, la autoridad que ejecuta la medida de 
restricción a la libertad de movimiento es una autoridad federal, razón 
por la cual competente para controlar la legalidad de la restricción en 
dichos casos es siempre la Justicia Federal. 

1) Restricciones cautelares a la libertad individUlLl de movimiento 

La expresión "restricciones cautelares a la libertad individual de mo­
vimiento" es utilizada en este trabajo para significar las re::.tricciones a 
la libertad individual de movimiento que se constituyen en un medio 
para alcanzar ciertos fines distintos de la restricción en sí misma.271 

a) Internación de combatientes. Así es que, como una "medida de 
seguridad internacional, aplicada por el [Estado] neutral que la decreta, 
y cuyo fin es proteger y tornar efectivos sus propios derechos y obliga­
ciones, incapacitando las personas internadas para ejecutar actos hosti­
les, reincorporarse a las fuerzas armadas de que hacían parte, contri­
buir, directa o indirectamente, para la continuación de las hostilidades,272 
la internación de las tropas beligerantes que penetren en el territorio 
brasileño durante una guerra en la que el Brasil sea neutral debe ser 
realizada ex vi de1 artículo 11 de la Convención concerniente a los De­
rechos y Deberes de las Potencias y de las Personas Neutrales, firmada 
en La Haya el 18 de octubre de 1907, mientras la internación de los 
oficiales y de la tripulación de los buques beligerantes que no obedez­
can al orden de salir de un puerto brasileño debe ser realizada ex vi del 
.artículo 24 de la Convención concerniente a los Derechos y Deberes de 
las Potencias Neutrales en los Casos de Guerra Marítima, también fir­
mada en la Haya el 18 de octubre de 1907.'" Además, el artículo 19 
,lel Decreto-ley no. 2983, del 25 de enero de 1941, establece que el Go­
bierno brasileño internará en su territorio, hasta la terminación de la 
guerra, las personas pertenecientes a las fuerzas beligerantes de tierra, 
mar y aire y que, individual o colectivamente, penetren en su territorio, 
y bien así los oficiales y tripulantes de los vasos de guerra, de los navíos 
.considerados auxiliares de éstos, y de las aeronaves militares, en los 

270 el. Pontes de Miranda, [bid., V (1971), pp. 223-224. 
271 Ese concepto está inspirado por el de "proceso cautelar", adoptado por 

'Carnelutti (Ibid., 1, p. 87 no. 42) al clasificar el proceso civil según que la regla­
mentación del conflicto de intereses sea su fin mediato o inmediato. 

272 50. considerando del Decreto-ley no. ~983, del 25 de enero de 1941, que db­
pone sobre la internación de beligerantes. 

273 Conveuciolle:, promulgadas por el Decreto no, 10719. del 4 de febrero de 
1914. 
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casos en los que deban ser internados dichos vasos de guerra, navíos o 
aeronaves (rrclius: casos en que díchos vasos de guerra, navíos o aero­
naves, a pesar de notificados, no dejen el puerto o el territorio nacio­
nales) . 

La internación se aplica incluso a los heridos o enfermos desembar­
cados de las aeronaves sanitarias, como lo determinan el artículo 37 de 
la Convención para Mejorar la Suerte de los Heridos y Enfermos de las 
Fuerzas Armadas y el artículo 40 de la Convención para Mejorar la 
Suerte de los Heridos, Enfermos y Náufragos de las Fuerzas Armadas en 
el 1\1ar, ambas firmadas en Ginebra el 12 de agosto de 1949.'214 

Cuanto a lo~ heridos o enfermos que, prisioneros de uno de los be­
ligerantes, atraviesen el territorio neutral, el artículo 14 de la Conven­
ción concerniente a los Derechos y Deberes de las Potencias y de las 
Personas Neutrales autoriza la potencia neutral a libertarlos de su con­
dición, pues determina su internaóón,215 y otro tanto lo determina el 
párrafo único del artículo 2'1 del Decreto.ley no. 2983, de 1941. 

b) Internación de persorWls vinculadas a m.ovimientos subversivos. 
Ex vi del artículo 3 del Convenio relativo a la 1\fanutención del Orden 
Interno, firmado en Río de Janeiro el 13 de abril de 1926 y vigente 
cntre el Brasil y Venezuela, el Gobitrno brasileño, siempre que notifi­
cado por el Gobierno venezolano de una alteración en el orden interno 
de Venezuela, procederá a intenlar las personas que, encontrándose 
cn una zona fronteriza de sesenta kilómetros, sean notoriamente diri­
gentes del movimiento subversivo, y a las que, estando vinculadas a ese 
movimiento, se dispongan a incorporarse a él; el artículo 4 del Conve­
nio dispone que el Gobierno notificado interne cualquier fuerza o con­
tingente rebelde que se vea precisado a transponer la frontera, y el 
artículo 14, in fine, dice que la tripulación de cualquier embarcación 
armada en guerra a servicio de los rebeldes serán aplicadas las dispo­
siciones del artículo 4.~76 

La ejecución de las medidas no depende de solicitación. La simple 
comunicación de la existencia de la subversión da origen a la obliga­
ción de internar las personas vinculadas al movimiento subversivo. 

Normas de efecto semejante se encuentran en la Convención sobre 
Deberes y Derechos de los Estados en caso de Luchas Civiles, cuyo ar­
tículo 19 establece que los Estados Contratantes se obligan a internar 
toda fuerza rebe~de que traspase sus frontcras·:!;7 Como la Conven­
ción no requiere cualquier comunicación especial de la existencia de la 
lucha civil, esa existencia puede llegar al conocimiento de los Estados 

~7! COI}\'CnciOllt:s pmillulgadas por el Decreto no. 42121, del 21 de &eptiembre de 
19:)1. 

~;,) Convención citada en la nola 2 de la p. 76. 
~;" Comento promulgado por el Decreto no. 18012, del 6 de diciembre de 1927. 
~" COllvención citada en la BOla l ti!.:" la p. 70 
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Contratantes por cualquier forma; cuando tal conocimiento ocuna, na~ 
cerá una obligación de proceder a la internación. 

Cumple finalmente señalar que, por fuerza del artículo ~. de la Cnn­
vención sobre Asilo Territorial, firmada en Caracas el 28 de marzo de 
1954, el Estado que haya wncedido el refugio o asilo procederá, a re­
querimiento del Estado interesado, a la vigilancia o a la internación, 
hasta una distancia prudencial de sus fronteras, de aquellos refugiados 
o asilados políticos que fueren notoriamente dirigentes de un movi­
miento subversivo asi como de aquellos de quienes haya prueba de que 
se disponen a incorporarse a é1.27& 

e) Arresto cautelar para extradición o para la instauración de proceso 
penal. Con el fin de evitar el periculum in mora, todos los Tratados 
de Extradición vigentes en el Brasil proveen al arresto provisional de 
la persona reclamada. mientras el Estado reclamante no presenta el pe­
dido formal de extradición;279 otro tanto disponen el artículo 366 del 
Código de Derecho Internacional privado 280 y el artículo 82 de la Ley 
no. 6815. del 19 de agosto de 1980, con la redacción de la Ley no. 6964, 
del 9 de diciembre de 198!. 

Por su parte, el párrafo 2 del artículo 13 de la Convención relativa 
a Infracciones y a Ciertos Otros Actos Practicados a Bordo de Aerona­
ves. firmada en Tokio el 14 de septiembre de 1963,2!11 el párrafo 1 del 
artículo 6 de la Convención para la Represión del Apoderamiento Ilí­
cito de Aeronaves, de 1970,'" y el párrafo 1 del artículo 6 de la Con­
vención para la Represión de los Actos Ilícitos contra la Seguridad de 
la Aviación Civil, de 1971,'" disponen que, si un Estado Contratante 
considera que las circunstancias 10 justifican, procederá a la detención 
o tomará otras medidas para asegurar la presencia de la persona que se 
presuma que ha cometido uno de los actos a que se refieren dichas Con­
venciones, y agregan que la detención y demás medidas se llevará a 

27S Convención promulgada por el Decreto no. 55929, del 14 de abril de 1%5. 
27& Artículo 10 del Tratado con Per\l, firmado en Río de Janeiro el 13 de febrerO 

de 1919 y promulgado por el Decreto no. 15506, del 31 de mayo de 19'22; artÍCulo I 
del Protocolo Adicional al Tratado con Uruguay, firmado en Montevideo el 7 de 
diciembre de 1921 y promulgado por el Decreto no. 17572, del 30 de nOviembre 
de 1926; cafrut del artículo 1 del Tratado con Paraguay, finnado en Asunción el 
24 de febrero de 1922 y promulgado por el Tratado no. 16925, del 27 de mayo de 1925; 
artículo 8 del Tratado con Suiza, citado en la nota 4 de lal, p. 52; artículo 5 del 
Tratado con México, citado en la nota 3 de la p. 52; articulo 6, initium, de los 
Tratados con Chile, Ecuador, Bolivia, Venezuela, Colombia y Bélgica, todos citados 
en la nota 3 de la p. 8; artículo 8, initium, del Tratado con los Estados Unidos de 
América, citado en la nota 2 de la p. 67; y caput del artículo 6 del Tratado con Ar­
gentina, citado en la nota 2 de la p. 8. 

280 La convención de Derecho Internacional Privado, que puso en vigor el Có-
digo. está citada en la nota l de la p. 8. 

281 Convención promulgada por el Decreto no. 66520, del 30 de abril de 1970. 
'82 Convención citada en la nota 2 de la p. 17. 
283 Convención citada en la nota 4 de la p. 17. 
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cabo de acuerdo con las leyes de tal Estado y se mantendrán solamente 
por el periodo que sea razonablemente necesario a fin de permitir ]a 

iniciación de un proceso penal o de un proceso de extradición. 

2) Restricciones definitivas a la libertad individual de movimientos 

La expresión "restricciones definitivas a la libertad individual de mo­
vimiento" es utilizada en este trabajo para significar las restricciones a 
la libertad individual de movimiento que, jurídicamente, no son un fin 
en sí mismas.:ll< l 

a) Arresto de desertores. No hay en el derecho brasileño regla ge­
neral que establezca el arresto de desertores de fuerzas armadas extran­
jeras. En verdad, un examen uel derecho predominante actualmente 
en el mundo muestra que las infracciones militares en principio no au­
torizan la extradición,2.'lá lo que indica que dichas infracciones sólo son 
relevantes para el sistema jurídico en el que ocurren; ha sido empero 
sefialado que 10& negocios jurídicos internacionales sobre asuntos mili­
tares a vetes determinan la extradición de los inculpados de delitos mi­
litares, y pueden llegar a disponer que la e·ntrega de tales personas sel 
efectuada sin cualquier proceso formal de extradición.:l86 

Está vigente en el Brasil un negocio jurídico internacional sobre el 
arresto de desertores extranjeros. Es el Tratado de Amistad, Comercio y 
Navegación con Argentina, firmado en Panamá el 7 de marlo de 1856, 
y cuyo artículo 9 dice que cada Parte Contratante se obliga a arrestar y 
entregar los soldados o marinos desertores reclamados por los cónsules 
o vicecónsules de la otra.:.!~7 Esa cláusula ha sido interpretada como in­
cidente sólo en la !lituación de la tropa, y no así en la de los oficiales.2

>!lJ.; 

Es menester señalar que, mientras el arresto y la entrega de deserto­
res de las fuerzas de tierra sólo tiene por finalidad la cooperación en 
la aplicación de! derecho disciplinario del Estado extranjero, el arresto 
y la entrega de miembros de la tripulación de un buque, militar o mer­
cante, tiene todavía por finalidad permitir que el buque siga viaje, para 
lo cual es. necesaria una tripulación completa. 281l 

Es, en consecuencia, comprensible que el Derecho brasileño contenga 

2~4 Cf. la parte 2'.2.2.5.1. de este trabajo, retro. 
$; ef. Hans Schultl, .. Rapport Général Provisoirc sur la Question IV pour 1e xe. 

Cougres lnternalional de Droit Pénal", Revue lnternationale de Droit Penal
7 

t. XXXIX, 
pp. 808-80'J; Y "Conclusions" du Xe. Congrios IntCTnationaJ de Droit Pénal", Re-i.lue 
[lIf.ernrítiO)w!e de Droit Penal, t. XLI, pp. 13·14, conclusión VI. 

:.!'H; Cf. SChultz, [bid. 
2H7 ef. Relatúrio do Ministério de Negócios Eslrallgeiros (mayo de 1857), Ant·,,·) 

j, no. 1, p."l. 
2~S el. GemIdo Eulalio do Nascimento e Silva, "Desercao de Tripulantes", n(.~ 

vista FOrellS.f:, t. (:XXXII, p. :167. 
2¡..U .C/. Irizrri \' Puente, Tm.jté sur les Fallctio1l.l" [nlrf1wliollflles des Consuls, }'a" 

ris, 1937, p. 397. ' 
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más disposicion~s sobre el arresto de miembros de la tripulación de bu­
ques de guerra extranjeros (y sobre el arresto de miembros de la tripu­
lación de buques mercantes y de aeronaves, de guerra o mercantes) que 
sobre el arresto de desertores de las fuerzas de tierra extranjeras. 

Así es que, además de deber aplicar el artículo 9 del Tratado de Amis­
tad. Comercio y Navegación con Argentina, que incluye el arresto de 
los marineros militares tanto cuanto el de los so!dados. el Brasil, por 
ser parte en la Convención de Derecho Internacional Privado, debe apli­
car la regla del artículo 361 del Código llustamante, ex vi de la cual 
los cónsules generales, cónsules, vicecónsules o agentes consu~ares pue­
aen pedir que se arreste o entregue a bordo de un buque o aeronave de 
su país a los oficiales, marinos o tripulantes de sus naves o aeronaves 
de guerra o mercantes que hayan desertado de ellas. 290 

Finalmente, el numeral II del artículo 319 del Código de Procedi­
miento Penal establece que pueden ser arrestados los extranjeros deser· 
tores de buques de guerra o mercantes que estén en puertos nacionales. 

El que no sean arrestados los tripulantes nacionales es una excep­
ción contemplada otrosí en el Código Bustamante,291 aunque no en el 
Tratado de Amistad, Comercio y Navegación_ En todo caso, es muy 
improbable que tal excepción tuviese ocasión de ser aplicada en alguna 
hipótesis alcanzada por ese Tratado, pues los brasileños en principio 
no serían miembros de las fuerzas annadas argentinas (salvo casos de 
doble nacionalidad, o de mercenarios) . 

Nascimento e Silva señala que en general los juristas no se ocupan 
de la deserción de los miembros de la tripulación de las aeronaves mi­
litares o civiles, y que la práctica internacional no presenta casos sobre 
tal tipo de deserción, todo probablemente porque ella sea más bien 
rara_'" Aún así, el Brasil tiene, por fuerza del artículo 361 del Código 
de Derecho Internacional Privado, la obligación internacional de arres· 
tar y entregar los desertores de las aeronaves civiles o militares regís. 
tradas en otro Estado parte en la Convención de Derecho Internacio­
nal Privado. 

U n pedido formal presentado por un funcionario consular del Esta­
tado interesado es necesario en los casos disciplinados por el Código de 
Derecho Internacional Privado o por el Código de Procedimiento Pe­
nal. Ese hecho ha sido citado para justificar que no se considerara la 
entrega de desertores como un caso de extradición, ya que la extradi­
ción puede siempre ser pedida por vía diplomática y sólo ocasional­
mente por vía consular, mientras aquí la regla es que la vía consular, 
y no la diplomática, debe ser siempre empleada_'" 

290 La Convención de Derecho Internacional Privado. que puso en vigor el có· 
digo, está citada en la nota 1 de la p. 8. 

291 Artículo 345. 
292 lbid. 
%93 Nascimento e Silva, ¡bid., p. 364. 
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El Tratado de Amistad, Comercio y Navegación con Argentina no 
e!'.pecifica cuál es el procedimiento para pedir el arresto de los desertore:'> 
a los que se refiere, pero el artículo 362 del Código Bustamante deter­
mina que, para obtener el arresto y la entrega de desertores, los fun­
cionarios consulares exhibirán a la autoridad local correspondiente, de­
j;'lI1dole además copia auténtica, los registros del huque o aeronave, rol 
de tripulación o cualquier otro documento oficial en que la solicitud 
se funde. 294 

En los casos que no caen bajo cualquier negocio jurídico internacio. 
nal, el reglamento brasileño del procedimiento de arresto de desertores 
consta de una carta circular enviada el 22 de junio de 1868 por el Mi. 
ni,terio de Negocios Extranjeros al Jefe de Policía de Río de Janeiro 
) a los Gobernadores de las Provincias del Imperio, la que dispone que 
lo) cónsules extranjeros deben presentar sus pedidos por escrito y acom· 
pañados del registro del buque (que debe probar que él tiene la nacio. 
nalidad del Estado que envía el cónsul) y el rol de la tripulación (que 
debe probar que el desertor es un miembro de dicha tripulación).295 

Aunque en principio los documentos extranjeros presentados para 
so¡x>rtar la acción de autoridades brasileñas deban haber sido previa­
mente autenticados por funcionarios consulares nacionales,296 parece co­
rrecto admitir que, en las hipótesis previstas por el numeral 11 del ar_ 
tículo 319 del Código de Procedimiento Penal, los documentos cursa· 
dos por los cónsules extranjeros tengan a su favor una presunción juris 
et de jure de autenticidad, a la semejanza de lo que ocurre can las car­
tas rogatorias tramitadas por vía diplomática. 297 

El párrafo 10 del artículo 319 del Código de Procedimiento Penal 
dice que el arresto será solicitado a la autoridad policial, y debe enten­
derse que dicha autoridad es la que integra el Departamento de Policía 
Federal, del Minislerio de Justicia, pues el literal (a) del numeral VIII 
del artículo 89 de la Constitución Federal del 24 de enero de 1964, con 
la redacción de la Enmienda Constitucional no. I del 17 de octubre de 
1969, establece que compete a la policía federa! ejecutar los servicios 
de policía marítima, aérea y de fronteras, y el literal (h) del numeral 
IV del artículo 10 del Decreto no. 73332, del 19 de diciemhre de 1973, 
que organiza aquel Departamento, aclara que tal competencia incluye 
la de prevenir y reprimir las infracciones a las normas de ingreso y per_ 
manencia de extranjeros en el Brasil, lo que se entiende que abarca el 
arresto de 105 desertores. 

294 La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso en vigor el có· 
digo, está citada en la nota 1 de la p. 8. 

295 el, Nascimento e Silva, Ibid. 
296 el. la parte 2.2.2. de e,te trabajo, retro; especialmente el texto correspondiente 

a la nota 1 de la p. 48. 
297 el. la parte 2.2.2. de este trabajo, retro, especialmente el texto corre.~polldjt"lltt" 

a la nota 1 de la p. 51. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



180 LUIZ DlLERl\lANDO DE CASTELLO CRUZ 

En su calidad de órgano del Poder Ejecutivo Federal, el Departamen­
to de Policía Federal está obligado a atenerse a las normas constantes 
de los artículos 18 y 19 del Reglamento para cJ Oficio de Traductor 
Público e Intérprete Judicial, aprobado por el Decreto no. 13609, del 
21 de octubre de 1943,298 y, por ende, a exigir que los documentos pre· 
sentados para justjficar el arresto sean traducidos al portugués por el 
modo determinado en aquel Reglamtnto. Dichos documentos deberían, 
otrosí, ser registrados en el Registro de Títulos y Documentos, según 
dispone el numeral 6 del artículo 129 de la Ley no. 6015, del 31 de 
diciembre de 1973,299 pero parece que, en la práctica. tal registro pro­
bablemente no sea hecho. 

b) Arresto necesario a la extradición o basado en una extradición an­
terior. El articulo 81 de la Ley no. 6815 del 19 de agosto de 1980 con la 
redacción que le ha dado la Ley no. 6964 del 9 de diciembre de 1981 
establece que el Ministerio de Relaciones Exteriores cursará las solici· 
tudes de extradición 300 (recibidas de Estados extranjeros) al 'Ministerio 
de Justicia, que determinará el arresto de la persona reclamada y la 
pondrá a la disposición del Tribunal Supremo Federal. Esa corte, en 
uso de la competencia que le atribuye el Jiteral (g) del numeral 1 del 
artículo 119 de la Constitución Federal del 24 de enero de 1967, con 
la redacción de la Enmienda Constitucional no. 1, del 17 de octubre de 
1969, juzgará si debe o no ser concedida la extradición. 

Algunos Tratados de Extradición en ·los que el Brasil es parte'" y 
el artículo. 93 de la Ley proveen que la persona que, después de ser en­
tregada al Estado requeriente como resultado de una extradición, logre 
substraerse a la acción de la justicia y nuevamente se refugie en el te­
rritorio brasileño, será detenida, mediante petición, y entregada de nu.:::­
va, sin otras fonualidades, al Estado al cual ya se haya concedido su 
extradición. 

f) Entrega de personas 

La regla del Jiteral (g) del numeral 1 dd artículo 119 de la Consti­
tución Federal de 1967, con la redacción de la Enmienda Constitucio· 
nal no. 1, de 1969,302 se basa en "las consideraciones debidas a ia li.' 
bertad individual; que en [la decisión judicial sobre los pedidos de 

21!~ Cf. la parte 2.2.2. de este trabajo, retro, p. 51. 
,299 C/. la p~rte 2.2.2. de este trabajo, retm, p. 54-5.5. 

300 De la extradición en general se tratará en la parte 2.2.2.6.2. de este, trabajo, 
238 in/ra. 

301 Artículo 14 del Tratado con Suiza, citado en la nota 4 de la p. 52; artículo 
12 del Tratado con ~éxico, citado en :la Dota·3 de la p. 52; artículo IO"de los Tra­
tados con Ecuador, Bolivia, Venezuela y Colf¡)mbia,' todos citados' en la nota 3 de la 
p. R; artículo 18 del Tratado con los Estadoo lJnidos. ,de América, citado en la nota 
2 de.)a,.p., 67,; y articulo 16 del Tratado. con. Argentina, citado en la nota 2 de 
la p. 8. 

302 Cf. la, parte .2.2.2.5.2.2. de. este trabajo. ,supra. 
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extradición] parcLC:. efectivamente más bien salvaguardada [que en una 
decisión gubernali\'a]".303 

Ahora bien, el artículo 63 y el numeral 1 del caput del artículo 75 
de la Ley no. 6815, de 1980, con la redacción de la Ley no. 6964, de 
J981, determinan que no se proceder:i respectivamente a la deportación 
(exclusión del territorio brasileJio de las personas que en él estén en 

situación inmigratoria irregular) y a la expulsión (exclusión del terri­
torio brasileño de" las personas cuya conducta las torne nocivas a los 
intereses nacionales) si una u otra implicare extradición que la ley bra­
~ileíla no admita. 

Los .artículos citados. que crean "[uJn mínimo razonable de protec­
ción del individuo" 304 contra su entrega arbitraria a un Estado extran­
jero. consagran una orientación jurisprudencial anterior305 y su alcance 
ha sido definido en un caso concreto por el ~rribunal Federal de Re­
<..:ursos,a06 que entonces dejó claro a) que en el concepto de "extradición 
que la ley brasilcíla no admita" caben "no solamente las extradiciones 
prohibidas por motivos substantivos, tales como la prescripción o la na­
turaleza política del delito, sino también aquellas en que la imposibili­
dad de la medida resulta de [un] factor adjetivo, como ocurriría en el 
caso de negativa por defecto documental no corregido en tiemJX> hábil, 
o todavía extensión extrema - en el caso en que todo lo que frustra. ex 
radice, la extradición, es la circunstancia sencilla de no poder el Estado 
interesado formalizar el pedido mismo, según ... su legislación interna 
r. la que, por ejemplo, exige, para el pedido, la existencia de tratado, 
como única basis posible de una oferta de reciprocidadJ";307 b) que "no 
es ". necesario que [el Tribunal Supremo Federal] tenga ya negado la 
extradición para que ella sea clasificada como inadmisible para la ley 
brasileña";'" y e) que la prohibición legal veda así la deportación o 
la expulsión para el Estado mismo al que interesaría la extradición 

303 Antonio Quintana Ripollés. Tratado de Derecho Penal Internacional e Inter­
nacional Penal, Madrid. 1955-1957. II (19.~7). p. 199. 

:W4 José Francisco Rezek, "Variantes da Extradi¡;;io ,e Direitos Humanos", Arqui­
vos do Ministério da Justj9a, t. eLl, p. 76. 

305 Decisión proferida el 21 de junio de 1967 por la Sala Plena del Tribunal Su­
premo Federal en el pedido de Habeas Corpus no. 44329 (en Rc"ista Trimestral de 
Jurisprudencia del Tribunal Supremo Federal, t. XLIII. pp. 74·78); Vicente Ma­
rotta Rangel menciona otra decisión del Tribunal Supremo Federal en el mismo 
sentido (Informe del Brasil a la Sesión Preparatoria del X Congreso de la Asocia­
ción Internacional del Derecho Penal [X Congreso Internacional de Derecho Penal], 
realizada en el Instituto ~lax Planck dc Derecho Penal Extranjero e Internacional 
en Freiburg-in-Brisgall del 2:1 ai 27 ele ahril de 1%8, en Revuc lllternacionale 'le 
Droit P¿nal, t. XXXIX, p. 478). 

:l()(; Decisión proferida el 20 ·de junio de 1974 en el pedido de Habeas Cortms 
no. 3345, en Diário da ]/I.\lir;a del 7 de octubre de 197:1. p. 7252. 

:lO. Rezek, lbid., p. 78 . 
.. h Ibid. 
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como para cualquier otro Estado de donde el inculpado pudiere ser ex­
traditado para aquél. $09 

1) Entrega sin proceso judicial. Hay, sin embargo, casos en que el 
derecho brasileño admite la entrega de personas a un Estado extranjero 
sin previo proceso judicial. 

El primer caso es el de los desertores, que ya hemos examinado 310 (en 
el caso de las personas ya extraditadas y que logran fugarse:Jl1 no se pue· 
de decir que no haya habido proceso judicial); otro es el de las per­
sonas acusadas o condenadas por delitos comunes y que se refugiaren 
en misiones diplomáticas, navíos de guerra, campamentos o aeronavc,s 
militares. El artículo 1 Q de la Convención sobre Asilo, firmada en La 
Habana el 20 de febrero de 1928,'" y el artículo 19 de la Convención so­
bre Asilo Político, firmada en Montevideo el 26 de diciembre de 1933,:m 
determinan que esas personas sean entregadas tan pronto como lo re­
quiera el Gobierno local. 

El artículo 2Q de la Convención de 1933 aclara que compete al Estado 
que brinda el asilo calificar la conducta de la persona reclamada, pero 
la Convención de 1928 nada dispont sobre esa cuestión, lo que llevó a 
una controversia entre Colom bía y Perú cuanto a su in terpretación. Esa 
controversia fue decidida por la Corte Internacional de Justicia en el 
sentido de que el Estado que concede el asilo diplomático puede pro­
ceder a la calificación de la conducta del asilado, pero el Estado terri­
torial puede impugnar dicha calificación; de ahí que en tal caso se cree 
un litigio que sólo puede ser resuelto con los métodos de Jos procedi­
mientos jurídico-iflternacionales.3H 

El caso de los desertores y en el de los refugiados en misiones diplo­
máticas, navíos de guerra, campamentos o aeronaves militares están pre­
vistos en negocios jurídicos internacionales aprobados por el Poder Le­
gislativo brasileño y que, por ende, tienen jerarquía de ley. No así la. 
entrega sin proceso judicial prevista en el artículo 8 del Protocolo Com­
plementario al Convenio de Asistencia Recíproca para la Represión del 
Tráfico Ilícito de Drogas que Producen Dependencia, firmado por Bra­
sil y Bolivia en 1978,'" que dispone que los investigadores de ambas. 
Repúblicas que llegaren a la frontera en persecución de algún sospe­
choso lo comunicarán de inmediato a las autoridades del otro país, a 
fin de lograr su captura y su entrega al órgano que originariamente lo, 
estuviese persiguiendo. 

La inconstitucionalídad de ese articulo (integrante además de un ne-

809 ¡bid. 
310 Cf. la parte 2.2.2.5.2.1. de este trabajo. retro. 
811 GI. la parte 2.2.2.5.2.2. de este trabajo, retro. 
312 Convención promulgada por el Decreto no. 18956. del 22 de octubre de 1929_ 
318 Convención promulgada por el Decreto no. 1570, del 13 de abril de 1937. 
314 Caso del Asilo Diplomático (1950), en Recueil des Arrels, Avis Consulta!il$­

et Ordonnances de la Corte Internacional de Justicia, pp. 274-288. 
31:1 Protocolo citado en la nota 3 de la p. ll. 
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gocio jurídico internacional que no fue promulgado en el Brasil) es 
evidente, pues el Poder Ejecutivo no tiene competencia constituciona1 
para legislar sobre restricciones a la libertad individual de movimiento. 

2) Extradición. La extradición, es decir, el arresto de una persoJ.l3 
y su entrega a un Estado extranjero donde se le mueve un proceso pe­
nal, es "el punto alto de la cooperación internacional en 105 procesos 
penales".316 

El Brasil está vinculado por Tratados de Extradición bilaterales con 
trece Estados - Uruguay,311 Perú,318 Paraguay,S19 Suiza,320 México,:m 
Chile,322 Ecuador52!1 Bolivia,3H Veneluela,325 Colombia,326 Bélgica,327 Es­
tados Unidos de América 328 y Argentina.329 

Además, el Brasil es parte en varios negocios jurídicos internaciona­
les multilaterales por fuerza de los cuales la extradición debe ser conce­
dida entre las partes y por ciertas clases de deli'tos. Esos negocios ju­
rídicos internacionales son la Convención para la Represión de l~ Trata 
de Biancas, de 1910,330 la Convención Internacional ,(Jara la Represión de 
la trata de Mujeres y Niños, firmada en Ginebra el 30 de septiembre 
de 1921,:;31 la Convención para la Represión de la Trata de Personas 
y de la Explotación de la Prostitución Ajena, de 1950,'" el Convenio 
Internacional Sudamericano de Policía, de 1920,353 la Convención de 
Derecho Internacional Privado, de 1928,334 la Convención sobre AsiIo~ 

316 Val1adao, Ibid.~ p. 248. 
317 Tratado firmado en Río de Janeiro el 27 de diciembre de 1916 y promulgado 

por el Decreto no. 13414, del 15 de enero de 1919. 
3:lJ8 Tratado citado en la nota 3 de la p. 78. 
319 Tratado citado en la nota .3 de la p. 78. 
320 Tratado citado en la nota 4 de la p. 52. 
331 Tratado citado en la nota 3 de la p. 52. 
322 Tratado citado ell la nota 3 de ]a p. 8. 
32:1 Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
;,u Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
32;; Tratado citado en la nota .3 de la p. 8. 
326 Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
327 Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
3~8 Tratado citado en la nota 2 de la p. 67. 
329 Tratado dtado en la nota 2 de la p. 8. 
3S0 Artículo 5. Convención citada en la nota 1 de la p. 6. El Brasil firmó ]a Con­

vención con reserva de ese artículo (cf. Heinrich Triepc1. Nouveau Recueil Géneral 
des Traités el Autres Aetes Relalifs aux Rapports de Droit Internationa·l, Leipzig. 
1913, VII. p. 255): pero ]a reserva fue retirada por el Congreso brasileño; así, el 
Brasil ha ratificado la Convención sin reservas (el. Hildebrando Acdoly, Actos 
Itlternaeionais Vigentes no Brasil, Rio de janeiro, 1936-1937, I, 1936). p. 295, no. 
114 j. 

3:n Artículo 4. Convención promulgada por el Decreto no. 23812, del 30 de enero. 
de 1934. 

332 Artículo 8. Convención citada en la nota 3 de la p. 6. 
333 Artículo 8, in fine. Convención citada en la nota 1 de la p. 5. 
3H Articulo 344 del Código de Derecho Internacional Privado puesto en 'dgo! 

por la Om,"enciÓn. Com'endón citada en la nota I de la p. 8. 
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de 1928,'" la Convención Internacional para la Represión de la Fal­
sificación de l\foneda, de 1929,336 la Convención para la Represión del 
Tráfico Ilícito de Drogas Nocivas, de 1936,331 la Convención Única so­
bre Estupefacientes, de 1961,338 con la redacción que le ha dado el Pro­
tocolo de Enmiendas firmado en Ginebra el 25 de marzo de 1972,'" 
i~ Convención sobre Substancias Psicotrópicas. de 1971/40 la Conven~ 
ción para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, adop­
tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciem­
bre de 1948,341 las Convenciones de Derecho Humanitario firmadas en 
Ginebra el 12 de agosto de 1949,'" a saber - la Convención para Me­
jorar la Suerte de los Heridos y Enfermos de los Ejércitos en Campa­
ña,343 la Convención para Mejorar la Suerte de los Heridos, Enfermos 
y Náufragos de las Fuerzas Armadas de Mar,344 la Convención relativa 
al Trato de los Prisioneros de Guerra 345 y la Convención relativa a la 
Protección de Personas Civiles en Tiempo de Guerra-,346 la Conven­
ción para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves, de 
1970,341 y la Convención para la Represión de los Actos Ilícitos contra 
la Seguridad de la Aviación Civil, de 1971.'" 

Finalmente. el artículo 76 de la Ley no. 6815, del 19 de agosto de 
1980, con la redacción que le ha dado la Ley no. 6964, del 9 de di­
ciembre de 1981, establece: 

La extradición podrá ser concedida cuando el gobierno requerien­
te se fundare en tratado, o cuando prometiere reciprocidad al Bra­
siL 

El numeral 31 del artículo 113 de la Constitución Federal del 14 de 
julio de 1934 prohibió la extradición de brasileños y esa regla, que ha 
sido repetida por todas las Constituciones Federales posteriores. se en-

335 Artículo 1. Convención citada en la nota l de la p. 87. 
336 Artículo 10. Convención citada en la nota 2 de la p. 7. 
337 Artículo 9. Convención citada en la nota 4 de la p. 9. 
338 Literal (b)' del párrafo 2 del artículo 36. Convención citada en la nota 2 de 

la p. 10. 
339 Artículo 14. Protocolo promulgado por el Decreto no. 76248, del 12 de sep­

tiembre de 1975. 
340 Literal (b) del párrafo 2 del artículo 22. Convención citada en la nota :3 

de -1ft p. 10, , 
341 Artículo 7. Convención promulgada por el Decreto no. 30822, del 6 de mayo 

de 1952. 
342 Convenciones promulgadas por el Decreto no. 42121, del 21 de septiembre de 

1957. 
:H3 Artículo 49. 
:114 Artículo ,"íO. 
:Wi Artículo 129. 
:IHi Artículo 146. 
:111 A,rtículo 8. C:,Qnvencióp citada en la nota 2 dI.': ia p. ¡,. 
HR Artículo 8. Convención citada en la Ilota 4 de la p. 17. 
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ruentra en el Iúrrafo 19 del artículo 153 de la vigente Constitución 
del 24 de enero de 1967, con ]a redacción de la Enmienda Constitu­
<"ional no. 1, del 17 de octubre de 1969. 

Ocurre que el artículo 1 del Tratado de Extradición con Perú y el 
artículo 2 del Tratado con Paraguay admiten la extradición de los 
nacionales de la P;:trte Contratante requerida. 349 Eso es así porque di­
<:IlOS Tratados han sido firmados antes de 1934. 

En esos casos tenemo~, pues, la situación en que la inevitable obe­
diencia a la regla constitucional resulta en una violación del derecho 
internacional convencional.350 

El numeral 11 del articulo 77 de la Ley no. 6815, de 1980, con la 
redacción de la Ley no. 6964, de 1981, consagra el principio de la do­
ble incriminación, pero el Tratado de Extradición con Paraguay3.'ll no 
contiene esa ex.igtncia, razón por la cual parece que debe entenderse 
que pueda ser concedida a aquel Estado una extradición basada en 
un hecho que no sea considerado delito por el derecho brasileño, sino 
,(¡Jo por el paraguayo. 

El numeral lB del mismo artículo dispone que no se concederá la 
extradición cuando el Brasil sea competente, según sus leyes, para juz­
gar el delito imputado a la persona reclamada. Los Tratados de. Ex­
tradición con Uruguay,352 Peru.3 .'l3 Paraguay354 y Bélgica 35 ::i no consa­
gran esa excepción, mientras el literal (a) del artículo 3 del Tratado 
t:on Suiza establece la excepción solamente cuando la infracción haya 
sido cometida en el territorio del Estado requerido 356 (lo que, sin em­
hargo. viene a tener el mismo resultado que el sistema de la Ley, fren­
te a las reglas brasileñas sobre competencia en materia penal, conte­
nida, en 1m artículos 49 y 59 del Código Penal) y el artículo 344 del 
Código de Derecho Internacional Privado, al aclarar que la extradi­
ción discip'inada por el Código mira a hacer efectiva la competencia 
jwlicial internacional en materias penales,:J57 lleva la interpretación 
sistemática a concluir que la competencia judicial internacional de que 
trata tal artículo es la fijada en el capítulo III del· ílul.o segundo del 
libro cuarto del Código, donde se contienen reglas generales de com­
petencia en lo pCI!al. 

Por tanto, CH wlicitaciones de extradición formuladas por Estados 
p~lrtes en la Convención de Derecho Internacional Privado, se conce-

:J-19 Tratados citados en la nota 3 de la p. 78. 
::,,0 el. el texto currcspondienl(~ a b nota 2 dc la p. 59, rt'fro. 
3.,1 Tratado citado cn la nota 3 de la p. 78. 
:n~ Tratado cilado cn la nota 2 de la p. 88. 
:\.-;;1 Tratado citado en la nota 3 de la p. 7B. 
;;.",1 Tratauo citado en la nota 3 de la p. 78. 
:l~."i Tratado citado en la nota 3 de la p, 8. 
::",; Tratado citado en la nota 4 de la p. 52. 
;:;i; La CO!l\'cnóón de Dl.:recho ltllern¡:¡ciollal I'ri\'ado, qul.: puso 1.:11 ~ igor el CÓ' 

digo, cste'l citada en la nota 1 de la p. H. 
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derá la extradición aunque el Brasil sea competente para juzgar el de­
lito, siempre que, con arreglo a aque! capítulo del Código Bustamante. 
el Estado requeriente también lo sea. 

El numeral IV del artículo 77 de la Ley no. 6815, con la redacción 
de la Ley no. 6964, determina que no se concede la extradición si la 
ley brasileña impusiere al delito una pella de Un año de privación de 
libertad o menos. Una diferencia sutil se encuentra en el literal (d) 
del artículo 1 del Tratado de Extradición con Uruguay,'" en el aro 
tículo 2 del Tratado con Perú,'" en el artículo 2 del Tratado con Sui­
za,S60 en el artícu'o 2 del Tratado con México,'lGl en el articulo 2 de 
los Tratado, con Chile, Ecuador, Bolivia, Venezuela, Colombia y Bél. 
gica 362 y en el artículo 354 del Código de Derecho Internacional Pri­
vado,3ea que determinan que sólo se exija que la pena 110 sea menor 
de un año de prisión. El Tratado con Estados Unidos de América no 
fija ningún límite basado en la duración de la pena, pues simplemente 
enumera los delitos que autorizan la extradición.364 Finalmente, el aro 

tículo 2 del Tratado con Argentina establece que son causa de extra· 
dición las infracciones que la ley del Estado requerido pena can dos 
años o más de prisión.36s 

En cuanto a ese último caso, parece correcto admitir que, como bajo. 
el sistema normativo brasileño el Estado extranjero puede obtener la ex­
tradición si la ley brasileña impusiere al delito una pena de más de 
uno aunque menos de dos años de privación de libertad, la Argentina 
no queda impediúa de obtenerla sólo por el hecho de que, si fundada 
en ese derecho interno n'o pudiese obtener una extradición, se hubiera 
visto forzada a rerurrir al Tratado, con su límite de dos años mínimos, 
para obtenerla.366 

El numeral V del artícu'o 77 de la Ley consagra el principio del 
non bis in idem" pues dispone que no se conceda la extradición si la. 

?58 Tratado citado en la nota 2 de la p. 88. 
359 Tratado citado en la nota 8; de la p. 78. 
360 Tratado citado en la nota 4 de la p. 52. 
361 Tratado citado en la nota 3 de la p. 52. 
862 Tratados citado!; en la nota 3 de la p. 8. 
363 La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso en vigor el Có-

digo, está citada en la nota 1 de la' p. 8. 
364 ArtIculo 2. Tratado citado en la Ilota 2 de la p. 67. 
365 Tratado citado en la nota 2 de la p. 8. 
366 Esa regla, que se aplica a todos los casos de conflicto entre el derecho interno. 

y un negocio jurídico internacional sobre extradición, puede ser deducida de los. 
votos de cinco de los ocho jueces que formaron la mayoría en la decisión proferida 
el 27 de junio de 1979 por la Sala Plena del Tribunal Supremo Federal en el pedido 
de Habeas Corpus no. 57087 (en Revista Trimestml de Jurisprudencia del Tribuna! 
Supremo Federal, t. XCIII, pp. 546.560) Y había sido formulada en doctrinas por 
José Francisco Rezek ("Perspectivas do Regime Juridico da Extradicáo" en Benito 
Bugarin el alii, Estudos de Direito Público cm Hometwgen a Aliomar Baleeiro,. 
Brasilia, 1976, pp. 248·249, no. 12. 
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persona reclamada estuviere pendiente de juicio o haya sido ya conde­
nada o absuelta en el Brasil por el hecho que motiva la solicitud, pero 
el numeral 4 del artículo 1 del Tratado de Extradición con Perú sólo 
admite la recusa si tal persona hubiere sido condenada y hubiere cum­
plido la sentencia.S67 

El numeral VI del artículo 77 dispone que no se conceda la extra­
dición si hubiere prescrito el delito o la pena según la ley brasileIia o 
la del Estado requeriente. De esa orientación se apartan el literal (a) 
del artículo 2 del Tratado de Extradición con Uruguay,368 el nume­
ral 3 del artículo 7 del Tratado con Perú '" y el numeral 3 del artícu­
lo 10 del Tratado con Paraguay,'" que sólo llevan en cuenta la ley 
del Estado requeriente, y el numeral 6 del artículo 3 del Tratado con 
Bélgica, que sólo lleva en cuenta la ley de Estado requerido.3H 

El numeral VIII del articulo 77 de la Ley prohíbe la extradicióll 
si la persona reclamada tuviere que responder, e,n el Estado requerien­
te, ante tribunal o juicio de excepción, pero el Código Bustamante:\1.! 
no contiene esa exigencia. 

El numeral 1 del artículo 91 de la Ley veda la entrega de la per­
sona reclamada sin que el Estado requeriente se comprometa a no 
prender ni procesar dicha persona por hechos anteriores al pedido y 
no incluidos en él, y por ende adopta ampliamente el llamado prin­
cipio de la especialidad o del efecto limitativo de la extradición. 

Ese principio ha sido aplicado por el Tribunal Supremo Federal 
para someter la entrega ue la persona reclamada por más de un de­
lito a la condición de que el Estado requeriente se comprometiese a 
no ejecutar la pena por uno de dichos delitos, la que aquel Tribunal 
juzgaba prescrita.313 

Sin embargo, los Tratados de Extradición en que el Brasil es parte 
no consagran el principio de la especialidad 374 o lo atenúan al admi­
tir la prisión y el proceso si el extraditado permaneciere en el Estado 
requeriente después de juzgado y absuelto por el delito que haya ori­
ginado la extradición o de cumplida la pena de privación de libertad 
impuesta;17,-' o si el Estado requerido consintiere en la prisión y en el 

:JU7 Tratado citado en la nota 3 de la p. 78. 
:W8 Tratado citado en la nota 2 de la p. 88. 
369 Tratado citado en la nota 3 de la p. 78. 
:J70 Tratado ci~ado en la nota 3 de la p. 78. 
:m Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
:172 La Convención de Derecho Internacional l'rh.:ado, que puso en vigor el Có­

digo, está citada en la nota 1 de la p. 8. 
3,3 Decisión proferida el 3 de ma)'o de E,78 por la Sala Plena del Tribunal Su­

premo Federal en el pedido de Extradición no. 344 (en Revista Trimestral de JIt­
Yi.~prud¿ncia del Tribunal Supremo Federal, t. LXXXVIII, pp. 746-760). 

,:74 Tratado con Paraguay, citado en la nota 3 de la p. 78. 
;',;; Artículo 5 del Tratado con Suiza, citado en la nota 4 de la p. 52: artículo yo 

lid Tratado de México, citado en la nota 3 de la p. 52; artículo 9 del Tratado oon 
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proceso,376 O, finalmente. si en ellos consintiere libre y expresamente 
el inculpado.'" El artículo 377 del Código de Derecho Interllacional 
Privado 31S admite las dos primeras excepciones. 

Sobre esa cuestión, parece que el legislador nacional tuvo buenas 
razones para adoptar una norma rigurosa, pues la permanencia del im~ 
putado en el Estado requeriente puede ser debida tan solo al hecho 
de que, aún por su condición d~ egreso de la cárcel, no consigue ]a 
visa para irse a olro país, mientras "es de verificación difícil la ex­
presa y espontánea anuencia del criminal, distante como está, bajo ju­
risdicción extranjera".379 Efectivamente, "no es creíble que,_ libre y 
espontáneamente, un delincuente, que COn la fuga buscó hurtarse a la 
Justicia, desee prolongar su detención y punición",38o Por esos moti­
vos, "es posible que [la] permisión [para prender y procesar el extra­
ditado por hechos anteriores al pedido y no incluidos en él, si tal ex­
traditado consintiera en eso] degenere en facilidades para el constre­
íiimiento del extraditado",381 

El numeral 11 del articulo 91 de la Ley se ajusta al principio de la 
detracción del tiempo de prisión necesaria a la extradición, ya que es­
tablece que la entrega no sea efectivada sin que el Estado ~equeriente 
se comprometa a abonar al extraditado el tiempo transcurrido desde 
su detención en el Brasil. El artículo 379 del Código Bustamante con· 
tiene regla semejante,382 pero no la contiene cualquiera de los Trata­
dos de Extradición vigentes en el Brasil. 

El numeral 111 del artículo 91 dispone que la entrega no sea efec· 
tivada sin que el Estado requeriente se comprometa a no ejecutar pena 
corporal o de muerte, salvo, cuanto a la última, los casos ell que la ley 
brasileña admite su aplicación (esa excepción no tiene relevancia, pues 
el párrafo 11 del artículo 153 de la Constitución Federal del 24 de 

Chilc, citado cn 1.1 nota 3 de la p. 8; artículo 11 de los Tratados con Ecuador, Bo­
livia, Venezuela)' Colombia, citados en la nota 3 de la p. 8; artículo 14 del Tratado 
con Bélgica, citado en la nota 3 de la p. 8; artículo 21 del Tratado con los Estados 
Unidos de América, citado en la nota 2 de la p. 67; y artículo 14 del Tratado con 
Argentina, citado en la. nota 2 de la p. 8. 

:176 Artículo 5 del Tratado con Perú, citado en la nota 3 de la p. 78; Y artículos 
de los Tratados con Suiza, México, Chile. Ecuador, ,Bolivia, Venezuela, Colombia, 
Bélgica, Estados Unidos de América y Argentina citados en la nota anterior. 

371 Articulo 10 del Tratado con Uruguay, citado en la Ilota 2 de la p. 88; y ar­
tículos de los Tratados con Suiza, México, Bélgica, Estados Unidos de América y 
Argentina citados en la nota 3, supra. 

!l;H La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso en ,vigor el Có­
digo, est:i citada en la nota 1 de la p. 8. 

37!} Arthur Briggs, Extradit;iio de Nacionais e Estrangei10s, Rio de Janeiro, 1919, 
p. 67. 

:l.~O ¡bid. 
:11'1 [bid. 
:'82 La Convención de Derecho. Internacional Privado, que puso en vigor el CÓ' 

digo, está citada en la nota 1 de la p. 8. 
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enero de 1967, con la redacción que le ha dado la Enmienda Consti­
tucional no. 11, del 13 de octubre de 1978, restringe la pena de muer­
te a los casos previstos en la legislación penal aplicab!e en tiempo de 
guerra, es decir, la legislación penal militar, y no se concede extradi­
ción por delito militar). El artículo 17 del Tratado de Extradición 
con Venezuela tiene regla semejante, pero para las penas de muerte o 
perpetuas,:183 mientras los Tratados co.n Chile,3f\4 Ecuador,~!!5 Bolivia,:J'lG 
Colombia,:>s7 Bélgica 388 y Estados Unidos de América :!S9 só~o se refie­
ren a la pena de muerte. Otro tanto ocurre con el artículo 378 del Có­
digo de Derecho Internacional Privado.390 

El numeral IV del artículo 91 prohíbe la entrega de la persona re­
clamada si el Estado requeriente no se comprometiere a solicitar el con­
sentimiento del Brasil en el caso en que pretenda entregarla a un ter­
cer Estado, pero los Tratados de Extradición con Perú y Paraguay::':9! 
y el Código Bustamante no contienen eSa prohibición. 

Finalmente, el numeral V del artículo 91 veda la entrega si el Estado 
requeriente no. se comprometiere a no tomar en cuenta cualquier mo­
tivo político para aumentar la pena del extraditado. Esa regla no se 
encuentra en ninguno de los Tratados de Extradición vigentes en el 
Brasil, ni en el Código de Derecho Internacional Privado. 

En principio, el derecho brasileño no requiere que el pedido de ex­
tradición presente determinada forma. Algunos negocios jurídicos in­
ternaciona!es vigentes en el país, empero, establecen que la cooperaci6n 
internaLional disciplinada por ellos debe ser solicitada por carta ro­
gatoria.:J92: Sin embargo, parece correcto admitir que, como bajo el sis­
tema del derecho interno brasileño, los Estados extranjeros pueden ob­
tener extradiciones sin so:icitarlas por carta rogatoria, ésta no pasa a 
ser obligatorio sólo por serlo en la hipótesis .en que, al no poder, por 
alguna ralón, obtener una extradición con arreglo a la ley brasileña, 

383 Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
384 Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
385 Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
3'8G Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
:>S1 Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
¡¡,';S Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
389 Tratado citado en la nota 2 de la p. 67. 
390 La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso en vigor el CÓ· 

digo está citada en la nota 1 de la p. 8. 
391 Tratados citado.~ en la nota 3 de la p. 78. 
392 Artículo 6 de la Con"ención para la Represión de la Trata de Blancas, de 

1910, citada en la nota l de la p. 6; articulo 388 del ·Código de Derecho Internacional 
privado puesto en vigor por la Convención de Deretho Internacional Privado citada 
en la Ilota 1 de la p. 8; artículo 16 de la Convención Interhacional para la Re­
presión de la Falsificación de Moneda, de 1929, citada en la nota 2 de la p. 7; y 
artículo 13 de la Convención para la Represión dél Tráfico I1ícito de Drogas No· 
eh·as, de 1936. ritada en la nota 4 de la p. 9. 
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el Estado extranjero se hubiese visto en la necesidad de recurrir al ne­
gocio jurídico internacional para obtenerla.s9s 

Todos los Tratados de Extradición vigentes en el Brasil y el aro 
tículo 80 de la Ley 6815, con la redacción de la Ley 6964, establecen 
que el pedido de extradición se hará por vía diplomática, mientras el 
artículo 364 del Código de Derecho Internacional Privado se limita 
a determinar que dicho pedido debe hacerse por conducto de "los fun­
cionarios debidamente autorizados para eso por las leyes del Estado 
requirente" y el artículo 366 de tal Código aclara que "[I[a extradi. 
ción puede solicitarse telegráficamente y. en eSe caso, los documentos 
[que deben pre;;entarse con la solicitud] se presentarán al pals reque. 
rido o a su Legación o Consulado general en el país requirente. den­
tro de los dos meses siguientes a la detención del 'inculpado".394 

Los Tratados de Extradición COn Paraguay,89S Suiza 396 y México 39T 

no prevén el caso de falta de agentes diplomáticos, pero los demás. así 
como el artículo 80 de la Ley, determinan que, en esa hipótesis, el pe. 
dido sea hecho directamente, esto es, de Gobierno a Gobierno. La úni· 
ca excepción es el Tratado con los Estados U nidos de América, que. en 
su artículo 9, dispone que, en falta de agentes diplomáticos, el pedido 
sea hecho por un agente consuJar.'" El artículo 5 del Tratado con 
Colombia, finalmente. combina los dos sistemas al autorizar que, en 
la hipótesis, la solicitud sea formulada por "los Agentes consulares de 
carrera. o directamente de Gobierno a Gobierno".399 

El párrafo 2Q del articulo 85 de la Ley 6815, con la redacción de la 
Ley 6964, establece que, si el proceso de solicitación de extradición no 
estuviere debidamente instruido. el Tribunal Supremo Federal podrá. 
mediante pedido del Fiscal General de la República, admitir que la 
falta sea suplida dentro del plazo improrrogable de sesenta dlas. 

En la aplicación de ese articulo, el Tribunal se permite ordenar ex 
officio la complementación necesaria. es decir, prescinde del pedido 
del Fiscal General de la República.'oa 

Sea como fuere, el hecho de que la falta no sea suplida en el plazo 
legal no acarreará necesariamente la denegraóón de la extradición.401 

3. Efectos de la sentencia penal extranjera 

En el Brasil, una sentencia penal extranjera puede funcionar "como 

893 Esa conclusión resulta de la regla general dtada en la nota 5 de la p. 93. 
S94 La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso en vigor el Código. 

está citada en la nota 1 de la p. 8. 
395 Tratado citado en la nota 3 de la p. 78. 
396 Tratado citado en la nota 4 de la p. 52. 
391 Tratado citado en la nota S de la p. 52. 
89S Tratado cirado en la nota 2 de la p. 67. 
899 Tratado citado en la nota S de la p. 8. 
<o. CI. Rezek, lbid., pp. 252·25~, no. 15. 
m CI. lbid., p. 2.,3, no. 16. 
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característica en un tipo legal cualquiera"402 o bien tener eficacia im· 
perativa, es decir, ser reconocida como hábil a ejercer cierto efecto so­
bre la cuestión jm:ídica que constituye su objeto. 

,(l) La sentencia penal extranjera como característica en un tiPo legal 

Como- característica en un tipo legal la sentencia penal extranjera 
'Opera en el derecho brasileño para evitar el bis in ídem (literales (d) 
y (e) del párrafo 29 del artículo 5Q del Código Penal- Decreto-ley no. 
2848, del 7 de diciembre de 1940) ,403 para caracterizar la reincidencia 
(artículo 46 y numeral 1 del artículo 57 del Código Penal) '" y para 
autorizar la extradición (numeral Il del artículo 78 de la Ley no. 6815, 
mn la redacción de la Ley no. 6964). 

Ese efecto de la sentencia penal extranjera es previsto además en cier­
tos negocios jurídicos internacionales en los que el Brasil es parte. 

Así es que la máxima non bis in ídem está consagrada en el artículo 
2, in fine, de la Convención Internacional para la Represión de la 
Circulación y del Tráfico de Publicaciones Obscenas, de 1923,'" y que 
la Convención Internacional para la Represión de la Falsificación de 
"Moneda, de 1929,406 la Convención pata la Represión del Tráfico Ilí· 
cito de Drogas Nocivas, de 1936,-407 la Convención para la Represión de 
la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena, 
de 1950,408 y la Convención Única sobre Estupefacientes, de 1961,'" 
establecen que los Estados partes en ellas reconocen, en las condiciones 
establecidas por sus legislaciones respectivas, como generadoras de rei­
teración las condenas extranjeras pronunciadas con relación a los ac­
tU:-i previstos en la Convención de que se trate. Por su parte, todos los 
Tratados de Extradición vigentes en el Brasil <lO y el Código de Dere-

402 Wemer Goldschmidt, Sistema y Filosofía del Derecho Internacional Privado, 
2a. OO" Buenos Aires, 1952-1954, III (1954), p. 177, no. 39,A,I,1. Esa distinción fue 
señalada por primera vez por Etienne fBartn ("Le Jugement Etranger Considéré 
cumme un Fait", Journal du Droit International, t. Ll, pp. 857·876). Para el con· 
cepto de tipo legal, cf. la nota 2 de la p. 27. 

,W3 ef. C. A .. Teixeira Paranhos, Sentent;a Penal Estrangeira - Execuciio (co­
municación policopiada, presentada por la Delegación brasileí\a a la IV Conferencia 
de Ministros de Justicia de los Países Hispano-Luso·Americanos y Filipinas, reunida 
en Caracas del 24 al 28 de abril de 1978), p. 3. 

404 ef. lbid. 
40., Convención citada en la nota 1 de la p. 16. 
406 Artículo 6. Convención citada en la nota 2 de la p. 7. 
401' Artículo 6. Convención citada en la nota 4 de la p. 9. 
40'> Numeral 1 del artículo 7. Convención citada. en la nota 3 de la p. 6. 
409 Numeral III del literal (a) del párrafo 2 del articulo 36. Convención citada 

en la nota 2 de la p. 10. 
410 Literal (e) del articulo 1 del Tratado con Uruguay. citado en la nota 2 de 

la p. 88; numeral 2 del artículo I del Tratado COn Perú y artículo 2 del Tratado 
con Paraguay, citados ambos en la nota 3 de la p. 78; artículo 1 del Tratado COII 
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eho Internacional Privado H1 determinan que las Partes Contratantes. 
se obligan a entregarse las personas condenadas por las autoridades. 
judiciales competentes de una de ellas y que se encuentren en el terri­
torio de otra. 

En todos esos casos el reconocimiento de la sentencia penal extran· 
jera es sencillo, ya que se limita a integrar necesariamente el razona­
miento de que resulta la aplicación del derecho a los hechos. 

b) La eficacia imperativa de la .sentencia penal extranjera 

Cuando, empero, se pretende que una sentencia penal extranjera 
tenga eficacia imperativa en el orden jurídico brasileño, es necesario. 
someter dicha sentencia penal a la homologación del Presidente del 
Tribunal Supremo Federal. 412 

Aún homologada, la sentencia penal extranjera tiene eficacia impe­
rativa limitada en el orden jurídico brasileño, pues el caput del ar­
tículo 79 del Código Penal dispone: "La sentencia extranjera, cuando 
la aplicación de la ley brasileña produce en la especie las mismas COI1-

secuencias, pnede ser homologada en el Brasil para: 

1 obligar el condenado a la reparación del daño, [a la] restilu­
ción y [a] otros efectos civiles; 

11 - someterlo a las penas accesorias y medidas de seguridad perso­
nales" . 

No dis'crepan los negocios jurídicos internacionales en los que el 
Brasil es parte. 

Así es que el artículo 437 del Código Bustamante dice que, en cada 
Estado Contratante, podrán ejecutarse las sentencias dictadas en uno 
de los otros en materia penal "en lo que toca a la responsabilidad dvil 
y a sus efectos sobre los bienes del condenado",413 lo que fue interpr~­
tado por el autor del proyecto del Código como "la declaración de 
ciertas 'incapacidades civiles, temporales o perpetuas, para el condena­
do, o la interdicción civil de una manera absoluta [o aún] ... la con-

Sujza, citado en ]a nota 4 de la p." 52; artí~ulo I del Tratado ¡:on México, citauo 
en la not&1 3 de la p. 52: artiwlo 1 de los "I."ratados con Chile, Ecuador: Bolivia. Ve· 
nezuela, Colombia y Bélgica, todos ciJados en la nota 3 de la p. 8; artículo I del 
Tratado con E.~tados Unidos de América, citado en la nota 2 de la p. 67; y aníClllo 
1 del Tratado con Argentina, citado en la nota 2 de la p. 8. 

411 Artículo 344. La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso en 
vigor el Código, está citada en la nota I de la p. 8-

412 el. Teixcira l'aranhos, ¡bid., en el mismo sentido José Federico Marques, 
Curso de 'Difcito Pellal, San Pablo, 1954, I _(propedeutioa e Norllla Penal), p. 279, 
no. 7, apúd.' Osear Tenorio, "Rapport sur les Effets du Jl1gement Pénal Etrangl'r 
au Brésil", RelJue ¡'nternlltion~le de Droit l'enal, t. XXXII, p. 6, no. ,8. 

'413 La Convención de Derecho Internacional Privado, que ,puso en vigor d CÓ· 
di.~o, está citada én la nota 1 <le la p. H. 
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dena él responsabilidades civiles, como la restitución, la reparación del 
daño e indemnización de perjuicios y el pago de las costas procesales".4H 

Por su lado, el numeral 2 del artículo 7 de la Convención para 1 a 
Represión ele la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitu­
ción Ajena, de 1950, establece que, en la medida en que lo pennitan 
las leyes nacionales, las condenas anteriores pronunciadas en Estados 
extranjeros por las infracciones mencionadas en ella se tendrán en 
cuenta para inhabilitar el infractor para el ejercicio de sus derechos 
civiles o políticOS.41 ::i 

4. Promoción de acción penal 

La promoción d(; una aCClOn penal puede ser exigida por un negoc..:io 
jurídico internacional, sea autónomamente, sea en substitución a una 
extradición negada. 

a) La obligación internacioll(d (1onvencional autónoma de promovcl' 
ul/a acción penal 

La hipótesis de un negocio jurídico internacional vigente en el Bra­
~i! y que determine que las Partes Contratantes sometan ciertas perso­
nas a acción penal independientemente de cualquiera cuestión relativa 
a extradición y establezca los presupuestos de la jurisdicción de cada 
Estadu Parte en dicho negocio jurídico para punir tales personas se 
presenta en el llamado derecho internacional penaI.416 

El Brasil es parte en varios negocios jurídicos internacionales ex Vl 

de lo ... cu<l1es debe castigar ciertas clases de delitos y que, por ende, se 
COtl'itlLuyen en el derecho internacional penal convencional vigente en 
el país. Esos negocios jurídicos internacionales son la Convención In­
ternacional para la Protección de los Cables Submarinos, finnada en 
París el 14 de marzo de 1884,'417 la Convención para la Represión de 
la Trata de Blancas, de 1910,418 la Convención Internacional para ]a 
Represión ue la Trata de Mujeres y Niños, de 1921,-4111 la Convención 
Relativa a la Trata de Mujeres Mayores de Edad, de 1933,'" la Con­
vención para la Represión de la Trata de Personas y de la Explota-

414 Antonio Sánchez de llustamante y Sirven, Daccho Inlernacional Privado, ell., 
La Habana-Madrid, s/f. 111, p. 329, no. 1935 (e/. ¡bid.? p. 329, no. 1936). 

41:; Convención citada en la nota 3 de la p. 6. 
416 ef . .Jannacone, "Diritto Penale Internazionales e Diritto Internazionalcs Pena]e", 

Revista Penale, noviembre de 1946. apud Manuel A. Vieira, Derecho Peral Inter­
nacional y Derecho Iuternacional Penal, Montevideo, 1969, p. 10, nota l. 

417 AltÍtulo 2. Convención promulgada por el Decreto no. 9454, del 4 de julio 
de 1885. 

4ls Artícnlos 1 y 2. Convención ci[ada en la nota 1 de la p. 6. 
419 Artículos 2 y 3. Convencióu citada en la nota 2 de la p. 89. 
420 Artículo 1. Com'enCÍón citada en la Ilota 2 de la p. 6. 
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194 LUIZ DILERMANDQ DE CASTELLO CRUZ 

ción de la Prostitución Ajena, de 1950,'" la Convención Internacional 
para la Represión de la Circulación y el Tráfico de Publicaciones Obs­
cenas, de 1923,422 la Convención Internacional del Opio, firmada en 
Ginebra el 19 de febrero de 1925,'" la Convención para la Represión 
del Tráfico Ilícito de Drogas Nocivas, de 1936,4!!4 la Convención Única 
sobre Estupefacientes, de 1961,4!!5 la Convención sobre Substancias Psi~ 
catrópicas, de 1971,426 el Acuerdo Sudamericano sobre Estupefacientes 
y Psicotrópicos, de 1973,427 los convenios bilaterales de Asistencia Re­
cíproca para la Represión del Tráfico Ilícito de Drogas que Producen 
Dependencia, los que vinculan el Brasil a Perú, Bolivia y Venezuela,428 
la Convención sobre Esclavitud, de 1926,429 la Convención Suplemen­
taria sobre la Abolición de la Esclavitud, el Tráfico de Esclavos y las 
Instituciones y Prácticas Similares a la Esclavitud, de 1956,430 la Con­
vención Internacional para la Represión de la Falsificación de Mone­
da, de 1929,'" la Convención para Mejorar Ja Suerte de Jos Heridos y 
Enfermos de los Ejércitos en Campaña, finnada en Ginebra el 27 de 
julio de 1929,'" la Convención sobre la Reglamentación del Tráfico 
Automotor Interamericano, de 1943,434 la Convención Internacional 
para la Reglamentación de la Pesca de la Ballena, de 1946,'" la Con­
vención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, de 
1948,436 las Convenciones de Derecho Humanitario, de 1949,437 a sa­
ber, Ja Convención para Mejorar la Suerte de los Herido;¡ y Enfer­
mos de los Ejércitos en Campaña,4:l8 la Convención para Mejorar la 
Suerte de los Heridos, Enfermos y Náufragos de ¡as Fuerzas Armadas 
de Mar,489 la Convención relativa al Trato de los Prisioneros de Gue-

421 Artículos. 1 y 4. Convención citada en la nota 3 de la p. 8. 
422 Artículo l. Convención citada en la nota 1 de la p. 16. 
428 Artículo 28. Convención promulgada por el Decreto no. 22950, del 18 de ju-

lio de 1933. 
424 Artículo 2. Convención citada en la nota 4 de la p. 9. 
425 Artículo 36. Convención citada en la nota 2 de la p. 10. 
426 Articulo 22. Convención citada en la nota 3 de la p. 10 
427 Artículo 6 y Primer Protocolo Adicional. Acuerdo citado en la nota 6 de la 

p_ lO. 
428 Artículo 6 del Convenio con Perú, attículo 7 del Convenio con Bolivia y aro 

tículo 6 del Acuerdo con Venezuela, todo'! citados en la nota 1 de la p. 11. 
429 Artículos 3 y 6. C.onvención citada en la nota 3 de la p. 13. 
430 Artículos 3 y 6. Convención citada en la nota 1 de la p. 12. 
431 Artículo 3. Convención citada en la nota 2 de la p. 7. 
432 Artículo 29. Convención promulgada por el Decreto no. 22435, del 7 de fe-

brero de 1933 . 
.fa3 Artículo 15. Convención citada en la nota 3 de la p. 7. 
434 Artículo 17. Convención citada en la nota 1 de la p. 7. 
435 Párrafo 1 del artículo 9. Convención citada en la nota 6 de la p. 11. 
436 Artículos 1 a 3 y 5. Convención citada en la nota 1 de la p. 90. 
4a7 Convenciones citadas en la nota 2 de la p. 90. 
433 Artículos 49 y 50. 
4.19 Artículos 50 y 51. 
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rra'!!1l y la Convel1ción relativa a la Protección de las Personas Civiles 
en Tiempo de Guerra,441 la Convención Internacional sobre la E1imi~ 
nación de Todas las Formas de Discriminación Racial, firmada en Nue~ 
va York el 7 de marzo de 1966,442 la Convención sobre las Medidas a 
Adoptalsc para Prohibir e Impedir la Importación. Exportación y 
Transferencia de Propiedad Ilícitas de Bienes Culturales, firmada en 
Paris el 14 de noviembre de 1970,.,3 la Convención para la Represión 
del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves, de 1970,''' y la Convención 
para la Represión de los Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Avia~ 
tiún Civil, de 1971.445 

b) La obligación internacional convencional de promover una acción 
penal como alternativa a la extradición 

La regla aut tradcre~ aut punire está consagrada en muchos negocios 
juridicos internacionales en los que el Brasil es parte. 

En algunos de esos negocios jurídicos, la regla referida sólo incide 
si la extradición fuere negada por ser nacional del Estado requerido 
la persona reclamada. Así ocurre en los Tratados de Extradición con 
Suiza;HG Chile.H7 Ecuador,44!' Bolivi3.,H9 Venezuela;450 Colombia,451 Bél­
gica ~5~ y Argentina/53 en el Protocolo Adicional al Tratado de Extra~ 
dición con l\féxíCG, firmado en Río de J anr:iro el 18 de septiembre de 
1935,454 en el Código Bustamante 455 y en la Convención para la Re_ 
pres.ión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución. 
de 1950.'" 

En otros casos, la regla incide tanto si la extradición fuere negada 

440 Artículos 129 y 130. 
441 Artículos 146 y 147. 
HZ Literal (a) del artículo 4. Convención promulgada por el Decreto no. 65810, 

del 8 de diciembre de 1969. 
4.13 Literal (b) del articulo 6, literal (b) del artículo 7, y artículo 8. convención 

promulgada por el Decreto no. 73312, del 31 de mayo de 1973. 
444 Articulos 1 y 2. Convención citada en la nota 2 de la p. 17. 
445 Artículo 1. Convención citada en la nota 4 de la p. 17. 
446 Artículo 4. Tratado citado en la nota 4 de la p. 52. 
4.47 Párrafo lo. del articulo 1. Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
448 Parrafo lo. del articulo l. Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
449 Párrafo lo. del artículo 1. Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
450 Párrafo lo. del artículo 1. Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
451 Párrafo lo. del articulo l. Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
452 Artículo 1. Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
4.53 Párrafo lo. del artículo 1. Tratado citado en la nota 2 de la p. 8. 

454 Artículo 2. Protocolo promulgado por el Decreto no. 2535, del 22 de mano 
de 1938. 

455 Articulo 345. La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso r;u 
vigor el Código, está citada en la nota 1 de la p. 8. 

-1"r, Artículo 9. COll\'ención citada en la nota 3 de la p. 7. 
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por causa de la nacionalidad de la persona reclamada como por otra 
razón que no se relacione con el hecho delictivo. Es el sistema de la 
Convención Internacional para la Represión de la Falsificación de Mo­
neda, de 1929,'" Y de la Convención para la Represión del Tráfico Ilí­
cito de Drogas Nocivas, de 1936.'" 

Finalmente, hay casos en que la regla incide siempre que no proce­
da la extradición. Es lo que establecen la Convención Única sobre E~­
tupefacientes, de 1961,450 la Convención sobre Substancias Psicotrópí­
cas, de 1971,<'" la Convención para la Represión del Apoderamiento 
Ilícito de Aeronaves, de 1970,'" y la Convención para la Represión de 
los Actos Ilícitos contra ]a Seguridad de la Aviación Civil, de 1971.~(j2 

IIl. COOPERACIóN PASIVA 

La expresión "cooperación pasiva" es usarla en este trabajo para sig­
nificar la tolerancia de la actuación oficial de personas designadas por 
un Estado extranjero tanto en los casos en que dicha actuación es de 
naturaleza probatoria cuanto en aqueEos en que ella es de naturaleza 
coercitiva. 

A. ACTUAC!ÓN PROBATORIA DE FUNCIONARIOS EXTRANJEROS 

Algunos negocios jurídicos internacionales vigentes en el Brasil au· 
torizan la actuación probatoria de funcionarios extranjeros. Así es que 
el articulo 9 del Tratado de Extradición con Paraguay'" y el articulo 
16 del Tratado de Extradición con los Estados Unidos de América 46"­

determinan que un Estado Parte podrá enviar al territorio del Qtl'O 

agentes debidamente autorizados para dar ayuda a las autoridades lo­
cales para el reconocimiento de la persona reclamada, mientras el al'· 
tículo 8 del Acuerdo Sudamericano sobre Estupefacientes y Psicotrópi­
cos, de 1971,465 y los convenios bilaterales de Asistencia Reciproca para 
la Represión del Tráfico Ilícito de Drogas que Producen Dependencia 

457 Artículos 8 (nacionalidad) y 9 (otra razón que no se relacione con el hecho 
delictivo). Convención citada en la nota 2 de la p. 7. 

458 Artículos 7 (nacionalidad) y 8 (otra razón que no se relacione con el hecho 
delictivo). Convención citada en la nota 4 de la p. 9. 

4!'i9 Numeral IV del literal (a) del párrafo 2 del artículo 36. Convención dtada 
en la nota 2 de la p. 10. 

460 Numeral IV del literal (a) del párrafo 2 del artículo 22. Convención ütada 
en la nota 3 de la p. 10. 

461 Artfculo 7. Convención citada en la nota 2 de la p. 17. 
462 Articulo 7. Convención dtada en la nota 4 de la p. 17. 
4El3 Tratado citado en la nota 3 de la p. 78. 
464 Tratado citado en la nota 2 de la p. 67. 
465 Acuerdo citado en la nota 6 de la p. JO. 
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firmados con Perú, Bolivia y Venezuela -IG6 disponen que, en casos cou­
cretos de tráfico ilícito o de actividades conexas que por su llaturalew 
interesaren a más de un ]:~stado Parte en el acto, las Partes Contratan­
tes se prestar;:in la cooperación necesaria a que los órganos responsables 
de los Estados involucrados puedan realizar juntamente las investiga­
ciones y acciones pertinentes. 

Del mismo modo, el Brasil autoriza, en carácter ad hoc, miembros de 
policías extranjeras a presenciar, en el territorio brasileño, investiga­
ciones hechas por policiales brasileños las cuales puedan interesar el 
Estado al que sirven.467 

n. ACTUACIÓN COERCITIVA DE FU~CIO:"IARIOS EX'rn.AN]EROS 

La actuaclOIl cOerCltlVa de funcionarios extranjeros ocurre en la ll<!­
rnada extradición en tránsito, que se constituye en el hecho de que el 
Estado requerientt solicita a un tercer Estado (en el caso, Brasil), si­
tuado entre él y el Estado requerido, autorización de tránsito para la 
persona extraditada, acompañada de los policías que la conduzcan. 

Esa solicitación de autorización está prevista en los Tratados de. Ex­
tradición entre el Brasil y el Uruguay,1G8 Suiza,-469 :tvféxico,4'0 Chile,471 
Ecuador,472 Bolivia,47~ Venezuela/74 Colombia,41'5 Bélgica,4;(l Estados Uni­
dos de América 411 y Argentina. 478 en el Código de Derecho Internacio­
nal Privado'" y en el artículo 94 de la Ley no. 6815, del 19 de agosto 
de 1980, con la redacción de la Ley no. 6964, del 9 de diciembre de 1981. 

El tránsito que no haya sido autorizado no es aceptado por el Bra-

-1116 Artículo 12 de los Convenios con Perú y Bolivia y artícuLo 10 del acuerdo con 
Venezuela, todos citados en la nota 1 de la p. 11. 

·11}. el. las notas verbales nos. 105, del 5 de septiembre de 1975, y 61, del 16 de 
agosto de 1977, del Ministerio de Relaciones Exteriores a la Embajada de los Esta­
dos Unidos de América. y nos. 54 del 1 de noviembre de 1976, y 40, del 8 de agost'J 
de 1977, a la Embajada de Canadá. 

·ICS Artículo 16. Tratado citado en la nota 2 de la p. 88. 
4,,9 Artículo EJ. Tratarlo citado en la nota 4 de la p. 52. 
·170 Artículo 13. Tratado citado 
471. Artículo 11. Tratado citado 
4,2 Artículo 14. Tratado citado 
473 Artículo 14. Tratado citado 
4,-~ Artículo 14. Tratado citado 
4,5 Artículo 14. Tratado citado 

en la 
en la 
en la 
en la 
en la 
en la 

nota 
nota 
nota 
nota 
nota 
nota 

2 de la p. 52. 
3delap.8. 
3delap.8. 
3delap.8. 
3delap.8. 
3 de la p. 8. 

4,6 Artículo 15. Tratado citado en la nota 3 de la p. 8. 
4.7 Articulo 19. Tratarlo citado en la nota 2 de la p. 67. 
4~8 Artículo 15. Tratado citado en la nota 2 de la p. 8. 
,1.9 Artículo 375. La Convención de Derecho Internacional Privado, que puso en 

vigor el Código. esl;í citada en la nota 1 de la p. 8. 
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sil,4S0 cuyos tribunales concederán habeas corpus a cualquier persona 
que. detenida por funcionarios extranjeros, pase por su territorio o por 
sus puertos sin autorización del gobierno brasileño."S1 

-480 el. Bevilaqua, opinión del 17 de febrero de 1914 como Asesor Letrado del 
Ministerio de Relaciones Exteriores del -Brasil, en Pareceres dos Consultares Jurídi­
cos do Ministerio das R.elat;óes Exteriores 19I3-I934 dt., pp. 44·45. 

-481 E.g. la decisión del 10 de abril de 1969, proferida por el Juez del 20. Juzgado 
de la Justicia Federal en Rio de Janeiro en el pedido de Habeas Corpus preSlo-"'"l1tado 
en favor de Francisco Fermín Bolla7 argentino que viajaba detenido en el buque 
mercante italiano Augustus, de Francia para Argentina, con escala en Río de Janeiro 
Acf. el diario Jornal do Brasil de los 10 (pp. 1 Y 4), II (pp. 1 Y 16, 12 de abril de 
1969). 
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APÉNDICE 

EXTRADI<;AÜ 

Dccreto-Lei nQ 394 - de 28 de abril úe 1938 
Regula a cxtradic;:áo 

Ü Presiúente da República, usando da atribu~¡¡o que Ihe confere o 
art. ISO da Constituic;ao. 

Decreta: 

Art. 19 - Em nenhum caso será conceda a extradic;áo de br3sileiros 
requisitada por Estado estrangeiro. O Govorno Federal continuará, po­
rém, a requisitar aos Estados estrangeiros a extradi~áo de brasileiros, 
na forma de dircito_ (1) 

§ IQ - Nao ~erá igualmente concedida a cxtradi~ao de brasileiros 
naturalizados an tes de perpetrac;;ao do crime. 

§ 2Q - Negada a extradic;ao de brasilciro, este será julgado no país, 
se o fato contra ele arguido constituir infra~ao segundo a leí brasileira. 
Se a pena estipulada na lei brasileira for mais grave do que a do Es­
tado requerente será a mesma reduzida nesta medida. 

Do mesmo modo proccder-se-á quando for o caso, se negada a extra­
diC;áo do estrangeiro. 

§ 39 - Nos caws de parágTafo anterior seráo solicitados aoGovémo 
requerente os elementos de convicc;ao para o processo e julgamento, 
sendo.lhe depois comunicada a senten¡;a ou resolw;:ao definitiva. 

Art. 29 - Nao será, tambem, concedida a extradi¡;ao nos seguintcs 
casos: 

1 - Quando nao se tratar de infrac;ao segundo a lei brasileira, ou a 
do Estado requerentc. 

II - Quando O Brasil for competente, segundo su as leis, para julgar 
a infrac;áo. 

111 - Quando a lei brasileira impuser, pela infra~ao, pena de pris;¡o 
inferior a um ano compreendidas a tentativa. eo-autoria e complici­
dade_ 

IV - Quando o 
sido condenado ou 
minar o pedido. 

extraditanto estiver sendo 
absolvido no Brasil, pelo 

199 

processado ou já tiver 
mesmo fato que de ter-
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v - Quando se tiver verificado a prescrir;áo segundo a leí do Estado 
requerente, ou a brasileira. 

VI - Quando o extraditando tiver de responder, no país rcquerente, 
perante tribunal Oil juízo de execuc;ao. 

VII - Quando a infra,ao foro 
a) puramente militar; 
b) contra a religiao; 
e) crime político ou de oplmao. 
§ 19 - A aleg::lc;ao do fim ou motivo político nao impedirá a extra­

dir;ao, quando o fato constituir. principalmente, una infrar;ao comull 
da lei penal, ou quando o crime comun, conexo dos referidos no inciso 
VII, constituir o fato principal. 

§ 29 - Nao se consideram crimes políticos os atentados contra che­
fes de Estado ou qualquer pessoa que exerc;a autoridade, mem os atos 
de anarquismo, terrorismo e sahotagem" OU que importcm propagan· 
da de guerra ou de processsos violentos para subverter a ordem política 
ou social. 

§ 39 - Caberá (:xclusivamente ao Supremo Tribunal Federal a arre· 
cia~ao do caráCter da infrar;ao. 

Art. 39 - A extradi~ao só será concedida se a infra~ao tiver sido co· 
metida no território do Estado requerente, ou quando se lhe aplicarem 
as suas leis penais. 

Art. 4Q - A extradi~ao alcan~a os processados OH condenados como 
autores, cúmplices ou encobridores da infrac;ao. 

Art. 59 - A deten~ao ou prisao do extraditando dcyerá estar auto­
rizada pelo jllíz ou tribunal competente do Estado reqllerente, se nao 
houvcr scnte~a final, que deverá ser de priva~ao de libenlade. 

Art. 69 - Quando varios Estados requererem a extradic;áo da mes­
ma pessoa pelo ffieSffie fato, terá preferencia o pedido daquele em cujo 
território a infra~¡¡o foi cometida. 

~ IQ - Tratando-se de fatos diversos: 
a) o que versar sübre a infra~ao mais grave, segundo a lei brasileira; 
b) o do Estado que cm primeiro lugar tiver solicitado a entrega, no 

caso de igual gravidade; se os pedidos forem simultánneos, o Estado de 
origern, ou na sua falta, o do domicílio. 

Nos dcmais casos, a preferencia !ica ao árbítrio do Governo brasi· 
leiro. 

§ 29 - Na hipótc" do § le;, poderá ser estipulada a condic;ao de 
entrega ulterior aos outros requerentes. 

§ 39 - Havendo tratado com algum dos Estados solicitantes, as suas 
estipula~6es prevalecerao no que quiz respeito a preferéncia de que trata 
este artigo. 

Art. 79 - A extradi~¡¡o será solicitada por vía diplomática ou, na 
falta de agente diplomático do Estado requerente, diretamente, de go­
verno, sendo o pedido acompanhado de cópia ou traslado autentico da 
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sentcI19a de condena<;ao, Oil das decis6es de pronúncia Oil pnsao pre~ 
ventiva, proferidas por juíz competente. Estas pec;as deverao conter a 
índicac;:ao precisa do fato inoiminado, o lugar e a data em que fOl 
cometido e cópia dos textos de lei aplicável a espécie, inclusive dos 
referentes a prcscric;:ao da a<;:10 da pena, bem como dados antecedentes 
necessários a comprov<l\3.o da ídentidade do imlivíduo reclamado. 

Parágrafo único - O transito do pedido por via diplomática cons~ 
titui prava bastante da autenticidade dos documentos apresentados. 

Art. 89 - O Ministério das Relac:;os Exteriores remeterá o pedido 30 

da Justi9a e Ncgócios Interiores, o qual providenciará para a detens:ao 
do extraditando e sua apresenta\ao ao Supremo Tribunal Federal. 

Art. 99 - Ero casos de urgencia, e havendo reciprocidade de trata~ 
mento, poderA ser concedida a prisao preventiva do extraditando, me~ 
(liante simples requisi<;áo, feita por qualqucr meio, inclusive via telegrá­
fica, telefónica 'JlI rádio-elétrica, por qualquier autoridadc competente 
do Estado requcrente, ou agente diplomático ou consular do mesmo 
l~staclo. 

A requisic;:ao será baseada na invoca<;ao de seten¡;a de condena¡;uo, 
auto de prisao cm flagrante ou mandado de prisao, ou ainda fuga de 
índiciado apórs. o (rime ou a condenac;ao, e indicará a infra9ao come~ 
tida. 

Dentro do prazo de sessenta días contados da data em que for rece­
bida a requisi\áo, o Estado requerente dever;.í apresentar o pedido 1'or ~ 
mal de extradi9iio acompanhado dos documentos indicados no art. 79. 

A priSaD náo sef<i mantida além do dito prazo; nero se admitirá novo 
pedido de prisao, pelo mesmo fato, sem o pedido fonnal de extradi9ao 
devidamente instruido. 

Art. 10 - Nenhum pedido de eXlradic;ao será atendido sem prévio 
pronunciamento do Supremo Tribunal Federal, sObre o legalidad e 
procedencia do mesmo, bem como sobre o caráter de infra9ao, na for. 
ma do arto 2g § 39. 

Efetuada a dcten9ao do extraditando, serao todos os documentos re­
ferentes ao pedido enviados áquele Tribunal, de cuja decisao náo ca· 
herá recurso. A defesa do extraditando só poderá consistir em nao ser 
a pessoa reclamada, noS defeitos de forma de documentos, e na ilega­
lidades da extradic;ao. 

§ l Q - O ministro designado para relatar o processo perante o Tri. 
bunal determinará o interrogatório do extraditando, dando~lhc cura. 
dor, se for o caso, OH advogado, se o nao tiver, e concedendo o prazo 
de cinco dias para a dcresa. 

§ 29 - Quando, por vício de forma, ou ausencia de documento es­
sencial, o pedido deva ser denegado, o Tribunal a requerimento do 
procurador geral da República, poderá convertcr o julgammento em 
dilig€mda para o fim de ser o pedido corrigido ou completado no prazQ 
ímprorrogável de quarenta e cinco (45) días, contados da sua apresen 
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ta~ao ao próprio Tribunal. Findo esse prazo o processo será julgado 
definitivamente, tenha ou nao sido realizada a diligencia. 

§ 39 - Negada a extradic;a de um indivíduo, nao poderá ser de novo 
solicitada a entrega deste pelo mesmo fato a elle imputado. 

Art. 1I - Quando o incul pado contra o qual for feito o pedido es· 
tiver sendo processado QU estiver sujeito a cumprimento de pena de 
prisao ou de pena que nesta seresolva, por fato diverso, praticado no 
Brasil, a extradif;ao será decidida na forma desta leí, mas a entrega se) 
se fará efetiva depois de findo o processo ou de extinta a pena. 

Parágrafo único - A entrega ficará igualmente adiada, sem prejuízo 
da efetividade da extradic;áo, quando enfermidade grave impedir que 
sem perigo de vida, se proceda ao transporte do extraditando. 

Art. 12 - A entrega nao será efetuada sem que o Estado requerente 
assuma os compromissos sakuintes: 

a) nao ser detido o extraditado em prisao, nero julgado, por ¡nfra­
~áo diferente da que haja motivado a extradi-;áo e cometido antes desta, 
salvo se livre e expressamente consentir em ser julgado ou se perma­
necer em liberdade, no território désse Estado, um mes depois de jul­
gado e absolvido por aquela infra~¡¡o. ou de cumprida a pena de pri­
va~¡¡o de liberdadc que lhe tenha sido imposta; 

b) náo concorrer o fim o motivo político, militar ou religioso para 
agravar a penalidade; 

c) computar-se o tempo da deten~ao, no Brasil, do extradita/do, no 
de prisao preventiva, quando este tenha de levar em conta; 

d) Comutar-se na pena de prisao a pena de morte ou corporal com 
que seja punida a infra~áo; 

e) nao ser o extraditado, sem consentimento do Brasil, entregue a 
terceiro Estado que o reclame, com a mesma res salva na letra a. 

Art. 13- A entrega do extraditado será feita com todos os objetos 
que se encontrem em seu poder, quer sejam produtos da infra~a, quer 
se trate de pe~as que possam servir para a prava da mesma, tanto quan­
to for praticável, de acordo com as leis brasileiras, e respeitados os di­
reí tos de terceiros. 

Parágrafo único - A entrega dos objetos a que se referero o artig') 
anterior poderá ser feita, se a pedir o Estado requerente da extradit;ao, 
ainda que o inculpado venha a morrer ou desaparecer. 

Art. 14 - As despesas coro a deten~ao ou entrega conere10 por cont:! 
do Estado requerente, mas este nao terá a dispender importancia al­
guma com os servi~os que prestarem Os empregados públicos pagos pelo 
Govérno brasileiro. 

Art. 15 - O tránsito, no Brasil, da pessoa extraditada entre dois ou­
tras países e de seus guardas será permitido mediante a apresenta~ao 
do exemplar original ou de urna cópia autentica do documento que 
conceda a extradi~aoJ salvo se a isso se opuserero graves motivos de 
ordem pública. 
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Art. Ifi - Concedida a cxtradic;ao, se dentro de vinte (20) dias da 
data da comunica~áo de ficar o extraditando a disposic;ao do Estado 
requerente nao o tiver remetido o respectivo agente diplomático para 
o país requerente, dar-se-lhe-á liberdade e náo será de novo preso pelo 
ffiesmo motivo da extradi~ao. 

Art. 17 - Poderáo ser processados e julgados, ainda que ausentes, os 
brasileiros e estrangeiros que, em territorio estrangeiro, perpetrem cri· 
mes: 

a) contra a existencia, a seguranC;a ou integridade do Estado e a es~ 
trutura das institw;oes e contra a economia popular; 

b) de m"",!a falsa, contrabando, peculato e fasidade_ 
Art. 18 - Poderá ser processado e julgado no Brasil o nacional ou 

estrangeiro que, em território estrangeiro perpetrar crime contra bra­
sileiro, e ao qual camine a lei brasileira pena de prisáo de dais (2) 
anos, no mínimo. 

§ lQ - O processo contra ° nacional ou estrangeiro, nesse ca~ol .,ó 
será iniciado mediante requisi~ao do Ministério da Justic;a e Negócios 
Interiores, ou queixa da parte, quando, nos casos em que a extradic;áo 
é permitida, nao for ela solicitada pelo Estado em eujo território foi 
cometida a infrac;ao. 

§ 2Q - Nao serao levados a efeito o processo e ° julgamento ?elGs 
crimes referidos neste artigo, se os criminosos já houverem sido, em paí. 
ses estrangeiros, absolvidos, punidos ou perdoados por tais crimes. ou 
se o crime já estiver prescrito, segundo a lei mais favoráveI. O pro. 
cesso e julgamento nao seráo obstados. por sentenc;a ou qualquer ato 
de autoridade estrangeira. Todavia, será computado no tempo de pena 
a prisao que no estrangeiro tiver, por tais crimes sido cumprida. 

Art. 19 - O extraditado que, depois de entregue ao Estado r6:..jue­
rente e durante o processo e o julgamento, conseguir escapar a ac;ao da 
justic;a e se refugiar no Brasil ou por ele passar, será detido mediante 
requisi~ao direta ou por via diplomática, e novamente cntregllt: sem 
outras formalidades. 

Art. 20 - Quando se tratar de indivíduo reclamado pela justit;<l bl"a­
silcira e refugiado em país cstrangeiro, o pedido de extradic;áo ueverá 
ser transmitido ao l'vlinistério da J ustic;a e N egódos Interiores, que o 
examinará e, se julgar procedente, o encaminhará ao Ministériú das 
Relac;óes Exteriores, para os fins convenientes, fazendo-o acompanhar 
de cópia dos textos da lei brasileira referente ao crime praticado. i 
pena aplicavel e a Sua presc.Tic;ii, e ue dados ou informa~óes que escla­
rec;am devidamente o pedido. Ero casos de u~géncia o Ministério da 
Justic;a e Negócios Interiores solicitará as necessárias providéncias ao 
das ReIat;,:óes Exteriores, para que este pec;a a prisao preventiva do ex­
traditando. 

Quando, em virtude de tratado, o país estrangeiro o permItlf, as au­
toridades judiciárias ou administrativas dos Estados poderao diretamen-
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te solicitar a prisao provisória do extraditado as autoridades competen~ 
tes do referido país. Nesse caso, porém, deverao imediatamente "levar a 
falo ao conhecÍmenlo do Ministério da ]ustis:a, que o encaminhará ao 
das Relac;óes Exteriores, para que confirme o pedido pelos mdas re~ 
guIares. 

Art. 21 - Esta lei entrará em vigor na data ua Sua publicac;ao revo· 
garlas as disposi~es, cm contrário. 

Rio de J aneiro, 28 de abril de 1938, 1179 da Independéncia e 50' da 
República. 
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